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SEGUNDO INFORME DE LA COMISION ESPECIAL ENCARGADA DE TRAMITAR PROYECTOS DE LEY RELACIONADOS CON LOS NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea la Defensoría de los Derechos de la Niñez.
BOLETÍN Nº 10.584-07.
_______________________________________

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión Especial encargada de tramitar proyectos de ley relacionados con los niños, niñas y adolescentes, tiene el honor de informaros, en trámite de segundo informe, el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República.
- - - - - - - - - 

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

El inciso segundo del artículo 8° del proyecto reviste el carácter de ley de quórum calificado, en tanto asume los criterios establecidos en el inciso segundo del artículo 8° de la Constitución Política de la República para fijar la reserva o secreto de los actos y resoluciones de la Defensoría de los Derechos de la Niñez, así como sus fundamentos y procedimientos. Tales criterios son el debido cumplimiento de las funciones del órgano, los derechos de las personas, la seguridad de la Nación o el interés nacional.

Por su parte, el inciso primero del artículo 13, reviste el carácter de orgánico constitucional, en tanto atribuir a la Excelentísima Corte Suprema el conocimiento del procedimiento de remoción del Defensor de la Niñez. Ello, en coherencia con lo dispuesto en el inciso primero del artículo 77 de la Constitución Política de la República.


Por último, los incisos segundo y tercero del artículo 19 de la iniciativa tienen el carácter de orgánicos constitucionales, en tanto se relacionan directamente con las funciones y atribuciones de la Contraloría General de la República, en los términos del inciso primero del artículo 98 y del inciso final del artículo 99 del texto constitucional. 


Lo anterior, en virtud de que el referido inciso segundo explicita que el órgano contralor fiscalizará a la Defensoría en lo que concierne a su personal y al examen y juzgamiento de sus cuentas, mientras que el aludido inciso tercero, a su turno, excluye del trámite de toma de razón a las resoluciones del Defensor de la Niñez. Ello, además, en concordancia con lo resuelto por el Tribunal Constitucional en sus sentencias roles Nos 45 (considerandos 5° y 6°), 63 (considerando 4°), 384 (considerando 11°), 2.619 (considerando 26°) y 2.672 (considerando 7°), entre otras.
ARTÍCULOS QUE DEBEN SER CONOCIDOS POR LA COMISIÓN DE HACIENDA

Los incisos primero, segundo y quinto del artículo 18, que fijan el régimen laboral del personal de la Defensoría, el modo de ingreso a esta última por parte de quienes desempeñen funciones directivas y la remuneración bruta mensual del Defensor de la Niñez, respectivamente; el inciso primero del artículo 19, que dispone la sujeción de la Defensoría de los Derechos de la Niñez a las normas del Decreto Ley N° 1.236, de 1975, del Ministerio de Hacienda, sobre Administración Financiera del Estado; el artículo 20, que fija la composición del patrimonio de la Defensoría; el inciso segundo del artículo primero transitorio, que dispone que hasta antes del inicio de las actividades de la Defensoría la remuneración del Defensor se financie con cargo a la Asignación presupuestaria 50-01-03-24-03-133 y el artículo segundo transitorio, que establece que el mayor gasto fiscal que represente la aplicación del proyecto de ley en referencia durante el primer año presupuestario sea financiado mediante transferencias de la Partida del Tesoro Público de la Ley de Presupuestos respectiva, deben ser conocidos por la Comisión de Hacienda, ya que inciden en materias financieras del Estado, en virtud de lo dispuesto en el artículo 17 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y en el artículo 27 del Reglamento del Senado.
- - - - - - - 
OPINIÓN DE LA EXCMA. CORTE SUPREMA

Se hace presente que la Sala de la Comisión, mediante oficio Nº 72/ENA/16, de 6 de septiembre de 2016, solicitó el parecer de la Excelentísima Corte Suprema, respecto del artículo 13 del texto del proyecto de ley en estudio, por ser una disposición que dice relación con la organización y atribuciones de los Tribunales de Justicia, en cumplimiento con lo preceptuado en los incisos segundo y tercero del artículo 77 de la Constitución Política de la República y el artículo 16 de la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.

El máximo Tribunal emitió su opinión mediante Oficio Nº 147-2016 de 11 de octubre de 2016.

- - - - - - - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: artículos 6°, 8°, 19, 20, 21 y segundo transitorio.

II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: Nos 10, 12 bis, 18, 19, 19 bis, 22, 23, 24, 25 bis, 26, 27, 27 bis, 29 bis, 38 bis, 51 bis, 54, 56, 59, 62 quinquies, 70 ter, 70 quáter, 75 y 81 bis.

III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: Nos 4, 25, 28, 46 bis, 52 bis, 57, 58, 58 bis, 60, 61, 70 bis y 81 ter.

IV.- Indicaciones rechazadas: Nos 1, 5, 6, 11, 12, 15, 29, 34, 47, 47 bis, 47 ter, 47 quáter, 48, 51, 53, 62 bis, 62 ter, 62 sexies, 63, 70, 71, 72, 73 y 80.

V.- Indicaciones retiradas: 7, 14, 49, 50, 52, 52 ter, 55, 58 ter, 62, 62 quáter, 74 y 81.

VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: Nos 2, 3, 8, 9, 13, 16, 17, 20, 21, 30, 31, 32, 33, 35, 36, 37, 38, 39, 40, 41, 42, 43, 44, 45, 46, 58 quáter, 64, 65, 66, 67, 68, 69, 76, 77, 78, 79, 79 bis, 79 ter.
- - - - - - - - - 

Dejamos constancia que a la sesión de fecha 22 de noviembre de 2016, en que vuestra Comisión encargada de tramitar proyectos de ley relacionados con los niños, niñas y adolescentes analizó esta iniciativa legal, asistió, además de sus miembros, Honorables Senadores señores Patricio Walker Prieto (Presidente), Juan Pablo Letelier Morel, Manuel José Ossandón Irarrázabal, Jaime Quintana Leal y Jacqueline Van Rysselberghe Herrera, el Honorable Senador señor Alejandro Navarro Brain.


Durante el análisis de este proyecto de ley, vuestra Comisión Especial contó, además, con la participación del Subsecretario General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente; de la Secretaria Ejecutiva del Consejo Nacional de la Infancia, señora María Estela Ortiz; del Jefe de Gabinete del Consejo Nacional de la Infancia, señor Cristián Rodríguez; del Jefe de la División Jurídica del Consejo Nacional de la Infancia, señor Juan Carlos Valdivia; de la Abogada Asesora del Consejo Nacional de la Infancia, señora Ana María Moure; de los Asesores del Ministro Secretario General de la Presidencia, señora Antonia Urrejola y señor Carlos Arrue; de los Asesores del Consejo Nacional de la Infancia, señoras Paula Bustamante, Daniela González y Lavinia Francesconi y señores Hermes Ortega, Ignacio Irane y Camilo Brauchy ; de la Asesora de la División Jurídica del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, señora Marcela Aedo y de los Abogados de dicho Ministerio, señora Macarena Cortés y señor Sebastián Cabezas.


Asimismo concurrieron especialmente invitados a exponer sus puntos de vista, las siguientes entidades:

- De UNICEF Chile, el Asesor Representante Especial del Secretario General sobre violencia contra los niños en las Naciones Unidas, señor Nicolás Espejo y el Oficial de Protección, señor Anuar Quesille.

- Del Bloque por la Infancia, el Secretario Adjunto, señor Jorge Martínez y la Abogada y vocera, señora Alejandra Riveros.

Excusó su asistencia el Presidente de la Fundación Para la Confianza, señor José Andrés Murillo.


Asistieron como oyentes autorizados por el Presidente de la Comisión las siguientes personas:


- De la Corporación Opción, la Asesora, señora Francisca González y la Abogada, señora Camila de la Maza.

- Del Bloque por la Infancia, el señor Jorge Martínez.


- De la Organización Familia es Familia, la Activista, señora Claudia Amigo.


Además, asistieron los Asesores del Honorable Senador señor Letelier, señores José Fuentes y Cristián Durney; del Honorable Senador señor Ossandón, señora Simona Canepa y señor Alberto Jara; del Honorable Senador señor Quintana, señora Fabiola Cadenasso y señor Jaime Mondría; de la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, señor Pablo Urquízar; del Comité Demócrata Cristiano, señor Luis Espinoza; del Comité del Partido Socialista, señor Rodrigo Márquez; de la Fundación Jaime Guzmán, señoras María Teresa Urrutia y María Luisa Ilahrreborde; del Centro de Estudios Legislativos Parlamentarios, señora Camila Cancino y de Segpres, señora Lizzy Seaman y señor Giovanni Semería y el Periodista del Honorable Senador señor Patricio Walker, señor Nicolás Gutiérrez.

- - - - - - - 


Se hace presente que la Comisión, antes de iniciar el estudio de las indicaciones, escuchó los planteamientos de los siguientes invitados:


- Del Bloque por la Infancia, el Secretario Adjunto, señor Jorge Martínez y la Abogada y vocera, señora Alejandra Riveros.

- De UNICEF, el Asesor del Representante Especial del Secretario General sobre violencia contra los niños en las Naciones Unidas, señor Nicolás Espejo y el Oficial de Protección, señor Anuar Quesille.


De ese modo, a continuación se transcriben las exposiciones de estos últimos, junto con las consultas y observaciones efectuadas al respecto por parte de los Honorables señores Senadores.

Exposición del Bloque por la Infancia

El Secretario Adjunto del Bloque por la Infancia, señor Jorge Martínez, inició su presentación indicando que la entidad que representa es una coalición amplia y transversal de Organizaciones No Gubernamentales, que nació en abril del año 2012, en torno a las Mesas Temáticas efectuadas por la Presidencia del Senado.

Posteriormente, señaló que el Defensor de la Niñez es una iniciativa que tiene una larga historia, explicando que a la fecha existen cuatro proyectos de ley sobre el punto en actual tramitación (presentadas en los años 2004, 2012 y 2013), suscritos por 9 Diputados y 5 Senadores.

En esa línea, valoró la presentación, desde el Ejecutivo, de la iniciativa en estudio, señalando que para hacer realidad una institución como la mencionada, se necesita el concurso del conjunto del Estado y, asimismo, muy particularmente, de la sociedad civil organizada.

I. ¿Por qué un Defensor de la Niñez en Chile?

En este punto, señaló que un principio básico en nuestras sociedades es el de garantizar los derechos humanos, lo que implica que los derechos esenciales de las personas deben ofrecer a sus titulares la posibilidad de ser resguardados. De no efectuarse tal protección, agregó, el derecho pierde efectividad y se deslegitima.

De ese modo, afirmó que en el caso de la situación de la niñez, se hace necesaria la creación de la figura del Defensor por las siguientes razones:

- El estado de desarrollo que viven niños, niñas y adolescentes los hace particularmente vulnerables a las violaciones de sus derechos.

- En el mundo adulto rara vez se tiene en cuenta su opinión.

- Son personas sin derecho a voto. 

- Presentan serias dificultades para asumir un rol propio en el proceso político y más aún, para incidir en él.

- Se enfrentan a grandes complejidades para acceder al sistema judicial y, en caso de que lo hagan, diversas características de dicho sistema, configuran situaciones que pueden llevar a lo que se conoce como “victimización secundaria”.

- El acceso a organizaciones que defiendan sus derechos es siempre limitado (y frecuentemente está mediado por adultos).

De ese modo, explicó que frente al amplio abanico de problemáticas sociales que los asisten, los derechos del niño carecen del protagonismo requerido, tendiendo a ser relegados. Lo anterior, resaltó, es agravado en nuestro país al no existir un sistema de protección integral, con todo lo que ello implica.

II. ¿Qué es el Defensor de la Niñez para el Bloque por la Infancia?

A este respecto, indicó que, desde la perspectiva de la organización que representa, el Defensor de la Niñez es una autoridad unipersonal (lo que no niega la existencia de equipos colectivos en su conformación), que ejerce una magistratura de opinión y de persuasión, en pos de garantizar, proteger, promover y restituir los derechos de niños y niñas, ejerciendo una vigilancia independiente  sobre la acción de la administración del Estado y de las entidades que cumplen una función pública.

Es por tanto, añadió, un órgano de garantía de los derechos de niños, niñas y adolescentes, que debiese contar con rango constitucional e independencia de todo poder, con autonomía funcional, patrimonio y personalidad jurídica propia. 

Finalizó señalando que en el cumplimiento de su misión, el Defensor debe asumir un rol de colaborador, a fin de resolver de manera ágil los conflictos sociales que involucran a la niñez y sus derechos, humanizando de ese modo a tales problemáticas.

La Abogada y Vocera del Bloque por la Infancia, señora Alejandra Riveros, en lo referente al proyecto de ley en estudio, hizo presente dos observaciones sustantivas al respecto.

a. En primer lugar, señaló que el hecho de que no se contemple con rango constitucional al Defensor de la Niñez, hace que su impacto sea mucho más acotado en la sociedad, especialmente tratándose de un tema que requiere transformaciones culturales profundas.

En esa línea, expreso que la presente Comisión Especial está en condiciones de asumir una consideración en tal sentido, en tanto la Moción de Reforma Constitucional sobre Derechos del Niño y creación de Defensoría, presentada el año 2013 (Boletín Nº 9.153-07), por los Senadores señores Letelier, Pizarro y Walker, don Patricio, la ex Senadora señora Alvear y el ex Senador señor Escalona, fue trasladada desde la Comisión de Constitución del Senado a la presente instancia, por decisión de la Sala, por lo que, afirmó, se puede asumir un debate de esta naturaleza.

En su oportunidad, añadió dicha Moción fue trabajada en conjunto y acordada en todas sus partes entre el Bloque por la Infancia y los equipos asesores de los Honorables señores Senadores.

b. Posteriormente, indicó que la creación de la figura de un Defensor de la Niñez, en el marco dado por el actual proyecto de ley de Sistema de Garantías de Derechos de la Niñez, iniciativa que, en su opinión, presenta deficiencias en los mecanismos de protección integral que enuncia, implicará un contexto legal e institucional que no favorecerá su labor, con el riesgo de ver desvirtuado su rol en nuestra sociedad.

Sin perjuicio de lo anterior, expresó que el esquema institucional contemplado en la iniciativa para la magistratura en examen presenta, en opinión del Bloque por la Infancia, algunos aspectos deficitarios, a saber:

- No se contempla un posible despliegue geográfico del Defensor, tal como lo propone la Observación General Nº 2 del Comité de Derechos del Niño, lo que limitará mucho su acción y, sobretodo, le dificultará el acceso a poblaciones de lugares apartados.

- El sistema de nombramiento, en los hechos, no posibilita una participación real de la sociedad civil organizada en el levantamiento de propuestas para candidatos a Defensor (siendo que, todo Defensor es por definición un recurso de la ciudadanía). Por ello, debe existir la posibilidad de contar con varias candidaturas sobre las que pueda decidir el Senado.

- El Consejo Consultivo de la Sociedad Civil propuesto, es muy débil. En efecto, debe explicitarse que dicho Consejo contará con un financiamiento provisto por la Defensoría para su funcionamiento y sus iniciativas. Además, debe fijarse un funcionamiento y organización básica para dicho organismo, lo que no puede dejarse exclusivamente a los Estatutos de la Defensoría.

- Sin perjuicio de valorar el carácter autónomo que se da al Defensor, en el segundo inciso del artículo 3° de la iniciativa se establece que “la Defensoría ejercerá sus funciones y atribuciones de manera coordinada con otros órganos del Estado vinculados a la promoción y protección de los derechos humanos, tales como, el Instituto Nacional de los Derechos Humanos…”, lo que deja entrever una cierta ambigüedad sobre su real autonomía. Además, no se establece la relación con el sistema de garantías de derechos de la niñez, del cual es su vigilante independiente, por definición.

- Las funciones del Defensor están enunciadas de una manera generalista respecto de los enunciados aceptados a nivel internacional. A modo de ejemplo:


* La función de Monitoreo y supervisión se enuncia como “Observar y hacer seguimiento…”.


* La función de investigar y fiscalizar, se enuncia como “Requerir antecedentes…”.


* La función de solicitar o, aplicar sanciones, se enuncia como “Denunciar vulneraciones…”.

- No considera posible la interposición de acciones de representación judicial individual o colectiva (sólo admite un caso excepcionalísimo).

- De estas funciones, se desprende también que no tiene forma de hacer efectivo el cumplimiento de un requerimiento (solicitud, derivación, etc.) ante un organismo público o privado.

- En sus funciones se debe reforzar su capacidad de investigar, como señala la Observación General Nº 2 del Comité de Derechos del Niño de la ONU. Se debe incluir, explícitamente, la recepción de quejas directas o de oficio. Se debe también reforzar su capacidad de criticar, levantar proposiciones y de representar. Todo esto, con el fin de fortalecer la efectividad de su rol mayor de órgano de persuasión.

- No se establecen funciones y atribuciones explícitas para dirigirse directamente al Comité de Derechos del Niño de NU o, a las instancias respectivas de la OEA u otras a nivel internacional. 

Por último, señaló que la Defensoría de los Derechos de la Niñez, debe tener un rol de presentación ante los organismos internacionales que están directamente asociados a los Derechos del Niño, sin estar mediado por ninguna otra instancia.
Exposición del señor Nicolás Espejo


El Asesor del Representante Especial del Secretario General sobre violencia contra los niños en las Naciones Unidas de UNICEF, señor Nicolás Espejo, inició su presentación señalando que la iniciativa en análisis se enmarca debidamente en el proceso de reformas integrales para la infancia y la adolescencia en Chile.

En efecto, agregó, el Defensor de la Niñez es un componente esencial del proceso de reformas vinculado a la supervisión y defensa autónoma de los derechos de los niños, incluida la erradicación de toda forma de violencia contra los niños.

En el marco de las distintas reformas en curso, afirmó, avanzar en aprobar esta ley es prioritario. Lo anterior, explicó, en tanto la figura del Defensor puede dinamizar e impulsar los distintos procesos de modificación legal e institucional pendientes, los que excederán los plazos del actual Gobierno. 

Así, señaló que dicha magistratura se puede entender como la contracara institucional (de carácter autónomo) de la Subsecretaria de Infancia (que debe generar, coordinar y monitorear el sistema de protección integral, generar leyes, sistemas especiales y dispositivos, etc.)

I. Aspectos destacables del proyecto

A este respecto, señaló que la iniciativa en examen presenta una técnica legislativa simple, con una estructura clara, que permite hacer mejoras sin necesidad de modificar ninguna de sus ideas matrices.

Asimismo, expresó que el proyecto incorpora en gran medida los estándares internacionales sobre la materia, en particular los desarrollados por el Comité de Derechos del Niño en su Observación General N. 2, en base a lo dispuesto por la Convención de Naciones Unidas Sobre los Derechos del Niño.

De igual modo, resaltó algunos elementos de la iniciativa que, en su opinión, son particularmente destacables, mencionando los siguientes:

a. Cobertura de protección de los derechos de todos los niños que se encuentran en el territorio de la República (no solo los nacionales) (Artículo 2°).

b. El listado de competencias no es exhaustivo, sino sólo enunciativo (Artículo 4°, inciso primero).

c. Se establece una función de intermediación y mediación como parte de un sistema de resolución de conflictos entre el niño y las instituciones (Artículo 4°, letra c)).

d. Se habilita al Defensor para actuar en calidad de amicus curiae ante los tribunales de justicia, pudiendo realizar presentaciones por escrito que contengan su opinión con comentarios, observaciones o sugerencias en los casos y las materias relativas a su competencia (Artículo 4°, letra h)).

e. Se faculta al Defensor para visitar los centros de privación de libertad, centros residenciales de protección y cualquier lugar en que un niño permanezca privado de libertad, reciban o no recursos por parte del Estado, sin perjuicio de las facultades de los demás organismos públicos competentes en la materia, con los que deberá actuar coordinadamente (Artículo 4°, letra k)). Esta última atribución, afirmó, es una función esencial para la prevención y respuesta frente a toda forma de violencia, especialmente de tortura, tratos crueles, inhumanos y degradantes. 

f. Se establece la necesidad de recoger, facilitar y difundir la opinión de los niños y niñas, promoviendo su respeto y consideración (Artículo 4°, letra l)).

g. La designación del Defensor se realiza por acuerdo del Senado, adoptado por mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio, otorgando la debida importancia a la institución (Artículo 10).

h. El Defensor deberá presentar anualmente un informe ante el Presidente de la República, el Congreso Nacional y el Presidente de la Corte Suprema, lo que permite generar un diálogo constructivo con las principales autoridades de los tres poderes del Estado (Artículo 15).

i. Se concede la posibilidad que el Defensor pueda, en causas que produzcan alarma pública y exijan pronta solución por su gravedad y relevancia para los derechos de los niños y niñas, deducir querellas, siempre que se trate de aquellos delitos tipificados en el artículo 142 y en los párrafos 5° y 6° del Título VII, y 1°, 2° y 3° del Título VIII, todos del Libro Segundo del Código Penal (Artículo 16). Lo anterior, añadió, en tanto se trata de delitos particularmente graves en el marco de la sanción de toda forma de violencia contra los niños.

j. Se reconoce la participación de niños en el Consejo Consultivo del Defensor (Artículo 17), lo que se condice con el derecho a la participación de los niños en materias que les afectan directamente.

k. Los actos que requieren dictación de decretos, se expiden a través del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, lo que refuerza el carácter de institución de Estado del Defensor, y supera la mirada sectorial (Artículo 21). 

II. Aspectos a ser mejorados vía indicaciones

i. Obligación legal de cooperar, dentro de plazo, con  las solicitudes formuladas por el Defensor

En este punto, expresó como necesario fijar la obligación legal de cooperar de las entidades con las que se relaciona el Defensor, debiéndose fijar un plazo o algún parámetro temporal para ello.

En efecto, explicó que el Comité de Derechos del Niño ha indicado que “se deben conferir a las instituciones nacionales las facultades necesarias para que puedan desempeñar su mandato con eficacia, en particular la facultad de oír a toda persona y obtener cualquier información y documento necesario para valorar las situaciones que sean de su competencia.” (Observación General N. 2, Párrafo 9).

Así, señaló que la iniciativa en debate es  particularmente débil en esta materia, en tanto sólo reconoce la facultad o potestad del Defensor para “requerir antecedentes o informes a los órganos de la Administración del Estado o aquellas personas jurídicas de derecho privado que tengan por objeto principal la promoción o protección de los derechos de los niños y niñas, cuando, dentro del ámbito de sus competencias, tome conocimiento, de oficio o a petición de parte, de posibles vulneraciones a los derechos de niños y niñas por actos u omisiones de las entidades” (Artículo 2°, letra e)). 

En esa línea, indicó que la facultad del Defensor para solicitar antecedentes o informes no equivale a reconocer la obligación legal de entregarlos, por lo que la formulación presente en el proyecto de ley es ambigua y puede generar falta de cooperación con los requerimientos de dicha magistratura
.

Asimismo, expresó que en el Derecho Administrativo chileno se ha entendido tradicionalmente que al establecerse la obligación de cumplir con un requerimiento en determinado plazo, ello constituye un deber legal, por lo que es fundamental explicitar la obligación de cooperar con el Defensor y que este último pueda fijar un “plazo razonable” para se cumpla con tal requerimiento. De no observarse este último, agregó, podría establecerse la posibilidad de acudir (en el caso de los órganos de la Administración) ante la Contraloría General de la República.

A su vez, explicó que en Derecho Comparado se utilizan fórmulas legales en un sentido similar al propuesto:

- Australia: se puede obtener información de agencias gubernamentales (Ministerios, autoridades o funcionarios que en ellos se desempeñen) o solicitarles su elaboración, fijándoles un período de tiempo razonable para cumplir el requerimiento. La transferencia de esta información debe velar por respetar los derechos de las personas individuales concernidas.

- Inglaterra y Gales: toda persona ejerciendo funciones bajo la Ley de Infancia debe entregar (must supply) la información relacionada con dichas funciones y que el Comisionado de Infancia considere razonable acceder para el ejercicio de su rol. 

- Noruega: las entidades gubernamentales y las personas públicas y privadas dedicadas a
la infancia deberán, sin perjuicio de sus obligaciones de secreto, dar al Ombudsman la información que éste les requiera para
el ejercicio de sus funciones. Ello incluye grabaciones donde la información se contenga y producción de documentación que ello demande.


- Argentina: toda persona, natural o jurídica, pública o privada, estará obligada a prestar colaboración a los requerimientos del Defensor con carácter preferente y expedito. Todo aquel que desobedezca u obstaculice el ejercicio de sus funciones, incurrirá en el delito previsto en el artículo 239 del Código Penal, estando obligado el Defensor a comunicar el hecho al Ministerio Público. 

ii. Pronunciamientos del Defensor respecto a las acciones u omisiones de los actos de instituciones privadas pertinentes. 


A este respecto, señaló que el Comité de Derechos del Niño ha indicado que las instituciones nacionales de derechos humanos que protegen los derechos de la infancia “han de comprender la promoción y protección de los derechos de todos los niños que estén bajo la jurisdicción del Estado Parte en relación no sólo con el Estado sino también con todas las entidades públicas y privadas pertinentes.” (Observación General N 2, Párrafo 9).

No obstante lo anterior, subrayó que el proyecto de ley en examen establece que “la Defensoría de la Niñez tendrá por objeto la difusión, promoción y protección de los derechos de que son titulares los niños y niñas que se encuentren dentro del territorio de la República, reconocidos en la Constitución Política de la República, en la Convención sobre los Derechos del Niño y en los demás tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes, así como en la legislación nacional, velando por su interés superior, respecto de los órganos del Estado y de aquellas personas jurídicas de derecho privado que tengan por objeto principal la promoción o protección de derechos de los niños y niñas” (Artículo 2°).

En consecuencia, añadió, la formulación dispuesta restringe las funciones del Defensor al pronunciamiento de un número particularmente reducido de instituciones o personas jurídicas de derecho privado, esto es, las que establecen en sus estatutos que su objeto principal es la promoción o protección de derechos de los niños y niñas.

Así, prosiguió, con la formulación escogida por el Ejecutivo, en consecuencia, el Defensor sólo se pronunciaría respecto de órganos de la Administración y las personas jurídicas indicados (principalmente instituciones colaboradoras de acuerdo a la Ley N° 20.032), dejando fuera de su ámbito de acción, el pronunciamiento de la gran mayoría de “entidades privadas pertinentes” (tal y como indica el Comité).

En efecto, indicó que entre las distintas entidades privadas pertinentes se encuentran empresas, fundaciones, corporaciones u otras organizaciones privadas que, sin perjuicio de no tener como objeto principal la promoción o protección de los derechos de los niños y niñas, pueden tener un grave impacto en el respeto y garantía de sus derechos (en el ámbito educacional, de la salud, la alimentación, el entretenimiento, el deporte, etc.).

iii. Necesidad de contar con un sistema de denuncias o quejas para los niños y niñas.

En lo que concierne a este acápite, expresó que uno de los principales aspectos en que las instituciones nacionales de derechos humanos se diferencian de las instituciones específicas de defensa de los derechos de los niños, es precisamente en que las segundas deben contar con un sistema de quejas o denuncias especialmente diseñado para los niños y niñas.

Así, agregó, mientras los Principios de Paris sobre instituciones nacionales de derechos humanos no obligan a contar con un sistema de denuncias o quejas, la Observación General N 2 del Comité sí ha establecido esta función esencial dentro de la estructura básica de las instituciones especiales de infancia.

De ese modo, explicó que el Comité ha señalado que se debe contar con dos de las funciones propias de este tipo de instituciones, a saber: “realizar investigaciones sobre cualquier situación de violación de los derechos del niño, ya sea por denuncia o por propia iniciativa, en el ámbito de su mandato” y “llevar a cabo indagaciones sobre asuntos relativos a los derechos de los niños” (Observación General N 2, letras a y b, Párrafo 19).

Dicha función se condice, subrayó, con el avance en materia de denuncias individuales y colectivas por violaciones a los derechos de los niños, niñas y adolescentes, en conformidad con el IV Protocolo Facultativo o Adicional a la Convención sobre los Derechos del Niño (que crea un mecanismo de denuncias individuales y colectivas por violación a los derechos establecidos en esta Convención).

De esa forma, afirmó que la iniciativa en examen resulta débil e incompleta en esta materia, en tanto el artículo 4° de la misma se limita a indicar que el Defensor podrá “derivar al órgano competente, cuando corresponda, aquellas peticiones que reciba sobre asuntos que se le formulen, dentro del ámbito de sus competencias”, agregando luego que “en el ejercicio de esta atribución, podrá realizar recomendaciones específicas sobre las materias objeto de las peticiones que reciba, de conformidad a lo dispuesto por el literal f) de este artículo.” Para concluir señalando que “la Defensoría de la Niñez no podrá pronunciarse sobre un asunto que se encuentre en trámite ante los Tribunales de Justicia o ante  el órgano de la Administración del Estado competente. Sin embargo, podrá efectuar propuestas sobre aspectos generales y realizar informes o emitir opiniones en relación con la materia de que se trate, de conformidad con las letras f) y h) de este artículo.

Por consiguiente, expresó que el Defensor no puede reducir sus funciones a la mera “derivación” al órgano competente de las peticiones que reciba. Ello reduce indebidamente las facultades establecidas por el Comité, en miras a realizar investigaciones e indagaciones propias, en base a las denuncias que reciba de los propios niños o de alguna persona o institución en su nombre.

En consecuencia, agregó, el establecer la facultad de conocer, tramitar y resolver denuncias de los propios niños y niñas, por violación a sus derechos, es una función fundamental de un Defensor de la Infancia. Ello, precisó, en el marco de procedimientos amigables y especialmente diseñados para los niños, lo que puede ser desarrollado luego por el reglamento y otras regulaciones posteriores.

iv. Designación del Defensor. Rol de la Presidencia de la República y del Senado

En este acápite, señaló que el inciso segundo del artículo 4° del proyecto de ley en referencia establece que “el Defensor será designado por acuerdo del Senado, adoptado por mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio, a partir de una propuesta del Consejo Directivo del Instituto Nacional de Derechos Humanos, previo concurso público. Durante éste, el Consejo Directivo deberá oír especialmente a las organizaciones de la sociedad civil vinculadas a la difusión, promoción y defensa de los derechos de los niños y niñas. En caso que el candidato propuesto sea rechazado, el Consejo hará una nueva propuesta, sobre la base del mismo concurso.”.

En seguida, indicó que es una práctica recurrente en el Derecho Comparado que la figura del Defensor, o su equivalente, sea designado a través de un proceso que involucra a las más altas autoridades de la Nación, por lo que no se encuentra mediado por otras instituciones de derechos humanos. Lo anterior, añadió, a través de procesos que buscan chequeos y balances, así como una exhaustiva revisión de los antecedentes para acceder al cargo (para algunos ejemplos, los casos de Nueva Zelandia, Suecia, Australia, Noruega o Argentina, cfr., UNICEF, 2015).

Posteriormente, expresó que la práctica en Chile ha sido designar a autoridades que mantienen un control de la Administración mediante un mecanismo que involucra la participación de la Presidencia de la República y el Senado.

Así, señaló que habida cuenta del rol prioritario que en virtud del principio del interés superior que le es concedido a la infancia, y considerando a aquellos casos en los que se busca seleccionar a altas autoridades a través de procesos basados en chequeos y balances, el Defensor debiera ser propuesto por terna elaborada por el Presidente de la República, sometida luego (tal y como indica el proyecto) a votación del Senado.

Para concluir el punto, expresó que el proceso en virtud del cual tanto la Presidencia como el Senado evalúan al mejor candidato a Defensor debiera, a su vez, nutrirse de la opinión de los propios niños y de la sociedad civil.

v. Necesidad de garantizar orgánicamente las funciones esenciales del Defensor en la ley. Estructura interna

A este respecto, indicó que el Comité de Derechos del Niño ha destacado la necesidad de “conferir a las instituciones nacionales las facultades necesarias para que puedan desempeñar su mandato con eficacia […]” (Observación General N° 2, Párrafo 9).

Lo anterior, afirmó, implica no sólo crear un Defensor y establecer sus funciones, sino a la vez garantizar legalmente los recursos financieros, materiales y el personal suficiente para el cumplimiento de su mandato. En efecto, añadió, lo que se quiere evitar es contar con un Defensor a nivel nominal, pero que carezca de las condiciones mínimas y esenciales para avanzar en su cometido.

A la luz de lo anterior, aseveró que el proyecto presenta dudas respecto a cómo el Legislador garantiza un mínimo material para la operativa del Defensor, a lo menos en su etapa inicial.

Asimismo, señaló que la iniciativa no menciona la estructura, unidades, departamentos o siquiera funciones orgánicas esenciales para el futuro Defensor. A su vez, agregó, el proyecto de ley deja a cargo de este último la negociación vinculada al presupuesto básico con el que deberá contar para operar, lo que no considera adecuado.

En seguida, explicó que la experiencia legislativa sugiere que no es aconsejable que el Legislador no regule, siquiera en sus dimensiones mínimas, los aspectos vinculados al presupuesto y condiciones materiales básicas que permitan a una institución recién creada cumplir con sus obligaciones legales. 

A la luz de lo anterior, sugirió avanzar en alguna indicación al proyecto que garantice legalmente las condiciones materiales y financieras mínimas para el cumplimiento de las funciones designadas al Defensor. 

vi. Entrada en vigencia de la ley que crea el Defensor. Sentido de urgencia.


Finalmente, manifestó que existe un acuerdo transversal en Chile (compartido por toda la clase política y por el propio Gobierno), respecto a la necesidad de contar con una reforma estructural para la garantía de los derechos de la infancia y la adolescencia. Este acuerdo se basa, resaltó, en un sentido de urgencia, a la luz de la información que contamos respecto a episodios de violencia, abuso y negligencia respecto de niños y niñas.

A pesar de lo anterior, señaló que, en las disposiciones transitorias de la iniciativa, se establece que la misma entrará en vigencia “diez meses después de publicada en el Diario Oficial”, determinándose, a su vez, que “la primera designación del Defensor de la Niñez se hará a los sesenta días de la entrada en vigencia de la presente ley” (disposiciones transitorias, Artículo primero, incisos primero y segundo).

En otras palabras, explicó que nuestro país contaría con una Defensoría de la Niñez y con un Defensor, no antes de 1 año desde la promulgación y publicación de la ley que lo crea, plazo que, en su opinión, es excesivamente largo. Por lo anterior, finalizó, sugiere reducir los tiempos fijados en la iniciativa para su entrada en vigencia.
Intervención del señor Anuar Quesille

El Oficial de Protección de UNICEF Chile, señor Anuar Quesille, señaló que para que la figura del Defensor de la Niñez presente una configuración consistente y sólida, que permita alcanzar las finalidades que se propone y que revista una especial importancia en la orgánica interna del Estado, es necesario que el mismo se inserte dentro de un esquema institucional que vele integralmente por los derechos de los niños, niñas y adolescentes.


En efecto, agregó, se requiere de la creación y despliegue de una Subsecretaría de la Niñez, una Ley de Garantías de la Infancia (que haga mención al Defensor) y de programas públicos de representación y defensa judicial a niños, niñas y adolescentes, que permitan a estos últimos un acceso efectivo a la justicia, para que la Defensoría de los Derechos de la Niñez desempeñe eficientemente su rol de magistratura de opinión, visibilizando y atendiendo a los diversos problemas que se presenten en este ámbito.


Se hace presente que luego de la intervención antes descrita, el señor Quesille hizo llegar una minuta escrita a la Comisión, la cual presenta el siguiente tenor:

Comentarios al Proyecto de Ley que crea la Defensoría de los Derechos de la Niñez (Boletín 10.584-07)


1. Introducción


La presente intervención tiene por finalidad entregar algunas apreciaciones referentes a la figura del Defensor de la Niñez, institución que por años ha sido una de las mayores aspiraciones para la infancia y la adolescencia en Chile.

Al revisar las reiteradas recomendaciones que el Comité de los Derechos del Niño de las Naciones Unidas (en adelante, “el Comité de los Derechos del Niño” o “el Comité”) ha formulado a Chile los años 2002, 2007 y 2015, puede advertirse que dentro de las obligaciones generales derivadas de la Convención sobre los Derechos del Niño (en adelante, la CDN), el Estado requiere la instalación de una figura independiente que pueda velar de manera efectiva por los derechos de los niños, niñas y adolescentes.


Por ello, la necesidad del país por contar con un órgano especial para la defensa de los derechos de los niños, niñas y adolescentes (en adelante, NNA) se deriva de las obligaciones internacionales específicas que, en esta materia, ha contraído el Estado de Chile. Como ha sostenido el Comité, si bien tanto los adultos como los niños necesitan instituciones nacionales independientes para proteger sus derechos humanos, existen motivos adicionales para velar por que se preste especial atención al ejercicio de los derechos humanos de los NNA. Estos motivos comprenden el hecho de que el estado de desarrollo de los niños los hace particularmente vulnerables a violaciones de los derechos humanos; rara vez se tienen en cuenta sus opiniones; la mayoría de ellos no tiene voto y no puede asumir un papel significativo en el proceso político que determina la respuesta de los gobiernos ante el tema de los derechos humanos; los NNA tropiezan con dificultades considerables para recurrir al sistema judicial a fin de que se protejan sus derechos o pedir reparación por las violaciones de sus derechos; y el acceso de los niños a las organizaciones que pueden proteger sus derechos generalmente es limitado.

Muchas de las cuestiones acá planteadas son parte del análisis que desde UNICEF se entregará respecto de los Boletines que la Comisión Especial de Infancia se encuentra analizando en estos momentos y que, por este solo hecho, ya implica un aspecto positivo y necesario de destacar.


2. La necesidad de un Defensor de la Niñez:

Si se revisa y analiza la situación de los NNA en Chile, no solo en momentos posteriores a la ratificación de la CDN, sino que tomando como parámetro épocas anteriores a su entrada en vigencia, aparecen una serie de factores que justifican indubitadamente la necesidad de la existencia de una institución que guíe y supervise los mecanismos de política pública para la infancia y que esté dotado de herramientas adecuadas para constituirse como un actor cuya incidencia sea concreta e influyente ante todos los órganos del Estado.

En efecto, dentro de las circunstancias que fundamentan lo dicho, desde UNICEF es posible afirmar lo siguiente:


- En Chile, los NNA carecen de una institucionalidad de defensa integral de sus derechos (más allá de la defensa especializada en materia penal (constituida por el trabajo de la Defensoría Penal Pública) y aquella particular forma, vinculada a la adopción de medidas de protección especial (SENAME/CAJ).

- Chile no cuenta con una figura autónoma, independiente e imparcial, institucionalmente diseñada para la promoción y defensa de los derechos de todos los NNA, mediante mecanismos de denuncia y reparación accesibles a los niños.

- Lo anterior genera graves deficiencias para la identificación de violaciones a los derechos de los niños, prácticas institucionales incompatibles con los derechos establecidos en la CDN, determinación de recomendaciones precisas para avanzar en la protección de dichos derechos y creación de un espacio de recepción de denuncias y defensa de los derechos de los niños frente al Estado y los privados, cuando proceda.

- El Comité de Derechos del Niño ha recomendado a Chile que establezca una figura autónoma e independiente, para la defensa de los derechos de los niños.

- En el marco de la discusión de una Ley de Garantía de Derechos de la Niñez, la referencia al Defensor de la Niñez es una oportunidad única para consagrar esta figura independiente.

Por los motivos antes señalados, el hecho que actualmente el Congreso Nacional se encuentre conociendo de iniciativas legales tendientes a consagrar prontamente la figura del Defensor de la Niñez para los NNA de Chile, constituye por sí solo, un aspecto positivo que es necesario felicitar.


Desde la lógica de la Convención y desde el trabajo de UNICEF, creemos que la existencia de un Defensor de la Niñez será una pieza clave para contar con políticas públicas pertinentes, con sistema de denuncias efectivas y con una instancia que pueda atender las necesidades de la infancia en cada uno de los ámbitos en que los derechos de los NNA están presentes. Sea en la elaboración de leyes, el diseño de medidas administrativas, situaciones que se den en el contexto del sistema educacional, de salud, o de cualquier otra vertiente, esta figura jugará un papel trascendental a la hora de verificar que todos estos ámbitos estén fundados en los estándares de la CDN.


En los siguientes párrafos se realizará un análisis particular de la iniciativa legal en cuya discusión está centrada la Comisión.


3. Aspectos generales sobre el Defensor de la Niñez

Durante 2015, UNICEF publicó un estudio titulado: “Los derechos de los niños: una orientación y un límite. N°1 Hacia un Defensor de los derechos de la infancia para Chile”1. En dicha investigación se recogieron modelos de defensorías de la niñez a lo largo del mundo, analizando su naturaleza jurídica, funciones, competencias, restricciones, entre otros aspectos, para luego generar algunas conclusiones dirigidas a consagrar elementos que debiera contener esta institución para el caso de Chile. En líneas generales, algunos de los aspectos de mayor importancia para un Defensor del Niño en Chile son:

a) La instauración de defensorías especializadas en materia de infancia en Chile se inscribe en un movimiento más general de creación de instituciones autónomas de defensa de los derechos humanos, el que data de la década de los noventa. En este contexto, además de la defensoría de la infancia, se cuenta la figura del Ombudsman general y el INDH. Sólo esta última iniciativa ha logrado transformarse en ley. Eso da cuenta de los desafíos y resistencias que plantea un organismo de esta naturaleza, inédito en Chile.

b) Parece adecuado enmarcar la creación del Defensor de la Infancia al interior de la futura ley de garantías a los derechos de los NNA. Dicha ley debiera indicar, con claridad, la naturaleza, funciones y competencias fundamentales de la Defensoría de la Infancia, así como garantizar su financiamiento prioritario (en base al principio del interés superior del niño). Los demás aspectos orgánicos y funcionales del Defensor de la Infancia pueden ser complementados a través de otra norma.

c) Respecto de sus funciones y atribuciones fundamentales, el Defensor de la Infancia debiera tener un mandato amplio en materia de derechos humanos y derechos de la infancia, con competencia para tramitar denuncias individuales y colectivas respecto de órganos públicos e instituciones privadas, formular recomendaciones, elaborar estudios orientados a promover el conocimiento de los derechos de los NNA y de la vulneración de los mismos, participar activamente en los procesos de elaboración de las políticas y la legislación de infancia y promover cambios en esas materias. Estas funciones y atribuciones debieran estar claramente precisadas en la futura ley de garantías a los derechos de los NNA.

d) Para garantizar la autonomía del Defensor de la Infancia, debe prestarse particular atención a: (i) la naturaleza jurídica de la institución; (ii) los mecanismos de nombramiento y remoción del titular del cargo; (iii) la duración del mandato; (iv) los requisitos de elegibilidad del titular; (v) el régimen de incompatibilidades; (vi) la posibilidad de dictar su normativa de funcionamiento interno y (vii) el estatuto de los trabajadores.

e) La autonomía presupuestaria es un elemento muy relevante en la configuración de los organismos autónomos. Sin embargo, es difícil justificar en este caso la alteración de la regla general que rige el sector público, conforme a la cual el legislador presupuestario determina anualmente el presupuesto de cada institución. Para intentar evitar que el presupuesto del Defensor de la Infancia se vea afectado por los ajustes de la economía, se debiera establecer en la futura ley de garantías que crea al Defensor de la Infancia, una regla que dé algún tipo de prioridad al presupuesto de esta institución, de modo de obligar al Gobierno a justificar una eventual reducción respecto del presupuesto del año anterior.

f) Para preservar el carácter de magistratura de persuasión que tradicionalmente se le reconoce a los Ombudsman y evitar conflictos de competencia con otras instituciones del ordenamiento (tribunales de justicia, Contraloría o superintendencias), el Defensor de la Infancia no debiera tener atribuidas potestades ejecutivas (sancionatorias, anulatorias, etc.) y debiera estar dotado de suficientes poderes de influencia (recopilación y difusión de información, recomendación asesoría y opinión).

4. Comentarios al Proyecto de Ley que crea la Defensoría de los Derechos de la Niñez (Boletín 10.584-07)


A continuación se entregan algunos comentarios específicos sobre la iniciativa legal objeto de discusión, los cuales se basan en la revisión de la moción y los aspectos consagrados en la investigación citada anteriormente:

4.1. Aspectos positivos:


a) Su constitución como corporación autónoma, de derecho público, con personalidad jurídica y patrimonio propio, responde a los estándares internacionales pues posibilita que el Defensor se integre al ordenamiento jurídico con apropiada independencia, especialmente, sin necesidad de recurrir a la personalidad jurídica o patrimonio del Fisco.

b) En cuanto a la organización interna, la ley integra positivamente la posibilidad que el Defensor pueda aprobar sus estatutos o reglamentos internos. Ello garantiza su autonomía y cumple con las exigencias de los Principios de París y la Observación General N°2 del Comité de los Derechos del Niño de Naciones Unidas.

c) La forma de designación del Defensor, resguarda la debida independencia e imparcialidad para el cumplimiento de sus funciones, toda vez que ésta es realizada por el Senado. Ello también lo dota de la idea de organismo de alto rango, que justamente es lo que persigue esta institución. En efecto, en países donde el Defensor se ha constituido como una figura consolidada, sus mecanismos de nombramiento obedecen a la participación de autoridades de alto nivel (Australia, Nueva Zelanda, Reino Unido, Suecia, Noruega).


d) Al mismo tiempo, resulta satisfactorio el hecho que el Defensor sea nombrado por períodos de cinco o seis años, de modo tal de no coincidir con los períodos de Gobierno específicos; este factor contribuye al logro de la independencia que busca esta institución.


e) El proyecto está en sintonía con la tendencia comparada, toda vez que para ocupar el cargo de Defensor se exige poseer un reconocido prestigio moral y profesional, con experiencia acreditada en el campo de los derechos humanos en general y los derechos de la infancia en particular. Lo anterior refuerza la legitimidad técnica y moral que esta institución requiere.

f) Es importante que la función de supervisión de los órganos públicos, sea incompatible con el cargo de Defensor de la niñez, así como con otros cargos públicos. El proyecto de ley toma en cuenta esta consideración incorporando un régimen de incompatibilidades.

g) Otro aspecto de gran relevancia, es la incorporación de causales de remoción tazadas para el Defensor, lo que refuerza su autonomía. A ello debe agregarse el hecho de que su remoción queda en manos de la Corte Suprema, cuando concurre una inhabilidad sobreviniente o negligencia manifiesta.

h) Respecto a la rendición de cuentas, para los estándares internacionales y modelos comparados, se trata de uno de los mecanismos más eficaces para controlar el adecuado cumplimiento del mandato que tiene una autoridad pública. Por ello, el régimen de rendición de cuentas propuesto en el proyecto de ley es sin duda un avance, señalando que el Defensor de la Niñez debe rendir anualmente cuenta pública de su gestión, ante el Parlamento y el Presidente de la República.

i) Respecto a la intervención excepcional del Defensor en calidad de parte o perito en procedimientos judiciales, establecida en el artículo 17 del proyecto, una consideración fundamental, es el establecimiento de ciertos criterios que delimiten y justifiquen la interposición de acciones judiciales en representación de NNA (casos emblemáticos, de connotación pública o extrema gravedad). De esta manera se evita distorsionar la naturaleza de la institución, estableciéndolo predominantemente como una “magistratura de persuasión”.

En este sentido, el hecho de enmarcar el Defensor en un Sistema de Protección Integral (lo que implica el despliegue de legislación, instituciones y mecanismos de representación judicial especializados), haría innecesario que esta institución asuma roles predominantemente de representación jurídica, reservando su accionar en áreas donde los derechos de los niños se encuentran escasamente representados.

4.2. Aspectos a mejorar


a) El artículo 1 señala que el domicilio de la Defensoría estará en Santiago, sin que se mencione la creación de oficinas a lo largo del país, lo que puede restringir su presencia territorial o comunal.

b) El artículo 2 no hace referencia expresa a las recomendaciones, opiniones o interpretaciones que emitan los órganos internacionales, como aspectos que debe tener en cuenta a la hora de ejecutar su mandato. Dichos pronunciamientos internacionales sirven de referencia para el ajuste y evolución de las normas internas y políticas públicas que el Estado contemple en materias de infancia.

c) Respecto del artículo 3, los mecanismos de colaboración y coordinación entre instituciones encargadas de la aplicación y de dar efectividad a los derechos de los niños, niñas y adolescentes es un factor que ha sido destacado y recomendado por el Comité de Derechos del Niño. Sin perjuicio de ello, sería oportuno que quedase establecido que dicha colaboración no puede implicar la interferencia (obstrucción) de otras instituciones en la defensa de dichos derechos, o en el seguimiento de las actuaciones del Estado, ni la omisión de recomendaciones que tengan por objeto la promoción y protección de la infancia.

d) En el artículo 4 que detalla las funciones y atribuciones del Defensor, sería oportuno analizar la posibilidad de dejar expresamente establecidos algunos de los siguientes aspectos:


d.1) Extender el ámbito de acción del Defensor de la niñez también a todo organismo privado;

d.2) Velar por que los encargados de formular la política económica nacional tengan en cuenta los derechos del niño al establecer y evaluar los planes económicos y de desarrollo;

d.3) Promover y facilitar una participación significativa de los organismos de la sociedad civil que trabajan en el área de infancia y de aquellas integradas por niños, asegurando una incidencia real en la elaboración de las políticas públicas;

d.4) Establecer en forma expresa la obligación de todo organismo e instituciones, en orden a colaborar cuando el Defensor de la Niñez requiera información, u otra acción de cooperación.

e) Sobre el consejo consultivo, para UNICEF es importante que en este Consejo estén representados los diversos actores sociales relevantes, representativos de la sociedad civil en materia de infancia, así como los propios niños, niñas y adolescentes, en concordancia con su derecho a la participación en materias que les afectan directamente.

Puede observarse que en el proyecto se delegan en el estatuto los requisitos, la integración y el régimen de incompatibilidades de los consejeros. La ley deja todas las materias relativas a la elección e integración del Consejo a los estatutos que se dicten por Decreto Supremo, cuestión que no sucede en el caso de organismos análogos, como el INDH.

Al respecto, al omitirse el número de Consejeros que integrarán el Consejo, la exigencia de trayectoria de los mismos, los requisitos para integrar el consejo, y el régimen de incompatibilidades de éstos, podría resultar afectada la participación de la sociedad civil, restringiéndose el necesario control que ésta debe ejercer en las políticas gubernamentales.

f) Sería importante evaluar la posibilidad que el Consejo Consultivo elabore un informe (no vinculante) al Presidente de la República (o al organismo encargado de la propuesta) sobre eventuales candidatos al cargo de Defensor de la Niñez.

g) En relación con el Título III sobre personal y el patrimonio propio, es necesario señalar que la Observación General N°2 del Comité de los Derechos del Niño establece que respecto a las instituciones independientes de protección y promoción de los derechos humanos, en especial, respecto de la infancia, se debe consagrar la progresividad del presupuesto, una infraestructura apropiada para el buen desempeño de sus funciones y créditos a fin de lograr la autonomía respecto del Estado; y la ausencia de controles financieros que limiten la independencia de la institución. Al respecto, estas observaciones se tuvieron solo parcialmente en cuenta, probablemente, debido a la organización presupuestaria del propio Estado.

h) Finalmente, con el objeto de asegurar el cometido del Defensor una vez que la ley sea aprobada y éste sea designado, aparece necesario que el proyecto contemple una estructura básica de la institución. Sin perjuicio de un despliegue institucional amplio y progresivo, el proyecto debería consignar los estratos básicos para un funcionamiento pertinente.


Luego de las presentaciones antes descritas, los Honorables señores Senadores realizaron las siguientes preguntas y comentarios.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, señaló que las observaciones efectuadas por los expositores, en lo referente a las atribuciones del Defensor, su sistema de nombramiento, el rol del Consejo Consultivo, la orgánica interna de la Defensoría, entre otros temas, deben ser consensuados entre los miembros de la Comisión y el Ejecutivo, a fin de que tales puntos sean asumidos posteriormente en las indicaciones que se presenten durante la discusión en particular de la iniciativa.


La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, expresó que, en su opinión, por la gran importancia que reviste el proyecto de ley en estudio, se requiere la presencia en las sesiones de la Comisión de los Subsecretarios y Ministros respectivos, en tanto ser necesario adoptar  decisiones políticas sustantivas durante el debate.

El Honorable Senador señor Letelier, preguntó a los representantes del Bloque por la Infancia si cuentan con alguna propuesta concreta en materia de orgánica interna requerida por la Defensoría de los Derechos de la Niñez.

Posteriormente, consultó a aquéllos de qué modo vislumbran la relación de este último organismo con el Instituto Nacional de Derechos Humanos.

La Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Alejandra Urrejola, respecto de la observación efectuada por la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, indicó que en las distintas sesiones celebradas por la Comisión siempre han asistido representantes del Ejecutivo, entre ellos los Ministros respectivos, y la Secretaria Ejecutiva del Consejo Nacional de la Infancia, señora Estela Ortiz, la que se ausentó de la presente sesión por razones personales.

La Abogada y Vocera del Bloque por la Infancia, señora Alejandra Riveros, respondiendo la primera pregunta efectuada por el Honorable Senador señor Letelier, indicó que si bien la organización que representa no cuenta con una propuesta concreta de la orgánica de la Defensoría, señaló que sería razonable establecer una unidad por cada una de las funciones que el organismo realice, a fin de evitar complicaciones de gestión al momento de iniciar el despliegue de sus acciones.

El Secretario Adjunto del Bloque por la Infancia, señor Jorge Martínez, por su parte, en lo concerniente a la segunda consulta realizada por el Honorable Senador señor Letelier, indicó que las dudas respecto de la autonomía del Defensor respecto del Instituto de Derechos Humanos se remontan a la discusión pre legislativa de la iniciativa, en donde se consideró, en su oportunidad, la creación de este organismo como un departamento de aquél, posición que no prosperó.

Sin perjuicio de lo anterior, señaló que la preocupación antes notada, en términos de la estructura del proyecto, surge por consagrar en el mismo artículo que contempla la autonomía del Defensor, el deber de coordinación de este último con el mencionado Instituto. Lo anterior, subrayó, en tanto, en su opinión, lo prioritario para la Defensoría debe ser su coordinación con el sistema integral de protección de la niñez, antes que con un organismo en particular.

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


La Comisión se abocó al estudio de las 109 indicaciones presentadas al texto del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, dejando constancia del debate de que fueron objeto, como asimismo de las disposiciones en que ellas inciden y de los acuerdos adoptados sobre las mismas.

El proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado consta de veintiún artículos permanentes y dos transitorios.
ARTÍCULO 1º
Inciso segundo


El inciso segundo del artículo 1º aprobado en general por el Honorable Senado, dispone que el domicilio de la Defensoría de los Derechos de la Niñez sea en la ciudad de Santiago.

A este inciso se presentaron cuatro indicaciones signadas con los Nos 1, 2, 3 y 4.
Indicación Nº 1


1.- De la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, para suprimirlo.


En discusión esta indicación, el Honorable Senador señor Letelier se mostró partidario de rechazarla. Sin perjuicio de lo anterior, señaló que el texto aprobado en general no es del todo preciso al indicar que el domicilio de la Defensoría de los Derechos de la Niñez sea la “ciudad” de Santiago, en tanto dicha idea categoría escapa a los conceptos jurídico-administrativos existentes en el ordenamiento, a saber, la comuna, la provincia o la región. Sin perjuicio de lo anterior, agregó, la alusión a la idea de “ciudad” también genera problemas respecto de la delimitación misma de la urbe, por lo que sugirió abordar el particular con un concepto jurídico existente y reconocido.

A su vez, indicó que la entidad que se propone crear debe contar con un domicilio efectivo, a fin de que en este último se practiquen notificaciones y otras actuaciones de similar naturaleza, relacionadas con la representación legal de la institución.

El Subsecretario General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente, indicó que, en tanto plantearse en la iniciativa que la Defensoría sea una persona jurídica de derecho público, no puede existir una omisión en lo referente al domicilio de la misma, en tanto ser éste un atributo de la personalidad (tanto de personas naturales como jurídicas).

Además, añadió, el domicilio es fundamental para que se efectúen las distintas gestiones legales de comunicación e información hacia la Defensoría, de parte de los Tribunales de Justicia y de otras instituciones.

En seguida, expresó que la alusión a la “ciudad” de Santiago, dice relación con la comuna del mismo nombre, por lo que debe entenderse tal referencia en dicho sentido.

Por último, no obstante lo anterior, manifestó el respaldo del Ejecutivo para que se establezca en el texto del proyecto la facultad de que la Defensoría pueda contar con más de un domicilio a lo largo del país.

El Honorable Senador señor Letelier, reiteró la idea de utilizar conceptos jurídicos afianzados en el ordenamiento al momento de establecer el domicilio de la Defensoría.

Posteriormente, señaló que la determinación del domicilio reviste su importancia, mayormente, para efectos de la realización de las actuaciones judiciales o administrativas correspondientes, en donde se le emplace o comunique de asuntos de su competencia a la Defensoría, por lo que éste debe ser el aspecto a considerar en el debate, más allá de la posibilidad de que cuente con más oficinas o unidades a lo largo del país.

El Honorable Senador señor Ossandón, expresó que, en su opinión, en la determinación del domicilio de la Defensoría se debe aludir al concepto de “Región Metropolitana” a fin de dotar de suficiente flexibilidad institucional a la entidad que se propone crear, al momento de su constitución.

La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, señaló que la indicación en examen responde a la idea de dejar abierta la posibilidad de que la Defensoría pueda tener domicilio en un lugar distinto de Santiago, como actualmente ocurre con el Instituto Nacional de Derechos Humanos, organismo que cuenta en la actualidad con una unidad en la VIII Región.

El Honorable Senador señor Ossandón, expresó que las referencias a la Región Metropolitana no deben ser interpretadas como un signo de oposición a la descentralización, sino que sólo se debe a que la Administración Central del Estado se ubica en la capital.

De igual modo, indicó que la determinación de un domicilio matriz para la institución en comento no implica que luego no se puedan establecer otros domicilios en unidades regionales que posteriormente se dispongan.

El Honorable Senador señor Letelier, expresó que se debe atender a las características organizacionales de la entidad que se propone crear al momento de adoptar una decisión sobre el domicilio de la misma. Por consiguiente, agregó, se debe determinar si el órgano reviste el carácter de órgano centralizado o descentralizado (y en este caso si su descentralización es funcional o territorial).

El Subsecretario General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente, expresó que, independientemente de la naturaleza del organismo, aquél debe contar con un domicilio definido, sin perjuicio de los que posteriormente constituya tal entidad en el desarrollo de sus funciones. 

En efecto, respaldó, respecto del particular, un modelo como el que presenta en su estructura el Instituto Nacional de Derechos Humanos (INDH), el que sitúa su domicilio en Santiago pero deja abierta la posibilidad a la constitución de otros domicilios posteriormente, de acuerdo al despliegue de funciones del organismo.


De ese modo, finalizó, se otorga la suficiente flexibilidad institucional a la Defensoría en este respecto, quedando ello plasmado en su ley orgánica.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, expresó que, en su opinión, la postura del Ejecutivo es recogida por la indicación Nº 4, de su autoría, que posteriormente la Comisión se abocará a discutir, en tanto en la misma si bien se determina como domicilio de la Defensoría a Santiago, deja abierta la facultad para que, con posterioridad, y conforme al desarrollo de sus labores y competencias, aquélla pueda establecer otros domicilios en el territorio del país.


Lo anterior, agregó, en el entendido que la expansión territorial del organismo se encuentra vinculada a la disponibilidad presupuestaria con que cuente, por lo que en la medida que sus recursos así lo permitan, una propuesta como la contenida en la indicación Nº 4, permitiría que la Defensoría progresivamente fuera contando con domicilios en las regiones, sin necesidad de efectuar un nuevo cambio legislativo al respecto.


La Secretaria Ejecutiva del Consejo Nacional de la Infancia, señora María Estela Ortiz, en la misma línea descrita por quien le antecedió en el uso de la palabra, expresó que con la idea recogida en la indicación Nº 4, se posibilita que, a fin de efectuar una gestión en regiones, la Defensoría contrate a un abogado u otro profesional que se requiera, para llevar a cabo sus labores, constituyéndose para el sólo efecto de dicha actuación, un domicilio distinto del de Santiago.


Lo anterior, agregó, es mucho más económico que la instalación de una unidad o sede regional de la Defensoría, por lo que manifestó su apoyo a la referida indicación Nº 4.


La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, expresó que, sin perjuicio de los argumentos antes vertidos, no retirará la indicación en discusión (de su autoría), en tanto el proyecto en examen debiese haber contemplado una Defensoría que, al menos, hubiese comenzado a desarrollar sus funciones desde un comienzo en algunas regiones.


Así, añadió, la indicación Nº 4, antes descrita, posibilitaría lo anterior, pero sólo de forma progresiva en el tiempo.


El Honorable Senador señor Quintana, indicó que, más allá de las señales regionalistas que se pretendan entregar, es necesario determinar el domicilio de la Defensoría. De ese modo, si este último recae en Santiago, ello no obsta a que, con posterioridad, y a medida de que dicho organismo desarrolle sus funciones, pueda ir constituyendo otros domicilios a lo largo del país.


Atendido lo anterior, propuso no complejizar en demasía el debate sobre el punto.


En la primera votación de la indicación N° 1, la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe votó a favor de la misma; los Honorables Senadores señores Ossandón y Quintana se abstuvieron y los Honorables Senadores señores Walker, don Patricio (Presidente) y Letelier votaron por su rechazo. En consecuencia, al no haberse alcanzado la votación necesaria para la aprobación o rechazo de la presente indicación, y de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 178 del Reglamento del Senado, se procedió a repetir la votación. En esta segunda votación, la Comisión, por tres votos en contra, de los Honorables Senadores señores Walker, don Patricio (Presidente), Letelier y Quintana, la abstención del Honorable Senador señor Ossandón y el voto a favor de la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, la rechazó.
Indicaciones Nos 2 y 3


2.- Del Honorable Senador señor Navarro y 3.- del Honorable Senador señor Quintana, para agregar después de la expresión “de Santiago” la frase “y tendrá filiales en cada una de las regiones del país”.


Estas indicaciones, sin perjuicio de no alterar el domicilio de la Defensoría en Santiago, establecen que esta última cuente con una filial en cada una de las regiones del país.

De ese modo, las aludidas propuestas exceden los márgenes presupuestarios considerados por el Ejecutivo en el Informe Financiero de la DIPRES que acompaña al Mensaje, en tanto no contemplarse en este último el impacto que tendría un despliegue regional de filiales de la Defensoría, vulnerándose, en consecuencia, lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política de la República, en lo referente a la iniciativa exclusiva presidencial, relacionado a materias que inciden en la administración presupuestaria o financiera del Estado.

Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, declaró a las indicaciones Nos 2 y 3 como inadmisibles.
Indicación Nº 4

4.- Del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, para agregar después de la expresión “de Santiago” la frase “, sin perjuicio de los domicilios que pueda establecer en las distintas regiones del país”.


En discusión esta indicación, el Honorable Senador señor Letelier, sugirió, en atención de los argumentos vertidos en el debate de la indicación Nº 1, aprobarla con enmiendas, preservando la frase que la propuesta sugiere, pero, además, reemplazando la expresión “ciudad de Santiago” por “Región Metropolitana”, a fin de que se contemple en este ámbito un concepto jurídico-administrativo reconocido por el ordenamiento.


En votación la indicación N° 4, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, y Honorables Senadores señores Letelier, Ossandón y Quintana, la aprobó con modificaciones, reemplazando, además, la expresión “ciudad de Santiago” por el término “Región Metropolitana”.
ARTÍCULO 2º


El artículo 2º aprobado en general por el Honorable Senado, establece que el objeto de la Defensoría es la difusión, promoción y protección de los derechos (constitucionales, nacionales e internacionales) de los niños y niñas, velando por su interés superior, respecto de los órganos del Estado y de aquéllas personas jurídicas de derecho privado que tengan por objeto principal la promoción o protección de tales derechos.

A este artículo se presentaron cinco indicaciones signadas con los Nos 5, 6, 7, 8 y 9.

Indicaciones Nos 5 y 6

5.- Del Honorable Senador señor Navarro y 6.- del Honorable Senador señor Quintana, para reemplazar el texto que señala: “respecto de los órganos del Estado y de aquellas personas jurídicas de derecho privado que tengan por objeto principal la promoción o protección de derechos de los niños y niñas”, por el siguiente: “respecto de los órganos del Estado y de aquellas personas jurídicas de derecho público o privado que tengan por objeto la promoción o protección de los niños y niñas”.


En discusión estas indicaciones, el Honorable Senador señor Letelier, señaló que, en tanto en el texto aprobado en general vincularse el objeto de la Defensoría al interés superior del niño, considera que no se hace necesario delimitar los destinatarios de las acciones de dicho organismo, sean éstos entidades estatales o privadas, precisamente porque el principio antes aludido se aplica respecto de toda persona o institución, no siendo razonable, en su opinión, circunscribir el ámbito de tales destinatarios.


A su vez, preguntó al Ejecutivo el alcance de la incorporación del principio de interés superior del niño en la configuración institucional del objeto de la Defensoría.


El Subsecretario General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente, indicó que la idea de la consagración de dicha máxima en el objeto del organismo en comento es explicitar y reiterar que dicho principio debe ser el eje rector de todas las actuaciones de la Defensoría, como asimismo, de todas las personas (de derecho público o privado) contempladas en el artículo 2º.


El Honorable Senador señor Letelier, expresó que la numeración de destinatarios que efectúa el citado artículo 2º resulta inoficiosa y, además, limita el ámbito de sujetos respecto de los cuales el mencionado principio tendría aplicación, en lo que concierne a las actuaciones de la Defensoría. Lo anterior, agregó, ya que dicha máxima debe ser aplicada universalmente respecto de toda situación de protección de los derechos de los niños. Ello, de acuerdo a lo contemplado en los diversos instrumentos internacionales que abordan el particular.


De ese modo, sugirió, en primer lugar, rechazar las presentes indicaciones, así como todas aquellas que efectúen un listado de destinatarios, y en segundo orden, eliminar del texto del artículo 2º aprobado en general la frase “, respecto de los órganos del Estado y de aquéllas personas jurídicas de derecho privado que tengan por objeto principal la promoción o protección de tales derechos”.


La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, expresó que, tal como ha quedado evidenciado en diversas situaciones, tanto el Estado como los privados pueden cometer afectaciones a los derechos de los menores, por lo que respecto de ambas categorías de sujetos se debe establecer una especial protección, en relación con el citado principio de interés superior del niño. En consecuencia, sugirió una fórmula amplia que recoja a los distintos tipos de destinatarios vinculados con niños, niñas y adolescentes.


El Asesor del Consejo Nacional de la Infancia, señor Juan Carlos Valdivia, indicó que el principio antes citado es central en el tránsito desde el sistema tutelar de los menores hacia el sistema de derechos de la niñez, propiamente tal.


Posteriormente, señaló que de acuerdo al Comité de los Derechos del Niño de Naciones Unidas, dicha máxima es, al mismo tiempo, un derecho, un principio interpretativo y un principio procedimental.


Así, agregó, visto desde la primera perspectiva, el interés superior del niño dice relación con la facultad de todo menor para que, en la mayor medida posible, se realice el conjunto de sus derechos en forma simultánea.


A su vez, desde la óptica de máxima interpretativa o procedimental, dicho principio se relaciona con la idea de que tanto los preceptos sustantivos como los adjetivos sean asumidos de la forma en que puedan proteger, de mayor y mejor forma, los distintos intereses que asisten a los menores.


En virtud de lo señalado, añadió, es que se consideró necesario incorporar tal principio como eje rector de las acciones que debe ejecutar la Defensoría, sin perjuicio de que, además, tal máxima es consagrada en el proyecto de ley que crea el sistema de garantías de la niñez, en actual tramitación en la Comisión de Familia de la Cámara de Diputados.


La Secretaria Ejecutiva del Consejo Nacional de la Infancia, señora María Estela Ortiz, por otra parte, sugirió ampliar la cobertura de las acciones de la Defensoría, respecto de todo niño sujeto a la jurisdicción del Estado de Chile (en el proyecto se hace mención a los niños que se encuentren en el territorio de la República). Lo anterior, añadió, en conformidad a lo señalado por la Corte Suprema en su oficio respecto del proyecto de ley en estudio, como asimismo un informe emitido sobre el particular por parte del Ministerio de Relaciones Exteriores.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, se mostró partidario de conservar las referencias al principio de interés superior del niño, en tanto dicha máxima ser el eje rector de las acciones de la Defensoría.


En seguida, indicó que, en su opinión, dichas acciones deben asumir una amplia gama de destinatarios, por lo que cree razonable asumir los criterios consagrados en la indicación Nº 7, de su autoría, la que considera dentro de tal categoría a: i) personas naturales o jurídicas; ii) sean de derecho público o privado; iii) nacionales o extranjeras; iv) que pudieren afectar los derechos de los niños, niñas y adolescentes y v) organizaciones y grupos pertinentes (por ejemplo, familias de acogida, que no cuentan con una estructura jurídica definida).


El Honorable Senador señor Letelier, reiteró la idea de que el establecimiento de un listado de las entidades sujetas a las acciones de la Defensoría limita la aplicación del principio de interés superior del niño incorporado en la iniciativa, en tanto circunscribirlo sólo a tales instituciones, quedando fuera de dicho ámbito organizaciones que no sean contempladas, lo que perfectamente puede suceder si se atiende a una realidad dinámica como lo es la protección de la niñez.


De ese modo, dicha metodología vulnera, en su opinión, la universalidad con la que debe ser aplicada dicha máxima.


El Subsecretario General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente, concordó con la propuesta efectuada por el Honorable Senador señor Letelier, sugiriendo, tal como hizo este último, conservar el texto del artículo 2º aprobado en general sólo hasta la frase “velando por su interés superior”.


Lo anterior, agregó, en tanto de esa forma se deja un espectro amplio de destinatarios sujetos a las acciones contempladas en el objeto de la Defensoría.


Por último, indicó que los destinatarios en concreto que se contemplen pueden ser analizados en la discusión puntual de cada una de las atribuciones de la Defensoría.


La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, por otra parte, en lo que respecta a la descripción efectuada por el Honorable Senador señor Walker, don Patricio, de la indicación Nº 7, de autoría de este último, consultó si la referencia a las personas naturales posibilitaría, por ejemplo, que las acciones de la Defensoría puedan ser desplegadas respecto de familias en particular y, eventualmente, abordar los hogares privados de las mismas.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, respondiendo a la pregunta formulada por la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, señaló que dicha alusión responde al hecho de que en muchas ocasiones los Juzgados de Familia, en procedimientos de protección, envían a los menores a casas de acogida u hogares particulares, en los cuales, eventualmente, también pueden ocurrir vulneraciones de los derechos de los niños y niñas, por lo que no cree razonable restringir las competencias de la Defensoría en estos casos.


Asimismo, indicó que ello no quiere decir que en el ejercicio de sus funciones dicho organismo lesione la privacidad del hogar de tales personas, en tanto ello ser garantizado por los respectivos derechos constitucionales, sino que sólo se le permita a la Defensoría visibilizar tales situaciones.


La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, señaló que tal amplitud permite, en su opinión, marcar un precedente no deseado en este ámbito en aspectos complejos en la relación entre los niños y niñas y sus padres.


Ejemplo de ello, agregó, son los casos referentes a la identidad de género del menor, en donde pueden existir discrepancias entre el niño o niña y sus padres, estimando estos últimos que no es necesario comenzar un tratamiento al respecto sino hasta cuando el menor alcance su adolescencia. Frente a dicha hipótesis, agregó, ello podría ser denunciado ante la Defensoría para que la misma despliegue sus acciones,  estimando dicho organismo que existe una vulneración de derechos, lo que no le parece razonable.


El Subsecretario General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente, indicó que en el artículo 4º del proyecto de ley en estudio, específicamente en la letra g) de dicho precepto, se establece el deber de la Defensoría de denunciar las vulneraciones a los derechos de los menores de que tome conocimiento, ante las autoridades administrativas o judiciales pertinentes. Por consiguiente, resaltó que la labor de dicho organismo es de intermediación, existiendo los resguardos respectivos frente a las situaciones descritas por la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, sugirió, de acuerdo a lo propuesto por el Honorable Senador señor Letelier, rechazar las presentes indicaciones y, además, eliminar la frase “, respecto de los órganos del Estado y de aquéllas personas jurídicas de derecho privado que tengan por objeto principal la promoción o protección de tales derechos”.


En votación las indicaciones Nos 5 y 6, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorable Senador señor Walker, don Patricio (Presidente), Honorable Senadora señora Van Rysselberghe y Honorables Senadores señores Letelier, Ossandón y Quintana, las rechazó.


No obstante lo anterior, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, y por la misma votación, eliminó del texto del artículo 2º aprobado en general la frase “, respecto de los órganos del Estado y de aquellas personas jurídicas de derecho privado que tengan por objeto principal la promoción o protección de derechos de los niños y niñas”.

Indicación Nº 7


7.- Del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, para sustituir el texto que señala: “respecto de los órganos del Estado y de aquellas personas jurídicas de derecho privado que tengan por objeto principal la promoción o protección de derechos de los niños y niñas”, por el siguiente: “respecto de toda persona natural o jurídica, de derecho público o privado, nacional o extranjera, que pudiere afectar los derechos de los niños, niñas y adolescentes, así como de organizaciones y grupos pertinentes”.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, en virtud del acuerdo antes descrito, y en su calidad de autor de la presente indicación, la retiró.
- - - - - - -
Inciso segundo, nuevo
Indicaciones Nos 8 y 9

8.- Del Honorable Senador señor Navarro y 9.- del Honorable Senador señor Quintana, para consultar un inciso nuevo, del siguiente tenor:


“La Defensoría de la Niñez velará especialmente por proteger, promover y difundir los derechos de los niños y niñas migrantes y de los que pertenecen a los Pueblos Indígenas en el territorio de Chile, para estos efectos deberá elaborar y sugerir medidas especiales para el pleno disfrute de sus derechos.”.


Estas propuestas incorporan un nuevo inciso final al artículo 2° del proyecto en estudio, estableciendo una nueva atribución a la Defensoría, consistente en velar especialmente por la protección, promoción y difusión de los derechos de los niños y niñas migrantes, de aquellos pertenecientes a los pueblos indígenas en el territorio de nuestro país, debiendo dicho organismo elaborar y sugerir medidas especiales para el pleno disfrute de tales derechos.


De ese modo, en tanto las indicaciones en examen otorgan nuevas competencias a la Defensoría, se infringe lo dispuesto en el citado número 2° del inciso cuarto del artículo 65 del texto constitucional, considerándose a las indicaciones como inadmisibles.


Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, declaró a las indicaciones Nos 8 y 9 como inadmisibles.
- - - - - - - -

ARTÍCULO 3º

Inciso segundo


El inciso segundo del artículo 3º aprobado en general por el Honorable Senado, dispone que la Defensoría debe ejercer sus funciones y atribuciones de manera coordinada con otros órganos del Estado vinculados a la promoción y protección de los derechos humanos, tales como el Instituto Nacional de Derechos Humanos (INDH) y demás entidades que se establezcan en el futuro.

A este inciso se presentaron tres indicaciones signadas con los Nos 10, 11 y 12.

Indicación Nº 10.


10.- De la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, para suprimirlo.


En discusión esta indicación, el Honorable Senador señor Letelier, expresó que si bien entiende que el inciso segundo en análisis tiene por finalidad fomentar la actuación coordinada de la Defensoría con los demás organismos sectoriales que abordan materias relacionadas con la niñez, estima que la expresión “deberá ejercer sus funciones de manera coordinada…” está redactada de un modo que atenta con la autonomía consagrada a la Defensoría en el inciso primero del artículo 3º de la iniciativa en debate, por lo que sugirió revisar el punto.


La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, expresó que respecto de todos los órganos del Estado pesa el deber de coordinación en su actuación, por lo que de por sí una referencia en tal sentido de parte del referido inciso segundo sería innecesaria.


Sin perjuicio de lo anterior, y en virtud del modo en que está redactado tal inciso, consideró que ello podría atentar contra la autonomía con la que debe desplegar sus acciones la Defensoría.


El Subsecretario General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente, manifestó que el Ejecutivo respalda la indicación en comento.


A su vez, indicó que la intención original de la incorporación del aludido inciso segundo fue establecer que, dentro de la autonomía que le asiste a cada uno de los órganos encargados de la protección de los derechos humanos, existieran labores de coordinación.


La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, manifestó que en el ámbito de los órganos sectoriales de derechos humanos no siempre existe una posición uniforme sobre los diversos puntos que abordan (por ejemplo, en la situación del Servicio Nacional de Menores), por lo que establecer un deber de coordinación en su actuar implicaría que los organismos respectivos adoptasen siempre una posición uniforme en las materias que tratan, lo que conllevaría, eventualmente, a una afectación de su respectiva autonomía.


En votación la indicación N° 10, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, y Honorables Senadores señores Ossandón y Quintana, la aprobó sin enmiendas.
Indicaciones Nos 11 y 12

11.- Del Honorable Senador señor Navarro y 12.- del Honorable Senador señor Quintana, para agregar después de la expresión “humanos,”, lo siguiente: “a nivel local, regional o nacional,”.


En discusión estas indicaciones, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, en virtud de la aprobación de la indicación Nº 10, sugirió rechazarlas.


En votación las indicaciones Nos 11 y 12, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, y Honorables Senadores señores Ossandón y Quintana, las rechazó.
ARTÍCULO 4º


El artículo 4º aprobado en general por el Honorable Senado, establece un listado de las competencias con las que contará la Defensoría de los Derechos de la Niñez.

A este artículo se presentaron cuarenta y un indicaciones signadas con los Nos 12 bis, 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 19 bis, 20, 21, 22, 23, 24, 25, 25 bis, 26, 27, 27 bis, 28, 29, 29 bis, 30, 31, 32, 33, 34, 35, 36, 37, 38, 39 bis, 39, 40, 41, 42, 43, 44, 45, 46 y 46 bis.

Letra a)


La letra a) del precepto en análisis dispone como atribución de la Defensoría el difundir, promover y defender los derechos de los niños y niñas de acuerdo a lo que establece la presente ley.
Indicación Nº 12 bis


12 bis.- De S.E la Presidenta de la República, para sustituir la palabra “defender” por “proteger”.

En discusión esta indicación, la Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Antonia Urrejola, expresó que la misma se basa en una recomendación sobre la materia efectuada en el Oficio de la Corte Suprema.


En votación la indicación N° 12 bis, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorable Senador señor Walker, don Patricio (Presidente), Honorable Senadora señora Van Rysselberghe y Honorable Senador señor Ossandón, la aprobó sin enmiendas.

- - - - - - -

Indicación Nº 13


13.- De la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, para consultar después de la letra a) una nueva letra, del siguiente tenor:


“…) Interponer acciones y deducir querellas, según corresponda, para la protección de los derechos de las niñas, niños y adolescentes en cualquier juicio, instancia o tribunal.”.


A través de esta indicación, se propone incorporar una nueva atribución a la Defensoría, a saber, la interposición de acciones y querellas para la protección de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, en cualquier juicio, instancia o tribunal.


Así, en tanto incorporarse una nueva función al organismo en examen, se considera que la misma es inadmisible, por vulnerar el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 del texto constitucional, en lo concerniente a la iniciativa exclusiva presidencial.


Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, declaró a la indicación No 13 como inadmisible.

- - - - - - -
Letra b)

Párrafo tercero


El párrafo tercero de la letra b) de la disposición en análisis, establece, en primer lugar, la prohibición de la Defensoría de pronunciarse sobre un asunto que se encuentre en tramitación ante los Tribunales de Justicia o ante los órganos del Estado, y en segundo orden, la atribución de dicha entidad para efectuar propuestas sobre aspectos generales y realizar informes o emitir opiniones en relación con la materia de que se trate.
Indicación Nº 14


14.- Del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, para suprimirlo.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, en su calidad de autor de la misma, la retiró, bajo el fundamento de estimar que esta propuesta puede generar dificultades constitucionales en lo que respecta a las atribuciones exclusivas de los Tribunales de Justicia, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 76 de la Constitución Política de la República.


Sin perjuicio de lo anterior, el Honorable Senador señor Letelier, expresó que, en su opinión, los pronunciamientos que eventualmente realice la Defensoría de la Niñez sobre asuntos en tramitación en sede judicial o administrativa, no vulneran la separación e independencia de tales poderes públicos. Sin perjuicio de eso, agregó, lo importante es determinar el alcance o las repercusiones que dichos pronunciamientos tendrán.


Asimismo, indicó que no es un buen precedente el que tales inhibiciones sobre las potestades legislativas del Congreso Nacional se efectúen en las discusiones parlamentarias, en tanto ello luego puede ser utilizado por los jueces para efectuar interpretaciones amplias sobre diversos puntos.


En esa línea, señaló que tal como los órganos jurisdiccionales “hablan” a través de sus sentencias judiciales, el Congreso Nacional “se expresa” mediante los proyectos que aprueba y no a través de sus debates parlamentarios, en tanto estos últimos constituir sólo un antecedente que da cuenta del proceso de tramitación de la ley.


Por último, consultó al Ejecutivo cuál es el fundamento de la incorporación del aludido párrafo tercero.


La Secretaria Ejecutiva del Consejo Nacional de la Infancia, señora María Estela Ortiz, indicó que dicho párrafo no inhibe las atribuciones de la Defensoría de pronunciarse, de manera general, sobre asuntos de relevancia en materias relacionadas con vulneraciones o eventuales afectaciones a niños, niñas y adolescentes.


Asimismo, expresó que con tal precepto tampoco se impide la atribución del Defensor de actuar como amicus curiae, en conformidad a lo dispuesto en la letra h) del artículo 4° de la iniciativa en examen.


Es así, agregó, que la idea del mencionado párrafo es evitar que existan pronunciamientos sobre casos concretos y específicos que se encuentren en sede judicial o administrativa.

Letra c)


En la letra c) del artículo 4° del proyecto de ley en referencia, se establece la atribución de la Defensoría de intermediar o servir de facilitadora entre los niños y niñas y los órganos de la Administración del Estado o aquellas personas jurídicas de derecho privado que tengan por objeto principal la promoción o protección de derechos de los niños y niñas, cuando dicho organismo haya tomado conocimiento, de oficio o a petición de parte, de actos u omisiones que pudieren vulnerar los derechos de los niños y niñas.

Indicación Nº 15


15.- De la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, para eliminarla.


En discusión esta indicación, la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, señaló que la presentación de la misma obedece a la idea de fondo de entender que sin las atribuciones de representación judicial la Defensoría de los Derechos de la Niñez tiene un limitado impacto en el desarrollo de sus funciones.


En efecto, agregó, no basta que dicho organismo se limite sólo a intermediar entre la institucionalidad y los menores, sino que se requiere que tal entidad asuma un rol verdaderamente activo en la protección de estos últimos.


De ese modo, señaló que la configuración actual que adopta la Defensoría se asimila más que nada a la de una oficina especializada en materias de niñez del Instituto Nacional de Derechos Humanos, y no, como se pretende, a una institución capaz de velar y proteger de por sí a los menores.


La Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Antonia Urrejola, señaló que en opinión del Ejecutivo la atribución consagrada en la mencionada letra c) es relevante para el desarrollo de los objetivos encomendados a la Defensoría.


De ese modo, indicó que tanto las funciones de intermediación o facilitación contempladas en la aludida letra c) permiten que la Defensoría despliegue sus roles de persuasión frente a posibles vulneraciones a los derechos de los menores, antes que dichos conflictos asuman una entidad tal que requieran de intervención judicial o administrativa.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, señaló que si bien él hubiese sido partidario de configurar un organismo que cuente con atribuciones para representar judicialmente a los menores vulnerados, entiende que ello responde a una decisión del Ejecutivo en vista a los recursos disponibles y a una visión de progresivo robustecimiento en el tiempo de tal institución.


Por tal razón, agregó, se hace más importante todavía conservar las funciones de intermediación otorgadas a la Defensoría, en tanto su eliminación, junto con la carencia de competencias de representación judicial, conllevaría a que tal organismo cuente con una institucionalidad poco vigorosa para llevar a cabo sus labores.


La Secretaria Ejecutiva del Consejo Nacional de la Infancia, señora María Estela Ortiz, indicó que durante las sesiones de la Comisión de Familia de la Cámara de Diputados, en donde se trató el proyecto de ley que crea el sistema de garantías a la niñez, se acordó, de forma unánime, reconocer el derecho de todo niño a contar con la debida representación judicial.


En ese orden de cosas, expresó que la entidad que representa, junto con el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, han comenzado a estudiar el particular y desarrollar acciones a fin de alcanzar dicho propósito de manera progresiva.

En la primera votación de la indicación N° 15, la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe y el Honorable Senador señor Ossandón votaron a favor de la misma, mientras que los Honorables Senadores señores Walker, don Patricio (Presidente) y Quintana votaron por su rechazo. En consecuencia, al haberse producido un empate, y de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se procedió a repetir la votación. En esta segunda votación, la Comisión, por tres votos en contra, de los Honorables Senadores señores Walker, don Patricio (Presidente), Ossandón y Quintana, y el voto a favor de la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, la rechazó.

Indicaciones Nos 16 y 17

16.- Del Honorable Senador señor Navarro y 17.- del Honorable Senador señor Quintana, para anteponer a la voz “Intermediar” la expresión “Actuar como representante,”.


Estas propuestas incorporan una nueva acción a la Defensoría, y por consiguiente una nueva atribución a la misma, consistente en la actuación de aquélla como representante entre los niños y niñas y las instituciones nombradas en el examen de la indicación anterior.


De ese modo, las indicaciones en análisis vulneran lo preceptuado en el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución, en lo relativo a la iniciativa exclusiva del Presidente de la República.

Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, declaró a las indicaciones Nos 16 y 17 como inadmisibles.

Indicaciones Nos 18, 19 y 19 bis

18.- Del Honorable Senador señor Navarro, 19.- del Honorable Senador señor Quintana y 19 bis.- de S.E. la Presidenta de la República, para suprimir la palabra “principal”. 


En discusión estas indicaciones, el Honorable Senador señor Letelier expresó que si bien las mismas se refieren a los destinatarios de las acciones de intermediación de la Defensoría, el acento del debate debe estar puesto en la consideración de que, a menos entidades relacionadas con la infancia queden fueran del ámbito de competencias de dicho organismo, más niños, niñas y adolescentes podrán ser protegidos por este último.


En votación las indicaciones Nos 18, 19 y 19 bis, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorable Senador señor Walker, don Patricio (Presidente), Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, y Honorables Senadores señores Ossandón y Quintana, las aprobó sin modificaciones.

Letra d)


Esta letra fija la atribución de la Defensoría de observar y hacer seguimiento a la actuación de los órganos de la Administración del Estado o aquellas personas jurídicas de derecho privado que tengan por objeto principal la promoción o protección de derechos de los niños o niñas.
Indicaciones Nos 20 y 21

20.- Del Honorable Senador señor Navarro y 21.- del Honorable Senador señor Quintana, para sustituir la locución “Observar y hacer seguimiento a la actuación” por “Observar, hacer seguimiento y evaluar la actuación”.


Las propuestas en examen añaden como atribución de la Defensoría el evaluar la actuación de las entidades antes descritas, incorporando, en consecuencia, una nueva atribución a dicho organismo. Por consiguiente, en virtud de lo anterior, infringen lo dispuesto en el aludido número 2° del inciso cuarto del artículo 65 del texto constitucional, en lo concerniente a la iniciativa exclusiva del Presidente de la República.


Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, declaró a las indicaciones Nos 20 y 21 como inadmisibles.

Indicación Nº 22


22.- Del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, para reemplazar la expresión “o aquellas” por “, a”

En discusión esta indicación, se hace presente que la misma se encuentra estrechamente vinculada con la N° 25, de autoría, asimismo, del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, por lo que se hace remisión a los argumentos recogidos en el debate de dicha indicación para comprender el alcance de la presente propuesta.


En votación la indicación N° 22, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorable Senadores señores Walker, don Patricio (Presidente), Letelier, Ossandón y Quintana, la aprobó sin enmiendas.

Indicaciones Nos 23 y 24

23.- Del Honorable Senador señor Navarro y 24.- del Honorable Senador señor Quintana, para eliminar el vocablo “principal”.


En votación las indicaciones Nos 23 y 24, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorable Senadores señores Walker, don Patricio (Presidente), Letelier, Ossandón y Quintana, las aprobó sin enmiendas.
Indicación Nº 25


25.- Del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, para agregar después de la expresión “o niñas” la siguiente frase: “y organizaciones de hecho que puedan afectar con sus acciones los derechos de niños, niñas y adolescentes”.


En discusión esta indicación, el Honorable Senador señor Letelier, señaló que en el proyecto de ley en estudio el Ejecutivo ha acotado considerablemente el espectro de funciones a la Defensoría.


Lo anterior, agregó, en consideración al limitado número de instituciones sobre las cuales dicho organismo puede desplegar sus acciones. En efecto, señaló que la redacción actual de la letra d) del artículo 4° en examen (al igual que en las demás disposiciones que abordan el punto) dejaría fuera a un importante número de entidades que se relacionan con menores, por ejemplo, establecimientos educacionales privados, clubes deportivos, juntas de vecinos, partidos políticos, entre otros.


La Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Antonia Urrejola, expresó que las instituciones antes descritas pueden ser abordadas por otras atribuciones con las que cuenta la Defensoría, por ejemplo, con las contempladas en las letras f), g) y h) del artículo 4° de la iniciativa en análisis
.


A su vez, indicó que en atención a que no existe un catastro completo con las entidades que, eventualmente, pueden vulnerar los derechos de los menores, se optó por un campo determinado de destinatarios de las acciones de la Defensoría, en tanto existir una responsabilidad activa de parte de esta última en sus funciones de observación y seguimiento respecto de aquéllos.


Sin perjuicio de lo anteriormente descrito, sugirió incorporar luego de la expresión “o niñas”, la frase “y a organizaciones que puedan afectar con sus acciones tales derechos, de acuerdo a un plan que se elabore para estos efectos”.


Agregó que la propuesta antes descrita tiene por finalidad idear un plan anual de acción por parte de la Defensoría, a fin de ir observando y haciendo seguimiento de las distintas entidades que pueden, eventualmente, vulnerar los derechos de los menores. Evitando de esa forma un accionar no programado por parte de dicho organismo en este ámbito.


El Honorable Senador señor Letelier, expresó que independientemente de las responsabilidades activas que deba asumir el Defensor, ello no puede ser un argumento para no dejar cubiertas situaciones en las cuales puedan existir vulneraciones de derechos.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, en virtud de los argumentos antes descritos sugirió aprobar la presente indicación, en los términos propuestos por el Ejecutivo.


En votación la indicación N° 25, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Walker, don Patricio (Presidente), Letelier, Ossandón y Quintana, la aprobó con modificaciones, reemplazándola por la frase “y a organizaciones que puedan afectar con sus acciones tales derechos, de acuerdo a un plan que se elabore para estos efectos”.
Letra e)

Indicación Nº 25 bis


25 bis.- De S.E. la Presidenta de la República, para suprimir la frase “de derecho privado”.


En votación la indicación N° 25 bis, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorable Senador señor Walker, don Patricio (Presidente), Honorables Senadoras señoras Muñoz y Van Rysselberghe, y Honorables Senadores señores Letelier y Ossandón, la aprobó sin modificaciones.

Indicaciones Nos 26, 27 y 27 bis

26.- Del Honorable Senador señor Navarro, 27.- del Honorable Senador señor Quintana y 27 bis.- de S.E. la Presidenta de la República, para suprimir la palabra “principal”.

En votación las indicaciones Nos 26, 27 y 27 bis, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Walker, don Patricio (Presidente), Letelier, Ossandón y Quintana, las aprobó sin enmiendas.

Indicación Nº 28


28.- Del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, para agregar la siguiente oración final: “Para tales efectos, el requerimiento deberá establecer un plazo razonable para la entrega de los antecedentes y/o elaboración  de los informes solicitados.”.


En discusión esta indicación, el Honorable Senador señor Letelier señaló que, en su opinión, no existen razones suficientes para circunscribir a los destinatarios de las atribuciones de la Defensoría, contemplados en la presente letra e), sólo a las personas jurídicas de derecho privado, dejando excluidas a las personas jurídicas de derecho público no estatales, como son, por ejemplo, las entidades religiosas y los partidos políticos.


Dichas instituciones, agregó, si bien ejercen una valiosa labor formadora en los menores, también pueden generar espacios o contextos en donde se afecten los derechos de estos últimos, por lo que, en su opinión, aquéllas debiesen ser igualmente consideradas.


En consecuencia, sugirió que, además de aprobar la presente indicación, se elimine la frase “de derecho privado” a que se hace alusión en la letra e) en comento.


Lo anterior, finalizó, en tanto las atribuciones contenidas en el precepto en examen sólo contemplan el requerir antecedentes o informes de los organismos respectivos.


La Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Antonia Urrejola, por otra parte, en lo que respecta a la redacción de la presente indicación, sugirió que la misma se centre en establecer un plazo razonable para la entrega de la información solicitada. Lo anterior, en tanto ser un concepto amplio y comprensivo de la diversa documentación que se requiera.


En votación la indicación N° 28, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Walker, don Patricio (Presidente), Letelier, Ossandón y Quintana, la aprobó con enmiendas, sustituyendo la frase “de los antecedentes y/o elaboración de los informes solicitados” por la locución “de la información solicitada”.

Letra f)


Esta letra, establece la competencia de la Defensoría para emitir informes y recomendaciones que tengan por objeto la promoción o protección de derechos de los niños y niñas.
Indicación Nº 29


29.- De la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, para eliminarla.


En votación la indicación N° 29, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Walker, don Patricio (Presidente), Letelier, Ossandón y Quintana, la rechazó.

Letra h)


La letra h) del artículo 4° de la iniciativa examen, dispone como atribución de la Defensoría el poder actuar como amicus curiae ante tribunales, pudiendo efectuar presentaciones por escrito que contengan su opinión, con comentarios, observaciones o sugerencias en los casos y las materias relativas a su competencia. No obstante lo anterior, se establece que la presentación de tales opiniones no conferirá a la Defensoría la calidad de parte ni suspenderá o alterará la tramitación del procedimiento.
Indicación Nº 29 bis


29 bis.- De S.E. la Presidenta de la República, para intercalar, después de la frase “tramitación del procedimiento” y antes del punto aparte, la frase “, pero el tribunal deberá considerarla en la sentencia”.


En discusión esta indicación, la Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Antonia Urrejola, expresó que la misma recoge las observaciones que sobre el punto efectuó la Corte Suprema en su informe, pretendiendo uniformar el proceder de esta figura (amicus curiae) en los mismos términos contemplados en la judicatura ambiental.


La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, expresó que no debiese ser obligación del juez pronunciarse sobre la opinión del Defensor en este ámbito, debiendo seguirse el mismo criterio que para el Instituto Nacional de Derechos Humanos en los casos judiciales en que este último interviene, en los cuales el órgano jurisdiccional no tiene el deber de asumir en su sentencia el parecer de dicha entidad, en tanto entenderse que ello puede vulnerar sus funciones.


El Honorable Senador señor Ossandón, consultó al Ejecutivo si la opinión del Defensor en estos casos sería vinculante.


La Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Antonia Urrejola, respondió negativamente a la pregunta formulada por quien le antecedió en el uso de la palabra.


En votación la indicación N° 29 bis, la Comisión, por cuatro votos a favor, del Honorable Senador señor Walker, don Patricio (Presidente), de la Honorable Senadora señora Muñoz, y de los Honorables Senadores señores Letelier y Ossandón, y la abstención de la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, la aprobó sin enmiendas.
Letra i)

La letra i) del artículo 4° del proyecto de ley en estudio, establece la atribución de la Defensoría para promover el cumplimiento de la Convención sobre los Derechos del Niño y los demás tratados internacionales relativos a los derechos de los niños y niñas ratificados en Chile y que se encuentren vigentes en la legislación, reglamentos y prácticas nacionales.
Indicaciones Nos 30 y 31

30.- Del Honorable Senador señor Navarro y 31.- del Honorable Senador señor Quintana, para reemplazarla por la que sigue:


“i) Promover el cumplimiento de la Convención sobre los Derechos del Niño y los demás tratados internacionales relativos a los derechos de los niños y niñas ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, velando por su adecuada incorporación, respeto y promoción en la legislación, reglamentos y prácticas nacionales.”.


Tales propuestas sugieren incorporar, como atribución adicional de la Defensoría a este respecto, el velar por la adecuada incorporación, respeto y promoción de los mencionados instrumentos internacionales relativos a los derechos de los menores.

Por consiguiente, al agregar una nueva función al organismo en comento, se considera que las indicaciones en examen vulneran el numeral 2° del inciso cuarto del artículo 65 del texto constitucional, en lo concerniente a la iniciativa exclusiva del Presidente de la República.

Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, declaró a las indicaciones Nos 30 y 31 como inadmisibles.

Letra j)

Indicaciones Nos 32 y 33

La presente letra dispone la atribución de la Defensoría para promover la adhesión o ratificación de tratados e instrumentos internacionales de derechos humanos de niños y niñas.


32.- Del Honorable Senador señor Navarro y 33.- del Honorable Senador señor Quintana, para sustituirla por la siguiente:


“j) Promover la adhesión o ratificación de tratados e instrumentos internacionales de derechos humanos de niños y niñas, velando por su adecuada incorporación, respeto y promoción.”.


Estas indicaciones, al igual que las anteriores, sugieren incorporar, como nuevas atribuciones de la Defensoría en este contexto, el velar por la adecuada incorporación, respeto y promoción de los mencionados tratados e instrumentos internacionales relativos a los derechos humanos de niños y niñas.

En consecuencia, al agregar una nueva función al órgano en examen, se considera que las indicaciones en examen vulneran el mencionado numeral 2° del inciso cuarto del artículo 65 del texto constitucional, en lo relativo a la iniciativa exclusiva presidencial.

Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, declaró a las indicaciones Nos 32 y 33 como inadmisibles.

Letra k)

Esta letra establece la competencia de la Defensoría para visitar los centros de privación de libertad, centros residenciales de protección y cualquier lugar en que un niño permanezca privado de libertad, reciban o no recursos por parte del Estado, sin perjuicio de las facultades de los demás organismos públicos competentes en la materia, con los cuales dicho organismo deberá actuar coordinadamente.
Indicación Nº 34


34.- De la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, para reemplazarla por la siguiente:


“k) Visitar los centros de privación de libertad y centros residenciales de protección sean de administración directa del Estado o de organismos colaboradores privados, sin perjuicio de las facultades de los demás organismos públicos competentes en la materia.”.


En discusión esta indicación, la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, expresó que la misma tiene por objeto precisar la atribución contenida en la letra k) en examen.


En efecto, agregó, en esta propuesta se especifica que las atribuciones de visitas de la Defensoría se extiendan tanto a los centros residenciales de protección administrados directamente por el Estado (sólo 11) como a los gestionados por organismos colaboradores privados (248), en tanto en ambas categorías se pueden suscitar contextos de vulneración de los derechos de los menores.


Asimismo, indicó que en la presente indicación se elimina la expresión “y cualquier lugar en que un niño permanezca privado de libertad”, en tanto ello no ser adecuado dentro del contexto de la letra k) en análisis, toda vez que los centros residenciales de protección no son establecimientos en donde los menores se encuentren privados de libertad, por el contrario, son instituciones a las cuales son enviados por encontrarse en contextos de vulneración de sus derechos, a fin de que los mismos sean resguardados.


En la misma línea, indicó que la redacción amplia de la citada frase pudiese extender las atribuciones de la Defensoría incluso en aquellas hipótesis en las cuales existe una conducta delictual de por medio (por ejemplo, el secuestro de un menor), de ahí que no se considere apropiada su conservación en el texto del articulado.


El Honorable Senador señor Letelier, expresó que, en su opinión, el texto aprobado en general de la letra k), sólo hace referencia a los tres lugares que puede visitar la Defensoría, a saber: centros de privación de libertad, centros residenciales de protección y en donde sea que haya un niño que permanezca privado de su libertad.


De ese modo, sostuvo que la indicación en análisis restringe las funciones de la Defensoría en este ámbito, dejando lugares fuera de la órbita de atribuciones de este organismo.


El Honorable Senador señor Ossandón, indicó que, sin perjuicio de lo anterior, la propuesta en examen elimina el deber de coordinación con los demás organismos públicos competentes en la materia que la Defensoría debe observar en el ejercicio de la atribución en comento.


Dicha supresión, añadió, parece coherente con la eliminación efectuada en el debate de la indicación N° 10, en donde se excluyó del texto el deber de coordinación general que se fijaba a la Defensoría con el Instituto Nacional de Derechos Humanos, en tanto se estimó que ello podría afectar la autonomía con la que se dota a la primera.


El Honorable Senador señor Letelier, indicó que el deber de coordinación presente en la letra k), sólo dice relación con que, al existir otros organismos estatales con competencias en este ámbito (por ejemplo, Gendarmería), la Defensoría deberá ejercer la atribución en comento coordinadamente con estos últimos, lo que no implica bajo ningún respecto una subordinación de aquélla frente a tales entidades.


La Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Antonia Urrejola, señaló que el aludido deber se orienta en la dirección fijada en el protocolo facultativo de la Convención contra la tortura (ratificado por Chile), cuyo mecanismo preventivo de dicho delito, en concreto, será prontamente presentado por el Ejecutivo ante el Congreso Nacional. Sin perjuicio de lo anterior, expresó que el objeto principal de dicho mecanismo es, precisamente, las visitas a centros de privación de libertad.


De igual modo, señaló que la coordinación no sólo debe efectuarse con los organismos a cargo de la administración de tales establecimientos, sino que con las demás entidades con competencias en dicho ámbito, como por ejemplo, el Instituto Nacional de Derechos Humanos o el Servicio Nacional de Menores.


La Secretaria Ejecutiva del Consejo Nacional de la Infancia, señora María Estela Ortiz, indicó que la coordinación no debe ser interpretada como una autorización que pida el Defensor, en tanto ello ser un obstáculo considerable en casos en que ocurran vulneraciones graves de los derechos de los menores, por ejemplo, en situaciones en que se presenten tratos degradantes en contra de estos últimos.


El Honorable Senador señor Ossandón, expresó que la forma en que está redactada la última frase de la letra k) en análisis (“con los que deberá actuar coordinadamente”) le resta margen de actuación a la Defensoría, por lo que es partidario de su eliminación.


La Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Antonia Urrejola, señaló que, independientemente de la redacción de la presente letra k), el Ejecutivo es de la idea de, al final del estudio de las indicaciones presentadas al artículo 4° del proyecto, agregar un inciso en que se establezca el deber general de coordinación de la Defensoría con los demás organismos nacionales de derechos humanos, en tanto ser ello un estándar internacional ampliamente reconocido en la materia.


En virtud de las propuestas antes descritas, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, sugirió votar la indicación en examen, para luego decidir sobre la eliminación de la frase que establece el deber de coordinación de la Defensoría, ya aludido.


En votación la indicación N° 34, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Walker, don Patricio (Presidente), Letelier, Ossandón y Quintana, la rechazó.


Sin perjuicio de lo anterior, y en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Walker, don Patricio (Presidente), Letelier, Ossandón y Quintana, acordó, en primer lugar, suprimir la frase “, con los que deberá actuar coordinadamente”, del texto de la letra k) del artículo 4° del proyecto de ley en estudio y, en segundo orden, agregar luego de la expresión “niño” la locución “o niña”.
Indicaciones Nos 35 y 36

35.- Del Honorable Senador señor Navarro y 36.- del Honorable Senador señor Quintana, para reemplazar la palabra “Visitar” por “Inspeccionar”.


Estas propuestas reemplazan la función de visita de la Defensoría, por la de inspección, por lo que de acuerdo a lo dispuesto en el numeral 2° del inciso cuarto del artículo 65 del texto constitucional, se afecta el campo de la iniciativa exclusiva presidencial en este ámbito.


Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, declaró a las indicaciones Nos 35 y 36 como inadmisibles.


Sin perjuicio de lo anterior, el Honorable Senador señor Navarro, indicó que si efectivamente se pretende dotar a la Defensoría de atribuciones robustas el verbo rector que debe emplearse es inspeccionar, en tanto la idea de que dicho organismo sólo visite a las entidades antes mencionadas no da cuenta del vigor con que dicha función debe ser ejercida para verificar las eventuales vulneraciones que se cometan en contra de los derechos de los menores.


Asimismo, señaló que la inadmisibilidad de la presente indicación da cuenta, en su opinión, del excesivo margen de atribuciones otorgadas al Presidente de la República en este ámbito.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, indicó que, más allá de la declaración de inadmisibilidad antes efectuada, es razonable que el Ejecutivo considere posteriormente la posibilidad de modificar el verbo rector de la atribución en comento. Lo anterior, en tanto la acción de inspeccionar parece ser más adecuada en este ámbito.


La Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Antonia Urrejola, expresó que, sin perjuicio de la reconsideración que se haga al respecto, el verbo visitar es la expresión que se utiliza por parte del protocolo facultativo de la Convención contra la tortura.


El Honorable Senador señor Letelier, expresó que con la utilización del verbo “inspeccionar” se podrían efectuar acciones tales como la revisión de documentos por parte de la Defensoría, por lo que solicitó al Ejecutivo estudiar el punto.

Letra l)

La letra l) del artículo 4º del proyecto de ley en estudio, dispone la atribución de la Defensoría para recoger, facilitar y difundir la opinión de los niños y niñas, promoviendo su respeto y consideración.
Indicación Nº 37


37.- De la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, para sustituirla por la que sigue:


“l) Recoger, facilitar y difundir la opinión de los niños y niñas, promoviendo su respeto y consideración, resguardando el derecho-deber preferente de los padres a educar a sus hijos.”.


La propuesta en análisis dispone y añade que dicha función debe ser ejercida con resguardo del derecho-deber preferente de los padres a educar a sus hijos, con lo que incide directamente en el contenido de la mencionada atribución

De ese modo, en conformidad a lo dispuesto en el numeral 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República, se vulnera el ámbito de la iniciativa exclusiva presidencial en este punto.


Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, declaró a la indicación No 37 como inadmisible.


Sin perjuicio de lo anterior, el Honorable Senador señor Ossandón, expresó que el resguardo que debe tener en consideración la Defensoría, respecto de los derechos de los padres a educar a sus hijos, debe ser contemplado en la configuración de las atribuciones de dicho organismo.


El Honorable Senador señor Letelier, expresó que la atribución en examen dice relación con un destinatario claro, los niños y niñas, por lo que no corresponde situar en ese ámbito el derecho preferente de los padres a educar a sus hijos.

Letra m)

Esta letra establece la función de la Defensoría de colaborar con el Instituto Nacional de Derechos Humanos, en el ámbito de sus competencias, en la elaboración de los informes que deba presentar a los órganos y comités especializados de las Naciones Unidas y de la Organización de Estados Americanos, así como ante otras organizaciones internacionales.
Indicación Nº 38


38.- De la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, para reemplazarla por la siguiente:


“m) Colaborar, en el ámbito de sus atribuciones, con el Ministerio de Relaciones Exteriores y demás servicios públicos relacionados, en la elaboración de los informes que el Estado deba presentar a los órganos y comités especializados de las Naciones Unidas y de la Organización de Estados Americanos, así como de las demás instituciones regionales. El informe final no obligará ni comprometerá al Defensor.”.


La presente indicación sustituye la función de colaboración antes descrita desde el Instituto Nacional de Derechos Humanos al Ministerio de Relaciones Exteriores. Añadiendo que el informe final que emita este último organismo no obligará ni comprometerá al Defensor.

En consecuencia, conforme a lo establecido en el numeral 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución, la propuesta en examen infringe el ámbito de la iniciativa exclusiva presidencial a este respecto.


Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, declaró a la indicación No 38 como inadmisible.

- - - - - - - - -

Letra ñ), nueva

Indicación Nº 38 bis


38 bis.- De S.E. la Presidenta de la República, para intercalar, a continuación de la letra n), una nueva letra ñ) del siguiente tenor, adecuándose la ordenación correlativa de las demás letras:


“ñ) Elaborar y presentar un informe anual de conformidad a lo establecido en el artículo 15.”.


En votación la indicación N° 38 bis, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorable Senador señor Walker, don Patricio (Presidente), Honorables Senadoras señoras Muñoz y Van Rysselberghe, y Honorables Senadores señores Letelier y Ossandón, la aprobó sin modificaciones.

- - - - - - -

Nuevas letras …)

Indicaciones Nos 39 y 40

39.- Del Honorable Senador señor Navarro y 40.- del Honorable Senador señor Quintana, para consultar una nueva letra, del siguiente tenor:


“…) Sugerir legislación.”.


Estas propuestas agregan una nueva atribución a la Defensoría, consistente en la facultad de esta última para sugerir legislación.


Por consiguiente, en conformidad a lo establecido en el numeral 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución, las indicaciones en examen infringen el ámbito de la iniciativa exclusiva presidencial a este respecto.


Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, declaró a las indicaciones Nos 39 y 40 como inadmisibles.

- - - - - - -

Indicaciones Nos 41 y 42

41.- Del Honorable Senador señor Navarro y 42.- del Honorable Senador señor Quintana, para incorporar la siguiente letra, nueva:


“…) Realizar, encargar, promover y difundir estudios, acerca de todos los ámbitos relativos a las funciones y atribuciones de la Defensoría.”.


Estas propuestas, como se advierte, incorporan una nueva función a la Defensoría, por lo que transgreden lo establecido en el numeral 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución, en lo concerniente a la iniciativa exclusiva presidencial en este ámbito.


Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, declaró a las indicaciones Nos 41 y 42 como inadmisibles.

- - - - - - -

Indicaciones Nos 43 y 44

43.- Del Honorable Senador señor Navarro y 44.- del Honorable Senador señor Quintana, para introducir una letra, nueva, del tenor que sigue:


“…) Administrar y delegar la explotación de una concesión de servicios de radiodifusión televisiva digital terrestre de alcance nacional y/o radiodifusión sonora, y que tengan por objeto la difusión y promoción de los derechos del niño y de las actividades propias de la Defensoría.”.


Estas indicaciones, como se aprecia, agregan una nueva atribución a la Defensoría, por lo que vulneran lo dispuesto en el numeral 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución, en lo relativo a la iniciativa exclusiva presidencial en este ámbito.


Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, declaró a las indicaciones Nos 43 y 44 como inadmisibles.
- - - - - - -

Indicación Nº 45


45.- De la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, para incorporar la siguiente letra, nueva:


“…) Cooperar con las Naciones Unidas, las instituciones regionales y las instituciones de otros países que sean competentes, en la promoción y protección de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, informando de ello al Ministerio de Relaciones Exteriores.”.

Esta propuesta, como se advierte, establece una nueva función a la Defensoría, por lo que infringe lo preceptuado en el numeral 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución, en lo referente a la iniciativa exclusiva del Presidente de la República en este contexto.


Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, declaró a la indicación No 45 como inadmisible.
- - - - - - -

Indicación Nº 46


46.- De la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, para introducir una letra, nueva, del siguiente tenor:


“…) Elaborar un Informe Anual, que deberá presentar al Presidente de la República, al Congreso Nacional y al Presidente de la Corte Suprema sobre sus actividades, sobre la situación nacional en materia de derechos humanos de los niños, niñas y adolescentes y hacer las recomendaciones que estime convenientes para su debido resguardo y respeto, debiendo garantizar su adecuada publicidad.”.


En discusión esta indicación, el Honorable Senador señor Letelier, expresó que la misma debe ser analizada y cotejada conjuntamente con lo dispuesto en el artículo 15 de la presente iniciativa, a fin de determinar cuáles deben ser los contenidos adecuados del Informe Anual al que se hace referencia.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, consideró que la presente indicación, efectivamente, incorpora una nueva atribución a la Defensoría, por lo que se transgrede lo dispuesto en el numeral 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución, siendo, en consecuencia, inadmisible.


De ese modo, por los argumentos antes descritos y en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, declaró a la indicación No 46 como inadmisible.

- - - - - - - - 

Inciso final, nuevo

Indicación Nº 46 bis


46 bis.- De S.E. la Presidenta de la República, para incorporar un inciso final del siguiente tenor:


“La Defensoría ejercerá sus funciones y atribuciones de manera coordinada con otras instituciones nacionales de derechos humanos.”.


En discusión esta indicación, el Honorable Senador señor Letelier, expresó que no cree del todo necesario la incorporación de la normativa que la misma propone.


Lo anterior, en tanto ello pudiese llevar a cuestionar la autonomía con la que la Defensoría se desempeñe en el ejercicio de sus atribuciones, especialmente respecto del Instituto Nacional de Derechos Humanos, y en consideración de que este último participará activamente en el nombramiento del Defensor (a través de su Consejo Directivo).


Por último, señaló que el aludido deber de coordinación ya se encuentra recogido en el artículo 5° de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, de ahí que, en su opinión, no sea necesaria la inclusión del texto propuesto por la indicación en debate.


La Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Antonia Urrejola, expresó que la inclusión del deber de coordinación en el artículo 4° del proyecto de ley en estudio, dice relación con el hecho de que respecto de algunas de las atribuciones de la Defensoría, y a fin de evitar duplicidades en este ámbito, se hace necesario el diálogo con el Instituto Nacional de Derechos Humanos.


En esa línea, señaló que el aludido deber de coordinación sólo se aplicaría respecto de las funciones y atribuciones de la Defensoría, sin extenderse a otras áreas y sin menoscabar su autonomía.


Por último, resaltó que el mencionado deber forma parte de las recomendaciones efectuadas por la Organización de las Naciones Unidas sobre el proceder de los distintos organismos que forman parte de la institucionalidad de derechos humanos de un país.


El Honorable Senador señor Ossandón, manifestó que la exclusión del deber de coordinación fue una recomendación realizada por la Corte Suprema en su oficio, en tanto posiblemente ser contradictorio con la autonomía con la que se dota a la Defensoría, por lo que se manifestó contrario a la disposición de este deber.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, manifestó que la redacción, en términos categóricos (“ejercerá sus funciones y atribuciones de manera coordinada”), del aludido deber, dificulta que la Defensoría pueda desarrollar sus competencias con la autonomía que se pretende.


La Honorable Senadora señora Muñoz, señaló que la indicación en análisis se hace cargo de un problema común en nuestra institucionalidad, especialmente en la creación de nuevos órganos, esto es, la falta de diálogo entre las distintas entidades asociadas, lo que responde, en su opinión, a una cultura de compartimientos estancos, cuestión que se debe revertir.


Por las razones antes expresadas, manifestó su respaldo a la presente proposición.


El Honorable Senador señor Letelier, expresó que el verbo rector de la indicación (“ejercerá”) está formulado en términos imperativos, lo que genera las dificultades antes descritas por los Honorables Senadores señores Ossandón y Walker, don Patricio, por lo que sugirió cambiar dicho texto por “podrá ejercer”.


En votación la indicación N° 46 bis, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorable Senador señor Walker, don Patricio (Presidente), Honorables Senadoras señoras Muñoz y Van Rysselberghe, y Honorables Senadores señores Letelier y Ossandón, la aprobó con enmiendas, sustituyendo el término “ejercerá” por la expresión “podrá ejercer”.

- - - - - - -

ARTÍCULO 5º


El artículo 5º aprobado en general por el Honorable Senado, dispone que el interés superior del niño o niña, su derecho a ser oído y la autonomía progresiva, son principios rectores que la Defensoría tendrá siempre en consideración al conocer y pronunciarse respecto de cualquier petición que se le formule.

A este artículo se presentaron cuatro indicaciones signadas con los Nos 47, 47 bis, 47 ter y 47 quáter.
Indicación Nº 47


47.- De la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, para reemplazarlo por el siguiente:


"Artículo 5°. El interés superior del niño o niña, la no discriminación arbitraria y su derecho a ser oído son principios rectores que la Defensoría tendrá siempre en consideración al conocer y pronunciarse respecto de cualquier petición que se le formule.

También deberá tenerse en consideración la autonomía del niño o niña conforme a su edad y madurez, respetando siempre el derecho preferente y el deber de los padres de educar a sus hijos, salvo que sea improcedente.".



En discusión esta indicación, el Presidente Accidental de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, señaló que la misma elimina el principio de autonomía progresiva de los menores y, a su vez, establece la máxima del derecho-deber de los padres a la educación de sus hijos. De ahí, agregó, que la misma reconfigura los principios rectores de la Defensoría en los términos antes señalados.



En votación la indicación N° 47, la Comisión, por tres votos en contra de los Honorables Senadores señores Letelier (Presidente Accidental), Quintana y Walker, don Patricio, y el voto a favor del Honorable Senador señor Ossandón, la rechazó.

Indicación Nº 47 bis


47 bis.- Del Honorable Senador señor Espina, para reemplazar la frase “y la autonomía progresiva” por “la autonomía progresiva y el derecho y deber preferente de los padres de educar a sus hijos”.


En discusión esta indicación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, señaló que, si bien rechaza la presente indicación, se reservará el derecho para, eventualmente, cambiar de postura en el debate en Sala de este proyecto, luego de una reflexión meditada al respecto.


Sin perjuicio de lo anterior, se hace presente que la discusión sobre el contenido de la presente propuesta se efectuó en concordancia con el debate de la indicación N° 47 quáter, por lo que los argumentos sobre la indicación en examen se encuentran recogidos en la discusión de aquélla.


En votación la indicación N° 47 bis, la Comisión, por tres votos en contra, del Honorable Senador señor Walker, don Patricio (Presidente), de la Honorable Senadora señora Muñoz y del Honorable Senador señor Letelier, el voto a favor de la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe y la abstención del Honorable Senador señor Ossandón, la rechazó.
Indicación Nº 47 ter


47 ter.- Del Honorable Senador señor Espina, para intercalar entre la expresión “formule” y el punto aparte, que pasa  a ser punto seguido, la frase: “y en relación a cualquier acción que realice.”


En discusión esta indicación, el Honorable Senador señor Letelier, expresó que, en su opinión, ésta es innecesaria, en tanto el artículo 5° de la iniciativa establece claramente que los principios de la Defensoría siempre deben considerarse al conocer y pronunciarse sobre los diversos asuntos de su competencia.


De ahí, añadió, que la frase que se propone incorporar resulta redundante.


En votación esta indicación, la Comisión, por tres votos en contra, del Honorable Senador señor Walker, don Patricio (Presidente), de la Honorable Senadora señora Muñoz y del Honorable Senador señor Letelier, el voto a favor de la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe y la abstención del Honorable Senador señor Ossandón, la rechazó.
- - - - - - -  -

Inciso segundo, nuevo

Indicación Nº 47 quáter


47 quáter.- Del Honorable Senador señor Ossandón, para agregar un inciso segundo, nuevo, del siguiente tenor:


“En la interpretación de estos principios se velará siempre por una integración armónica con el ejercicio legítimo de cualquier otro derecho fundamental, en especial los que se encuentran consagrados en los numerales 4º, 6º y 10º del artículo 19 de la Constitución Política de la República.”.


En discusión esta indicación, el Honorable Senador señor Ossandón, expresó que la misma sigue una línea similar a lo establecido en la ley N° 20.609, que establece medidas contra la discriminación, en tanto dispone que los principios de la Defensoría (interés superior del niño o niña, su derecho a ser oído y su autonomía progresiva) deben ser interpretados, de manera coherente y armónica, con el ejercicio legítimo de cualquier otro derecho fundamental, especialmente los referentes al respeto y protección de la vida privada, la libertad de culto y el derecho de la educación.


En otras palabras, agregó, se propone un criterio interpretativo por el cual se establece que la lectura de los principios por los cuales se guía el desarrollo de las funciones de la Defensoría debe ser en conformidad con los derechos fundamentales y constitucionales asegurados a todas las personas.


La Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Antonia Urrejola, estimó que la indicación en examen no es necesaria, en tanto, en virtud del principio de supremacía constitucional, no se puede vulnerar el texto fundamental a través de la interpretación de la ley.


El Honorable Senador señor Letelier, expresó que el punto en debate es uno de carácter eminentemente ideológico, por lo que existen diferencias ostensibles al respecto. En tal sentido, resaltó que, en su opinión, la introducción del derecho preferente de los padres a educar a sus hijos, en este contexto, sólo pretende restringir los derechos de los propios menores que se pretenden proteger, a fin de legitimar, en algún sentido, las posiciones que puedan tener los padres sobre tales derechos, lo que no considera razonable, en tanto con ello poder legitimar acciones de aquéllos del todo perjudiciales para los menores.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, señaló que, si bien rechaza la presente indicación, se reservará el derecho para, eventualmente, cambiar de postura en el debate en Sala de este proyecto, luego de una reflexión meditada al respecto.


En votación la indicación N° 47 quáter, la Comisión, por tres votos en contra, del Honorable Senador señor Walker, don Patricio (Presidente), de la Honorable Senadora señora Muñoz y del Honorable Senador señor Letelier, y dos votos a favor de la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe y el Honorable Senador señor Ossandón, la rechazó.
- - - - - - - - -
ARTÍCULO 7º


El artículo 7º aprobado en general por el Honorable Senado, dispone que las derivaciones o recomendaciones que la Defensoría realice, se comunicarán al jefe superior del respectivo servicio del Órgano del Estado o al representante legal de las personas jurídicas de derecho privado, según corresponda, sin perjuicio de que podrán además ser incorporadas en el Informe Anual de la Defensoría.


A este artículo se presentaron dos indicaciones signadas con los Nos 48 y 49.

Indicaciones Nos 48 y 49

48.- Del Honorable Senador señor Navarro y 49.- del Honorable Senador señor Quintana, para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 7°.- Las derivaciones o recomendaciones que la Defensoría realice, se publicarán en el sitio electrónico de la Defensoría y  se comunicarán al jefe superior del respectivo servicio del Órgano del Estado o al representante legal de las personas jurídicas de derecho privado señaladas en el artículo 2° de esta ley, según corresponda, sin perjuicio de que deberán ser incorporadas y detalladas en el Informe Anual de la Defensoría.”.



En discusión estas indicaciones, se hace presente que el Honorable Senador señor Quintana, en su calidad de autor de la indicación Nº 49, la retiró, esgrimiendo que, en su opinión, el deber de publicación contenido en la misma ya se contempla en la ley Nº 20.285, sobre acceso a la información pública.



Posteriormente, el Presidente Accidental de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, señaló que si bien entiende que el concepto de “recomendaciones” dice relación con acuerdos formales adoptados sobre un punto particular que se sugiere a un destinatario determinado, no tiene claridad con lo que se alude con la idea de “derivaciones”, por lo que consultó al Ejecutivo al respecto.



La Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Antonia Urrejola, respondiendo a la pregunta formulada, expresó que las derivaciones, al igual que las recomendaciones, son actos formales, consistentes en peticiones concretas sobre las cuales la Defensoría no cuenta con las atribuciones pertinentes, por lo que deriva el asunto al órgano competente.



El Presidente Accidental de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, preguntó si las aludidas derivaciones y recomendaciones, de por sí, en virtud del deber de transparencia activa de los órganos del Estado contenido en la Ley Nº 20.285, son publicadas en los sitios webs institucionales.



La Abogada del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Lizzy Seaman, expresó que en el inciso segundo del artículo 8º del proyecto de ley en referencia, se hacen aplicables las normas de la Ley Nº 20.285 a los actos formales de la Defensoría, englobándose en tal categoría las referidas derivaciones y recomendaciones, especialmente, por tener efectos sobre terceros. En consecuencia, afirmó, no sería necesario reiterar tal regla por parte de la presente indicación.



El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, manifestó que, en su opinión, los deberes de difusión y publicación ya se encuentran recogidos en la Ley Nº 20.285, por lo que no se hace necesario el contenido de la indicación.



En votación la indicación N° 48, la Comisión, por tres votos en contra de los Honorables Senadores señores Letelier (Presidente Accidental), Ossandón y Walker, y la abstención del Honorable Senador señor Quintana, la rechazó.


Sin perjuicio de lo anterior, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Walker, don Patricio (Presidente), Letelier, Ossandón y Quintana, acordó suprimir la frase “señaladas en el artículo 2° de esta ley” del artículo 7° del proyecto de ley en referencia, a fin de dotar de coherencia al articulado de la presente iniciativa. Lo anterior, en conformidad a lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado.
ARTÍCULO 9º


El artículo 9º aprobado en general por el Honorable Senado, establece que, en su organización interna, la Defensoría se regirá por las disposiciones de esta iniciativa y lo que señalen sus estatutos, los que establecerán sus normas de funcionamiento. Asimismo, se agrega que tales  estatutos y sus modificaciones serán propuestos por el Defensor de la Niñez al Presidente de la República y su aprobación se dispondrá mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio Secretaría General de la Presidencia. Por último, se dispone que dichos estatutos deban ajustarse a los principios internacionales que rigen a las instituciones nacionales de promoción y protección de los derechos humanos.

A este artículo se presentaron tres indicaciones signadas con los Nos 50, 51 y 51 bis.

Indicación Nº 50


50.- Del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 9°. En su organización interna el Defensor debe considerar a lo menos, las siguientes áreas de trabajo: un área de monitoreo, supervisión y fiscalización, un área de recepción de quejas y reclamos: un área de representación administrativa y judicial; un área de incidencia en políticas públicas y de relaciones con los organismos de la sociedad civil y con  organizaciones de niños y niñas; un área de promoción y educación en derechos del niño y un área de generación y gestión de conocimientos.


En la precisión de su organización interna, la Defensoría se regirá por las disposiciones de esta ley y lo que señalen sus estatutos, los que establecerán sus normas específicas de funcionamiento.


Los estatutos y sus modificaciones serán elaborados de manera participativa con el Consejo Consultivo del Defensor y luego propuestos por este al Presidente de la República y su aprobación se dispondrá mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.


Con todo, los estatutos deberán ajustarse a los principios internacionales que rigen a las instituciones nacionales de promoción y protección de los derechos humanos.”.



En discusión esta indicación, la Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Antonia Urrejola, expresó que la indicación N° 51 bis, del Ejecutivo, aborda el punto en debate.


En efecto, agregó, tal indicación presidencial pretende introducir un nuevo inciso segundo al artículo 9º del proyecto de ley en examen, del siguiente tenor:



“La organización de la Defensoría considerará, entre otras, las siguientes áreas: área de protección de derechos, área de promoción y difusión de derechos; y área de estudios.”.



El Presidente Accidental de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, preguntó al Ejecutivo qué diferencia existe entre la propuesta antedicha y el texto actual del artículo 9º.



La Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Antonia Urrejola, respondiendo la pregunta formulada, indicó que la citada disposición no contempla actualmente una estructura interna, por lo que la referida propuesta le otorga una organización básica y mínima mediante la disposición de las tres áreas citadas, sin perjuicio de la creación de otras que luego se estimen necesarias. Por tal razón, añadió, se optó por una fórmula flexible (“considerará, entre otras”) que permita al Defensor disponer de las áreas que estime pertinentes para desarrollar adecuadamente las labores del organismo. 



El Presidente Accidental de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, consultó las razones de proponer la organización interna mínima de la Defensoría y, asimismo, los motivos para elegir las mencionadas áreas y no otras.



 La Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Antonia Urrejola, expresó que tales áreas son las que, en opinión del Ejecutivo, contemplan a las diversas atribuciones de la Defensoría consagradas en el artículo 4º de la iniciativa en análisis.



El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, en virtud del contenido de la indicación N° 51 bis y en su calidad de autor de la indicación N° 50, en discusión, la retiró.

Indicación Nº 51


51.- De la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, para agregar después de la expresión “su aprobación” la siguiente: “previo acuerdo del Senado”.


En discusión esta indicación, el Presidente Accidental de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, indicó que la misma pretende que los estatutos de la Defensoría, en los cuales se contendrá la estructura interna de la misma, sean autorizados por el Presidente de la República, con el acuerdo del Senado. Dicha propuesta, en su opinión, implica una innovación institucional considerable.



En la primera votación de la indicación N° 51, los Honorables Senadores señores Letelier (Presidente Accidental) y Quintana votaron en contra de la misma, el Honorable Senador señor Ossandón a favor de aquélla y el Honorable Senador señor Walker, don Patricio, se abstuvo. En consecuencia, al no obtenerse la mayoría requerida para la aprobación o rechazo de la indicación, y de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 178 del Reglamento del Senado, se procedió a repetir la votación, manifestándose la Comisión en los mismos términos que en la primera votación. Por consiguiente, al ser la postura del rechazo a la indicación la que contó con más votos, y en atención a lo establecido en el inciso segundo de la disposición antes citada, se entiende el rechazo de la presente indicación por parte de la Comisión.
- - - - - - - - 
Inciso final, nuevo

Indicación Nº 51 bis


51 bis.- De S.E la Presidenta de la República, para incorporar un inciso segundo del siguiente tenor:


“La organización de la Defensoría considerará, entre otras, las siguientes áreas: área de protección de derechos; área de promoción y difusión de derechos; y área de estudios.”.


En discusión esta indicación, la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, consultó al Ejecutivo en qué área de las referidas por la propuesta se enmarcarían las atribuciones, excepcionales, del Defensor para deducir querellas criminales.


La Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Antonia Urrejola, expresó que dichas competencias se enmarcarían dentro del área de protección de derechos.


En votación la indicación N° 51 bis, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorable Senador señor Walker, don Patricio (Presidente), Honorables Senadoras señoras Muñoz y Van Rysselberghe, y Honorables Senadores señores Letelier y Ossandón, la aprobó sin modificaciones.

- - - - - -

ARTÍCULO 10

El artículo 10 aprobado en general por el Honorable Senado, dispone que el Defensor de la Niñez sea el Director y representante legal de la Defensoría y estará encargado de dirigirla y administrarla. Asimismo, le corresponderán todas las atribuciones entregadas a la Defensoría de la Niñez (inciso primero).


Asimismo, se establece que el Defensor sea designado por acuerdo del Senado, adoptado por mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio, a partir de una propuesta del Consejo Directivo del Instituto Nacional de Derechos Humanos, previo concurso público. Durante éste, el Consejo Directivo deberá oír especialmente a las organizaciones de la sociedad civil vinculadas a la difusión, promoción y defensa de los derechos de los niños y niñas. En caso que el candidato propuesto sea rechazado, el Consejo hará una nueva propuesta, sobre la base del mismo concurso (inciso segundo).


A su vez, se dispone que el nombramiento del Defensor será formalizado mediante Decreto Supremo expedido a través del Ministerio Secretaría General de la Presidencia (inciso tercero).


Luego, se establece que el Defensor durará cinco años en su cargo y no podrá ser designado por un nuevo período (inciso cuarto).


Por último, se dispone que los estatutos de la Defensoría fijarán la forma en que el defensor designará a su subrogante y las normas que rijan dicha subrogancia (inciso quinto).

A este artículo se presentaron siete indicaciones signadas con los Nos 52, 52 bis, 52 ter, 53, 54, 55 y 56.

Inciso segundo

Indicación Nº 52


52.- Del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, para sustituirlo por el que sigue:


“El Defensor será designado por acuerdo del Senado, adoptado por mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio, a partir de una propuesta elaborada por el Consejo Consultivo. En caso que el candidato propuesto sea rechazado, el Consejo deberá dentro del plazo más breve posible, realizar una nueva propuesta.”.



En discusión esta indicación, la Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Antonia Urrejola, indicó que este punto es abordado por la indicación N° 52 bis, del Ejecutivo.



Así, señaló que en la respectiva propuesta se reafirma la importancia del Consejo Directivo del Instituto Nacional de Derechos Humanos en el proceso de designación del Defensor. Lo anterior, agregó, a fin de que dicho organismo pueda desplegar acciones de coordinación con otras instituciones de derechos humanos, sin perjuicio de que, además, el aludido Consejo Directivo presenta una considerable diversidad en su composición, representando a distintos sectores.



Sin perjuicio de lo anterior, señaló que el Ejecutivo entiende que la indicación en debate pretende, de algún modo, otorgar mayor visibilidad al Consejo Consultivo, en donde concurrirán las diversas organizaciones de la sociedad civil que participan activamente en materia de infancia.



El Presidente Accidental de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, preguntó por la experiencia comparada en este punto, en tanto entiende que el Defensor se estructura a partir de un determinado modelo presente en ciertos Estados de la Comunidad Internacional.



Asimismo, consultó por la razón que asiste al hecho de que sea el Consejo Directivo del Instituto Nacional de Derechos Humanos quien directamente proponga el nombramiento, y no intervenga en dicho proceso el Ejecutivo.



Por último, indicó que tales interrogantes surgen del examen institucional sobre este punto, a fin de evitar que exista alguna cooptación o captura de un órgano sobre otro.



La Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Antonia Urrejola, manifestó que en la legislación comparada se pueden observar distintos modelos al respecto.



No obstante lo anterior, expresó que la posición del Ejecutivo en este punto es la observancia de las normas y recomendaciones internacionales sobre esta materia, en especial de aquellas emanadas por el organismo encargado del diseño institucional de órganos de derechos humanos en la Organización de Naciones Unidas (ONU).



En tal sentido, añadió, tal normativa sugiere que el órgano en cuestión cuente siempre con la autonomía suficiente respecto de todos los poderes públicos del Estado, tanto del Ejecutivo, del Legislativo y del Judicial. Por tal razón, agregó, es que se optó por la intervención del Instituto Nacional de Derechos Humanos en esta materia, en tanto ser un órgano independiente de aquéllos y, asimismo, no encontrarse dentro del listado de entidades de las que las normas internacionales aconsejan evitar que participen en el nombramiento del Defensor.



La Abogada del Consejo Nacional de la Infancia, señora Daniela González, señaló que se observan distintos modelos en la experiencia internacional.



En tal sentido, indicó que en Argentina el Defensor es propuesto, designado y removido por el Congreso de la Nación, a través de una Comisión Bicameral de cinco miembros.



En Perú, prosiguió, el Congreso designa a una Comisión Especial para conocer del procedimiento de designación, requiriéndose de un cierto quórum para ello.



Asimismo, añadió, en Colombia también participa  el Poder Legislativo en tal proceso, a través de la Cámara de Representantes.



Por otro lado, explicó que sólo en Australia, Suecia, Noruega y Holanda participa el Poder Ejecutivo.



Sin perjuicio de lo anterior, señaló que se trata de evitar que el Ejecutivo sea quien intervenga de modo exclusivo en tal proceso.



El Presidente Accidental de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, preguntó, a la luz de los antecedentes aportados, si la exclusión de la participación del Ejecutivo es una norma internacional, y por consiguiente, los cuatro últimos países se encontrarían incumpliendo dicha normativa, o es sólo una constatación comparativa del análisis de diferentes legislaciones.



La Abogada del Consejo Nacional de la Infancia, señora Daniela González, expresó que tal criterio es recogido por los Principios de París, por lo que es una norma internacional sobre la materia.



Sin perjuicio de lo anterior, señaló que en los cuatros países antes citados se trata de casos de regímenes parlamentarios, por lo que su estructura jurídica, y la del Ejecutivo, presenta una configuración distinta a la de un régimen presidencialista.



El Honorable Senador señor Quintana, señaló que, en atención a la institucionalidad nacional, le hace mayor sentido la participación del Ejecutivo en el nombramiento del Defensor.



Sin perjuicio de lo anterior, consultó acerca de algún caso en la experiencia internacional en donde un Consejo Consultivo (u organismo similar) intervenga directamente en dicho nombramiento.



La Abogada del Consejo Nacional de la Infancia, señora Daniela González, expresó que tal propuesta es sui generis en el ámbito comparado, no existiendo un precedente similar.



El Presidente Accidental de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, indicó que, en su opinión, es también sui generis, en términos comparados, la propuesta que efectúa directamente el Consejo Nacional del Instituto Nacional de Derechos Humanos, por lo que señaló que el punto debe ser reflexionado, especialmente desde la perspectiva de examinar si ello puede implicar un menoscabo a la autonomía del Defensor.



La Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Antonia Urrejola, expresó que algunos de los modelos comparados de nombramiento se efectúan dentro de un esquema institucional en donde ya existe un Ombudsman, por lo que el Defensor de la Niñez es sólo una dirección o un órgano especializado o temático al interior de aquél.



Asimismo, indicó que los Principios de París no establecen que la intervención de un organismo nacional de derechos humanos no pueda participar en el proceso de designación de un Defensor de la Niñez, precisamente por la autonomía de la cual se encuentran revestidas dichas entidades.



En esa línea, subrayó que la única observación que presenta el Instituto Nacional de Derechos Humanos por parte de la Organización de Naciones Unidas, respecto de su configuración institucional, es que algunos de sus Directores son nombrados directamente por el Presidente de la República.



La Secretaria Ejecutiva del Consejo Nacional de la Infancia, señora María Estela Ortiz, expresó que la propuesta de inclusión al Consejo Directivo del Instituto Nacional de Derechos Humanos responde a la pretensión de dotar a la Defensoría de la Niñez y al Defensor del mayor grado de autonomía respecto de los Poderes Públicas, ya sea del Ejecutivo, del Legislativo y del Judicial.



El Honorable Senador señor Ossandón, señaló que, en su opinión, existen reparos de cierta envergadura acerca de la efectiva autonomía del Instituto Nacional de Derechos Humanos, por lo que sugiere que dicha entidad no sea partícipe del procedimiento de designación del Defensor. En efecto, agregó, el órgano que se pretende crear se orienta en una línea distinta de la de dicho organismo, especializada en materias que atañen exclusivamente a la niñez y adolescencia.



En tal sentido, manifestó que es partidario que la figura del Defensor recaiga en una persona que presente un alto grado de expertise sobre el particular, y que en cuyo procedimiento de designación participe el Ejecutivo, proponiendo el nombre del candidato, y que sea el Senado, por un quórum alto (por ejemplo, dos tercios de los senadores en ejercicio) quien ratifique dicho nombramiento, a fin de que sólo a través de un gran consenso se designe a la persona adecuada para el cargo.



El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, expresó que respecto del nombramiento del Defensor no existe un único modelo, sino que hay varias alternativas al respecto. 



De ese modo, señaló que la fórmula que se adopte en este punto debe observar dos elementos. El primero, impedir que el Defensor de los Derechos de la Niñez sea opacado o menoscabado en su rol por parte de otro organismo. Y el segundo, ligado al anterior, que se respete plenamente su autonomía a la hora de desarrollar sus funciones.



Así, consideró que lo más propicio para ello es que sea el Senado quien designe a la figura del Defensor a partir de la propuesta que efectúe el Consejo Consultivo, a fin de que se logren las dos finalidades antes expresadas.



El Presidente Accidental de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, expresó que, en su opinión, la intervención del Consejo Consultivo no es del todo adecuada para resolver el nombramiento del Defensor, por lo que sugirió reflexionar el particular considerando todos los elementos relevantes para la discusión del punto.



Por otra parte, manifestó que advierte un cierto sesgo cultural respecto de la existencia de reparos sobre el particular, de parte de la comunidad internacional, sólo en las intervenciones de los Ejecutivos insertos en regímenes presidencialistas y no en sistemas parlamentarios, por lo que sugirió abordar tales observaciones de forma crítica.


La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, expresó que, en su opinión, el titular de un órgano a cargo del desarrollo de políticas públicas relevantes, como lo será el Defensor, no puede quedar sujeto a una designación por mayoría, sino que se requiere de un quórum calificado para ello, como lo son los dos tercios de los miembros del Senado en ejercicio. En efecto, agregó, es este último el quórum utilizado en los mecanismos de designación de otras autoridades relevantes, como por ejemplo, el Fiscal Nacional del Ministerio Público.


En esa línea, señaló que la designación del Defensor no puede quedar supeditada a eventuales mayorías circunstanciales.


A su vez, manifestó que el Senado cuenta con una larga tradición de buenas decisiones en los nombramientos que efectúa, los que se han producido como un fruto de un gran acuerdo entre los distintos sectores políticos.


Finalmente, expresó que el alto consenso que se genere al respecto, debe conducir a que el nombramiento del Defensor tenga en vista, como primordial objetivo, resguardar el interés superior del niño, más allá de las pretensiones buscadas por mayorías circunstanciales.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, formuló dos observaciones a la propuesta descrita por el Ejecutivo en la indicación N° 52 bis.


La primera, referente a lo inaudito de establecer que una Comisión permanente del Senado (en concreto la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía) proponga a la Sala de la Corporación una terna, señalando que ello puede generar tensiones entre ambas instancias.


En tal sentido, indicó que si bien es razonable que la aludida Comisión escuche a todos los actores y que elabore un informe al respecto, la Sala debiese ser quien soberanamente decida.



La segunda, concerniente al legítimo debate que puede suscitarse en torno al quórum de la elección del Defensor. En este punto, señaló que si bien el particular está abierto a la discusión, se debe considerar que los Ministros de la Corte Suprema, del Tribunal Constitucional o el Fiscal Nacional son designados por los dos tercios de los Senadores en ejercicio.


La Honorable Senadora señora Muñoz, expresó que no le parece razonable que la propuesta acerca de la designación del cargo de Defensor provenga de una Comisión y no directamente de la Sala del Senado.


A su vez, señaló que la existencia de quórum supramayoritario, como los dos tercios de los Senadores en ejercicio, generan una distorsión, en tanto fomentar con ello un “cuoteo” en la designación de las autoridades, ya que sólo se pueden alcanzar dichas votaciones con el asentimiento de todos los sectores.


El Honorable Senador señor Ossandón, indicó que, de mantenerse el quórum de mayoría, el cuoteo aludido por la Honorable Senadora señora Muñoz sólo se trasladaría a la interna de la coalición con mayor presencia en la Corporación.


Por consiguiente, señaló que la fijación de un quórum de los dos tercios de los Senadores en ejercicio obliga a que los distintos actores lleguen a un acuerdo responsable sobre el punto, destacando que la Corporación presenta una tradición respetable al respecto.


La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, expresó que el quórum reforzado con el que se debe designar el Defensor, además de las razones antes expresadas, se respalda en el hecho de que dicho cargo es temporal y acotado.


La Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Antonia Urrejola, reiteró que la posición del Ejecutivo sobre la materia es no consagrar la designación del Defensor por quórums supramayoritarios.


Por otra parte, señaló que la idea de que la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía proponga una terna a la Sala del Senado, se orienta a que aquella instancia efectúe algún tipo de filtro respecto de los nombres más adecuados para el desempeño del cargo en examen.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, subrayó que, a la luz del debate, existe consenso sobre tres puntos: que la designación del Defensor la efectúe el Senado, que la instancia sea la Sala de la Corporación y que la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía recoja las opiniones sobre el particular que tenga el Consejo Consultivo de la Niñez (o las organizaciones de la sociedad civil ligadas a temas de infancia), el Instituto Nacional de Derechos Humanos y los respectivos académicos, plasmando ello a través del correspondiente informe.


De ese modo, agregó, se advierte que el punto en controversia viene dado por el quórum de designación del Defensor.


El Honorable Senador señor Letelier, expresó que la antedicha Comisión, en el procedimiento de designación en análisis, además de recoger la propuesta de los distintos actores antes descritos, debe ser una instancia en donde las distintas personas con las capacidades para ello puedan postular, evitando que se excluyan sujetos con expertise valiosa en este ámbito.


En seguida, sugirió que, en este contexto, una opción puede venir dada por el hecho de que la Comisión en comento efectúe una recomendación a la Sala, siendo esta última la que resuelva, lo que, resaltó, precisamente recoge la indicación N° 52 bis.

Por último, manifestó su rechazo al establecimiento de quórum supramayoritario para la designación del Defensor, en tanto no ser democráticos y forzar al arribo de consensos poco recomendables para elegir al titular de magistraturas relevantes, especialmente en ámbitos sensibles como lo es el particular.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, recogiendo lo expresado por quien le antecedió en el uso de la palabra, señaló que si la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía sólo se limita a recomendar uno o más nombres, de manera no vinculante, y la Sala, consecuentemente, se encuentra en libertad de apoyar a alguna de dichas personas o a otra, el mecanismo se presenta como razonable.


El Honorable Senador señor Letelier, expresó que en el caso en que la Sala rechazare las recomendaciones de la Comisión, esta última debe efectuar una nueva recomendación a la Sala.


La Honorable Senadora señora Muñoz, señaló que no sería pertinente que la Sala rechazara la recomendación de la Comisión y designare directamente una persona distinta, en tanto esta última no habría pasado por el procedimiento antes descrito.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, se manifestó a favor de la propuesta antes descrita, en la cual la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía sólo recomienda, de manera no vinculante, a un número de personas a la Sala para el cargo de Defensor, de no estar de acuerdo esta última instancia con dicha proposición, la mencionada Comisión debe efectuar una nueva propuesta.


La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, respaldó la mencionada proposición.


Sin perjuicio del anterior debate, y en virtud de la posterior aprobación de la indicación N° 52 bis (cuyo debate se describe a continuación), el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, en su calidad de autor de la indicación N° 52, la retiró.

Indicación Nº 52 bis


52 bis.- De S.E la Presidenta de la República, para sustituirlo por el siguiente:


“El Defensor será designado por acuerdo del Senado, adoptado por mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio, a partir de la recomendación de una terna que deberá presentarle la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía de dicha Corporación. Para estos efectos, la Comisión deberá oír especialmente al Consejo Consultivo de la Defensoría de la Niñez, al Consejo Directivo del Instituto Nacional de Derechos Humanos y a académicos de destacada trayectoria vinculada a la difusión, promoción y defensa de los derechos de los niños y niñas. En caso de que el Senado no designe a alguno de los nombres sugeridos por la Comisión en el plazo de 30 días, ésta deberá presentarle una nueva terna como recomendación.”.


En discusión esta indicación, el Honorable Senador señor Ossandón, señaló que el debate de la misma debiese ser contrastado con lo propuesto por la indicación N° 52 ter, de su autoría.


En efecto, agregó, en esta última se incorpora el deber de que la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía escuche a las organizaciones de la sociedad civil durante el proceso de definición de la terna que se propondrá a la Sala. Lo anterior, resaltó sin perjuicio de otras personas que la Comisión estime necesario escuchar.


La Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, expresó que en la indicación del Ejecutivo (N° 52 bis) se marca una diferencia con la propuesta del Honorable Senador señor Ossandón, en tanto se estima que las organizaciones de la sociedad civil sean incorporadas al procedimiento de designación del Defensor, a través de su participación en el Consejo Consultivo de la Defensoría de la Niñez, de ahí que se disponga que sea este último organismo el que deba ser oído en tal proceso.


Sin perjuicio de lo anterior, agregó, la indicación del Ejecutivo establece, además, la participación del Consejo Directivo del Instituto Nacional de Derechos Humanos y académicos con destacada trayectoria, a fin de que se otorguen opiniones y experiencias, tanto institucionales como profesionales, como elementos de juicio a la Comisión, a fin de que con tales antecedentes esta última pueda resolver.


La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, señaló que, en su opinión, es fundamental que se escuchen los planteamientos de las organizaciones de la sociedad civil del sector, en tanto aportar una mirada y enfoque práctico sobre el punto, respecto de las necesidades reales de muchos menores, especialmente aquellos situados en contextos de vulnerabilidad.


En esa línea, consultó al Ejecutivo acerca de su parecer sobre la materia.


La Secretaria Ejecutiva del Consejo Nacional de la Infancia, señora María Estela Ortiz, expresó que el Ejecutivo no tiene reparos respecto de la participación de tales entidades en el antedicho procedimiento.


Sin perjuicio de lo anterior, se propone que las mismas intervengan en tal proceso a través del Consejo Consultivo, a fin de evitar ciertos conflictos de interés que pueden suscitarse en este contexto, en tanto algunas de tales entidades mantienen contratos directamente con el Estado o alguno de sus organismos.


El Honorable Senador señor Letelier, sin perjuicio de compartir la aprehensión antes descrita por parte de quien le antecedió en el uso de la palabra, se mostró partidario de que sean tales organizaciones y no el Consejo Consultivo quienes sean parte del proceso.


No obstante lo mencionado, añadió, se debe dejar claro que la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía resolverá la terna que propondrá a la Sala de manera soberana, esto es, escuchando los planteamientos de las instituciones que, además de las que se establezcan en el presente proyecto, estime pertinentes, no siéndole vinculante, además, ninguna de las propuestas que tales entidades o académicos sugiera.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, propuso recoger el elemento de participación de las organizaciones de la sociedad civil, fijado en la indicación N° 52 ter, de autoría del Honorable Senador señor Ossandón, agregando que será la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía quien resolverá a qué entidades, en concreto, considere pertinente invitar.


A su vez, solicitó, en virtud de lo dispuesto en el artículo 164 del Reglamento del Senado, dividir la votación de la presente indicación, entre el procedimiento propiamente tal y el quórum, en concreto, de designación del Defensor.


De ese modo, y para tales efectos, sugirió votar, en primer lugar, la propuesta procedimental antes descrita, y en segundo turno, el quórum de designación, entre la opción de mayoría absoluta o los dos tercios de los miembros en ejercicio.


En votación la primera propuesta, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorable Senador señor Walker, don Patricio (Presidente), Honorables Senadoras señoras Muñoz y Van Rysselberghe, y Honorables Senadores señores Letelier y Ossandón, la aprobó.


En seguida, la Comisión, por tres votos en contra, del Honorable Senador señor Walker, don Patricio (Presidente), de la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe y del Honorable Senador señor Ossandón, y dos votos a favor, de la Honorable Senadora señora Muñoz y del Honorable Senador señor Letelier, rechazó el quórum de mayoría absoluta de los miembros en ejercicio como la votación requerida para designar al Defensor de la Niñez.


Posteriormente, la Comisión, por tres votos a favor, del Honorable Senador señor Walker, don Patricio (Presidente), de la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe y del Honorable Senador señor Ossandón, y dos votos en contra, de la Honorable Senadora señora Muñoz y del Honorable Senador señor Letelier, aprobó el quórum de dos tercios de los miembros en ejercicio como la votación requerida para designar al Defensor de la Niñez.


De ese modo, se hace presente que la indicación N° 52 bis resultó aprobada con modificaciones, en los términos antes descritos, resultando como texto final del inciso segundo del artículo 10 de la iniciativa en examen, el siguiente:

“El Defensor será designado por acuerdo del Senado, adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, a partir de la recomendación de una terna que deberá presentarle la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía de dicha Corporación. Para estos efectos, la Comisión deberá oír especialmente al Consejo Directivo del Instituto Nacional de Derechos Humanos y, tanto a académicos de destacada trayectoria, como a organizaciones de la sociedad civil, vinculados a la difusión, promoción y defensa de los derechos de los niños y niñas, que la Comisión estime pertinente. En caso de que el Senado no designe a alguno de los nombres sugeridos por la Comisión en el plazo de 30 días, ésta deberá presentarle una nueva terna como recomendación.”.
Indicación Nº 52 ter


52 ter.- Del Honorable Senador señor Ossandón, para reemplazar el inciso segundo por uno del siguiente tenor:


“El Defensor será designado por acuerdo del Senado, adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio y en sesión especialmente convocada al efecto, a partir de una propuesta en terna que efectúe la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía de esa Corporación. Si la sala del Senado no aprobare alguna de las tres proposiciones formuladas por la Comisión, esta última deberá elaborar una nueva terna en sustitución de la que fuere rechazada, repitiendo el procedimiento hasta que se apruebe un nombramiento. En la elaboración de las ternas, la Comisión deberá oír especialmente a las organizaciones de la sociedad civil vinculadas a la difusión, promoción y defensa de los derechos de los niños y niñas, así como también escuchará los planteamientos que formule cada uno de los aspirantes al cargo de Defensor.”.


El Honorable Senador señor Ossandón, en virtud de haberse recogido en la indicación anterior el elemento de participación de las organizaciones de la sociedad civil en el procedimiento de designación del Defensor, cuestión propuesta por la presente indicación, retiró esta última, en su calidad de autor de la misma.
Indicación Nº 53


53.- Del Honorable Senador señor Chahuán, para reemplazar la frase “por mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio”, por la siguiente: “por las cuatro séptimas partes de sus miembros en ejercicio”.


En votación la indicación N° 53, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, Honorables Senadoras señora Muñoz y Van Rysselberghe, y Honorables Senadores señores Letelier y Ossandón, la rechazó.
Indicación Nº 54

54.- De la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, para sustituir la expresión “mayoría absoluta” por “dos tercios”.


En discusión la indicación N° 54, se hizo presente que la misma considera el mismo quórum de designación del Defensor que el contemplado en el texto ya aprobado por la Comisión, anteriormente transcrito, y que fue sometido a votación separada.


De ese modo, la Comisión, por tres votos a favor, del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, de la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe y del Honorable Senador señor Ossandón, y dos votos en contra, de la Honorable Senadora señora Muñoz y del Honorable Senador señor Letelier, la aprobó sin modificaciones.

Indicación Nº 55


55.- De la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, para reemplazar el texto que señala: "a partir de una propuesta del Consejo Directivo del Instituto Nacional de Derechos Humanos, previo concurso público. Durante éste, el Consejo Directivo deberá oír especialmente a las organizaciones de la sociedad civil vinculadas a la difusión, promoción y defensa de los derechos de los niños y niñas. En caso que el candidato propuesto sea rechazado, el Consejo hará una nueva propuesta, sobre la base del mismo concurso.", por el siguiente: "a partir de una propuesta de la Corte Suprema, previo concurso público. Durante éste, la Corte Suprema deberá oír especialmente a las organizaciones de la sociedad civil vinculadas a la difusión, promoción y defensa de los derechos de los niños y niñas. En caso que el candidato propuesto sea rechazado, la Corte Suprema hará una nueva propuesta, sobre la base del mismo concurso.”.


La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, en virtud del texto aprobado en la indicación N° 52 bis, y en su calidad de autora de la presente propuesta, la retiró.
Inciso cuarto

Indicación Nº 56


56.- Del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, para reemplazar el término “cinco” por “ocho”.


En discusión esta indicación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, expresó que, tal como otros cargos de magistraturas que ejercen políticas de Estado, como el de Contralor General de la República o el de Fiscal Nacional, se propone que la duración del Defensor sea de ocho años.


En efecto, expresó que dicho lapso contribuirá, además, a un mejor desarrollo del aprendizaje institucional que conllevará la puesta en marcha de dicho organismo.


El Honorable Senador señor Letelier, expresó que la duración en el cargo por cinco años es un plazo razonable, permitiendo al Defensor perdurar por un período que abarque a dos Gobiernos, lo que es adecuado en vista de los importantes intereses por lo que dicha magistratura pretende velar.


Por consiguiente, rechazó la ampliación a ocho años sugerida por la indicación en examen, expresando que los organismos aludidos, que cuentan con un período de tal extensión, son de naturaleza constitucional y no legal, como lo será el Defensor.

Por último, propuso que, como plazo máximo razonable para la duración en el cargo de Defensor, se establezca el lapso de seis años.

La Honorable Senadora señora Muñoz, señaló que el único motivo por el que apoya la extensión propuesta por la indicación en examen es para que el organismo en cuestión no vea disminuida su importancia por contar su titular con un período más breve que otras magistraturas relevantes.


La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, manifestó que respalda la presente propuesta, en tanto ello contribuye a generar una continuidad en las políticas públicas que desarrollará el Defensor.


En votación la indicación N° 56, la Comisión, por cuatro votos a favor, del Honorable Senador señor Walker, don Patricio (Presidente), Honorables Senadoras señoras Muñoz y Van Rysselberghe, y Honorable Senador señor Ossandón, y el voto en contra del Honorable Senador señor Letelier, la aprobó sin enmiendas.

ARTÍCULO 11

El artículo 11 del texto aprobado en general por el Honorable Senado, establece los requisitos para ser nombrado Defensor.


A este artículo se presentaron cinco indicaciones signadas con los Nos 57, 58, 58 bis, 58 ter y 58 quáter.

Letra d)


La letra d) del artículo 11 de la presente iniciativa, establece como requisito para ser designado como Defensor el encontrarse en posesión de un título profesional y tener a lo menos cinco años de experiencia profesional.
Indicaciones Nos 57 y 58

57.- Del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, y 58.- de la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, para sustituir la palabra “cinco” por “diez”.


En discusión estas indicaciones, el Presidente Accidental de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, preguntó el sentido del requisito de “experiencia profesional”. Lo anterior, en tanto ser un elemento que debe estar orientado a la expertise del sujeto en el área de los Derechos Humanos y de los Derechos de la Niñez, por dicho período de tiempo.



En tal sentido, consultó de qué modo dicho parámetro se acreditará, en tanto, en su opinión, no cree que tal exigencia quede satisfecha sólo por el ejercicio profesional de la persona, por mucho que dicho desempeño haya abordado aspectos relacionados con la niñez.

El Honorable Senador señor Ossandón, expresó que, en su opinión, la forma en que está redactada esta exigencia permite afirmar que sólo se requiere para satisfacerla la acreditación de contar con el título o licencia profesional por cinco años, lo que se aleja de la idea de contar con una persona idónea e interiorizada en temas de la niñez a cargo de la Defensoría.


La Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Antonia Urrejola, señaló que los requisitos contemplados en el artículo 11 del proyecto son copulativos, por lo que ello es una consideración que se debe tener presente.


En tal sentido, aseveró que la letra e) del citado precepto establece como exigencia para ser nombrado Defensor el contar con una reconocida trayectoria en el ámbito de la defensa de los derechos de los niños y niñas, por lo que este requisito se enlaza estrechamente con el antes descrito de la letra d) de la misma disposición.

Sin perjuicio de lo anterior, expresó que, en opinión del Ejecutivo, es importante que, de por sí, el Defensor sea un profesional y cuente con una cierta experiencia en este ámbito.

El Honorable Senador señor Ossandón, señaló que, al tratarse de un organismo nuevo, la figura del Defensor, más que tener que contar con una reconocida experiencia en el ámbito de la defensa de la niñez, debe tener una experiencia profesional considerable y capacidades de gestión institucional que le permitan desempeñar un rol ejecutivo.


En consecuencia, sugirió evaluar la posibilidad de eliminar la aludida letra e) y elevar, de cinco a diez años, la experiencia profesional con la cual debe contar el Defensor, en tanto ser un período considerable en el cual las habilidades profesionales del sujeto son más fáciles de verificar.


El Presidente Accidental de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, señaló que se debe perfeccionar el texto de la mencionada letra e), a fin de dar cuenta de que lo que se pretende exigir a la figura del Defensor es que cuente con una trayectoria personal o institucional sobre el ámbito de la niñez.


Sin perjuicio de lo anterior, expresó que, en su opinión, la ampliación del requisito de la experiencia profesional no es suficiente para establecer parámetros objetivos que permitan, en un grado razonable, garantizar la idoneidad de la persona del Defensor.


La Secretaria Ejecutiva del Consejo Nacional de la Infancia, señora María Estela Ortiz, manifestó que la figura del Defensor requiere tanto de un conocimiento en materias de derechos humanos, como de capacidades de gestión pública, a fin de que sea una persona que tenga la integridad suficiente para impulsar y llevar a cabo los primeros pasos de este nuevo organismo, a fin de que el mismo pueda realizar adecuadamente sus funciones.


El Presidente Accidental de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, indicó que, en su opinión, el conocimiento de materias relacionadas con la defensa de los derechos de la niñez dice relación con que el Defensor maneje, de forma especializada, el ordenamiento jurídico e institucional sobre derechos de los menores en el ámbito nacional e internacional. A lo cual se añade una necesaria expertise de gestión pública con la que debe contar.

Sin perjuicio de lo anterior, sugirió suprimir las letras b) y c) del citado artículo 11, en tanto contemplar inhabilidades que no son necesarias reiterarlas, precisamente por su naturaleza de impedimento para asumir el cargo.

El Honorable Senador señor Ossandón, reiteró que, a su parecer, es mucho más importante que el Defensor cuente con habilidades de liderazgo institucionales antes que un conocimiento especializado en materias de la niñez, en tanto en esto último puede ser asesorado por diversos expertos en el tema.


Por tanto, sugirió enfocar el tema desde el prisma de la experiencia del sujeto, aumentando a diez años el ejercicio profesional con que aquél debe contar.


La Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Antonia Urrejola, expresó que la indicación N° 58 bis, de autoría del Ejecutivo, recoge algunos de los elementos planteados en el presente debate.

El Honorable Senador señor Ossandón, señaló que, en su opinión, el incluir como requisito el poseer una trayectoria reconocida en materias de derechos humanos y de protección de los derechos de los menores, constituye una exigencia que limita considerablemente el número de personas que podrían optar al cargo de Defensor.

En esa línea, expresó que para el ejercicio adecuado de dicho cargo se necesita mayormente capacidades de gestión pública, a fin de que se puedan lograr, en términos concretos, los objetivos encomendados a esta magistratura.

De ese modo, resaltó que pudiese ocurrir que sea nombrado alguien con mucha expertise técnica en la materia, pero sin las competencias de gestión necesarias para desarrollar adecuadamente los fines que se pretenden alcanzar con la creación de la Defensoría.

Sin perjuicio de lo anterior, estimó que el aumento de cinco a diez años de la experiencia profesional con la que deba contar el Defensor, apunta en la línea correcta, en tanto ello ser una garantía de que la persona en cuestión tiene un bagaje práctico necesario para desempeñar dicho cargo.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, indicó que, en su opinión, el Defensor sí debe estar interiorizado con las materias de la infancia, en tanto ser un ámbito que requiere de cierta especialización y expertise para entenderlo y abordarlo en su integralidad.

Sin perjuicio de eso, concordó con el Honorable Senador señor Ossandón en lo referente a la exclusión, como requisito para dicho cargo, de la exigencia de contar con una trayectoria reconocida en el ámbito de los derechos humanos, en tanto la Defensoría aborda puntualmente en contexto de la infancia, no siendo necesario que el titular de dicho organismo sea un experto en aquéllos.

El Honorable Senador señor Ossandón, manifestó que con las exigencias propuestas, y atendida la experiencia insatisfactoria presente en Chile en lo referente a la defensa de los derechos de los menores, el establecimiento de tales requisitos complejiza aún más el particular, limitando excesivamente el número de personas que serían aptas para tal cargo.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, señaló que a partir de la experiencia ocurrida en Televisión Nacional de Chile, en donde la ley, inicialmente, no contemplaba mayores requisitos de expertise sobre el tema para ser nombrado como Director de dicha entidad, se han efectuado diversas recomendaciones de organismos tendientes a establecer ciertas exigencias de idoneidad en la normativa respectiva al momento de establecer los requisitos que una persona debe reunir para optar a una determinada magistratura.

Por tal razón, agregó, se hace necesario contemplar ciertas exigencias de conocimiento en materias de infancia.

La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, concordó con el Honorable Senador señor Ossandón en lo referente a las capacidades de gestión con las que debe contar el Defensor.

Sin perjuicio de lo anterior, expresó que la propuesta aborda el tema de la interiorización con temas de la infancia, como requisito para ser nombrado como Defensor, en términos muy rigurosos, por lo que sugirió formular una redacción más flexible.


En votación las indicaciones Nos 57 y 58, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Walker, don Patricio (Presidente), Honorable Senadora señora Van Rysselberghe y Honorable Senador señor Ossandón, las aprobó con modificaciones, pasando el texto de la misma a ser letra e) del presente artículo 11, producto de que, con posterioridad, la Comisión aprobó el texto de las indicaciones Nos 60 y 61 como letra d) del citado precepto.


Sin perjuicio de lo anterior, y en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Walker, don Patricio (Presidente), Letelier, Ossandón y Quintana, aprobó agregar, en el texto de la letra c) del artículo 11 de la presente iniciativa, luego de la expresión “niños” la locución “y niñas”.
Letra e)

Indicación Nº 58 bis


58 bis.- De S.E. la Presidenta de la República, para reemplazarla por la siguiente:


“e) Poseer una reconocida trayectoria en el ámbito de los derechos humanos o en la defensa de los derechos de los niños y niñas.”.


En discusión esta indicación, el Honorable Senador señor Ossandón, señaló que, tal como se contemplan en la indicación 58 ter, se debiesen incorporar en el requisito contenido en esta letra competencias relativas a gestión y liderazgo, a fin de dotar de eficacia y eficiencia a las labores que desarrolle el Defensor.


El Honorable Senador señor Letelier, expresó que, para los efectos de los requisitos de nombramiento del Defensor, no considera apropiado incorporar los criterios expresados por quien lo antecedió en el uso de la palabra, en tanto seguir una línea distinta a la expertise que el Defensor debe contar en materias relativas a la niñez y adolescencia.


En votación la indicación N° 58 bis, la Comisión, por cuatro votos a favor, del Honorable Senador señor Walker, don Patricio (Presidente), de las Honorables Senadoras señoras Muñoz y Van Rysselberghe, y del Honorable Senador señor Letelier, y la abstención del Honorable Senador señor Ossandón, la aprobó con modificaciones, pasando el texto de la misma a ser letra f) del presente artículo 11, producto de que, como se señaló, la Comisión, posteriormente, aprobó el texto de las indicaciones Nos 60 y 61 como letra d) del citado precepto, pasando las actuales letras d) y e) a ser e) y f), respectivamente.
Indicación Nº 58 ter


58 ter.- Del Honorable Senador señor Ossandón, para reemplazarla por la siguiente:


“e) Poseer una reconocida capacidad de gestión y liderazgo que le permita afrontar con eficacia la defensa de los derechos de los niños y niñas.”.


En virtud de la aprobación de la indicación anterior, el Honorable Senador señor Ossandón, en su calidad de autor de la presente propuesta, la retiró.
- - - - - - - -

Inciso final, nuevo

Indicación Nº 58 quáter


58 quáter.- Del Honorable Senador señor Espina, para incorporar un nuevo inciso final del siguiente tenor:


“El Defensor deberá concurrir trimestralmente, en forma alternativa, a las Comisiones permanentes especializadas en la materia de cada una de las Cámaras del Congreso Nacional a brindar los informes que se le requieran, o en cualquier momento cuando la comisión así lo requiera.”.


La presente indicación contempla una nueva función al Defensor, por lo que la misma vulnera lo dispuesto en el numeral 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.


Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, declaró a la indicación N° 58 quáter como inadmisible.
- - - - - - - -

ARTÍCULO 12

El artículo 12 aprobado en general por el Honorable Senado, en primer lugar, dispone que no podrán ser Defensor los diputados, los senadores, los alcaldes, los concejales, los consejeros regionales, los jueces, los fiscales del Ministerio Público, los funcionarios de la Administración del Estado, ni los miembros de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública (inciso primero).


Posteriormente, establece que el cargo de Defensor será de dedicación exclusiva, siendo el ejercicio de cualquier actividad profesional, comercial o laboral incompatible con dicho cargo, con la excepción de los cargos docentes según lo dispuesto en la letra a) del artículo 87 del decreto con fuerza de ley N° 29 de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, Sobre Estatuto Administrativo; el ejercicio de los derechos que le atañen personalmente; la percepción de los beneficios de seguridad social de carácter irrenunciable, y los emolumentos que provengan de la administración de su patrimonio (inciso segundo).


Luego, se dispone que el Defensor no pueda tomar, en las elecciones populares o en los actos que las preceden, más parte que la de emitir su voto personal; ni participar en reuniones, manifestaciones u otros actos de carácter político, o efectuar cualquiera actividad de la misma índole dentro de la Defensoría (inciso tercero).


Por último, se establece que el Defensor deberá cesar en cualquiera de las actividades incompatibles, de conformidad a los incisos anteriores, antes de asumir el cargo, por lo que de incurrir en incompatibilidad, cesará en el cargo por el solo ministerio de la ley (inciso cuarto).

A este artículo se presentaron seis indicaciones signadas con los Nos 59, 60, 61, 62, 62 bis y 62 ter.

Inciso primero

Indicación Nº 59


59.- Del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, para suprimirlo.


En discusión esta indicación, el Presidente Accidental de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, expresó que, en su opinión, en tanto contemplarse en el artículo 12 que la labor de Defensor de la Niñez es un cargo de dedicación exclusiva, las menciones que se efectúan en el inciso primero están de más, precisamente por ser incompatibles con dicha exclusividad.


Asimismo, consultó al Ejecutivo si las labores docentes se contemplan como excepción en este ámbito.


La Abogada del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, Lizzy Seaman, expresó que la norma fue recogida desde la ley orgánica del Instituto Nacional de Derechos Humanos, a fin de armonizar a ambas entidades.


Sin perjuicio de lo anterior, señaló que, efectivamente, la dedicación exclusiva requerida al Defensor en el inciso segundo del artículo 12 haría innecesario lo dispuesto en el inciso primero del mismo precepto.

De igual modo, señaló que la excepción para el ejercicio de labores docentes se recoge, asimismo, en el aludido inciso segundo.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, expresó que la indicación en examen pretende otorgar claridad respecto de la diferencia entre la postulación al cargo de Defensor y la investidura en el mismo. En efecto, explicó, sólo respecto de lo segundo existen las incompatibilidades contempladas en el inciso primero del artículo 12 de la iniciativa, lo que resulta innecesario de explicitar, toda vez que el inciso segundo de dicho precepto establece que el cargo de Defensor es de dedicación exclusiva.

En votación la indicación N° 59, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorable Senador señor Walker, don Patricio (Presidente), Honorable Senadora señora Van Rysselberghe y Honorable Senador señor Ossandón, la aprobó sin modificaciones.
- - - - - - - -

Nuevo inciso segundo
Indicaciones Nos 60 y 61

60.- Del Honorable Senador señor Navarro y 61.- del Honorable Senador señor Quintana, para incorporar a continuación del inciso primero el siguiente, nuevo:


“Asimismo, no podrá ser Defensor quien haya sido condenado por delitos que infrinjan la ley N° 20.609 sobre discriminación o por delitos de la ley N° 20.066, sobre violencia intrafamiliar.”.


En discusión estas indicaciones, la Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Antonia Urrejola, sugirió que las mismas se incorporen como una nueva letra del artículo 11 del proyecto de ley en estudio.

De ese modo, se propuso que el texto de las mismas se incorpore como nueva letra d) del referido artículo 11, pasando las actuales d) y e) a ser e) y f), respectivamente.

En votación las indicaciones Nos 60 y 61, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorable Senador señor Walker, don Patricio (Presidente), Honorable Senadora señora Van Rysselberghe y Honorables Senadores señores Ossandón y Quintana, las aprobó con modificaciones, incorporando el texto de las mismas como nueva letra d) del artículo 11 del proyecto de ley en estudio, con el tenor que a continuación se transcribe, pasando las actuales d) y e) a ser e) y f), respectivamente:


“d) No haber sido condenado por delitos que infrinjan la Ley N° 20.609, que establece medidas contra la discriminación, o por delitos contemplados en la Ley N° 20.066, sobre violencia intrafamiliar.”.
- - - - - - - - 

Inciso segundo

Indicación Nº 62


62.- Del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, para intercalar a continuación del vocablo “laboral” la expresión “, sea pública o privada,”.



En discusión esta indicación, el Presidente Accidental de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, consultó al Ejecutivo su parecer al respecto.



La Abogada del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, Lizzy Seaman, expresó que la misma sólo precisa que la incompatibilidad del cargo de Defensor con cualquier actividad profesional, comercial o laboral, se entiende efectuada tanto al ámbito público o privado, por lo que suscita el apoyo del Ejecutivo.


Sin perjuicio de lo anterior, el Honorable Senador señor Walker, don Patricio, en su calidad de autor de la misma, la retiró, en tanto entender que la misma sería innecesaria.
Inciso tercero

Indicaciones Nos 62 bis y 62 ter


62 bis.- Del Honorable Senador señor Navarro y 62 ter.- del Honorable Senador señor Quintana, para reemplazarlo por el siguiente:


“El Defensor no podrá, en las elecciones populares o en los actos que las preceden, participar en reuniones, manifestaciones u otros actos de carácter político, o efectuar cualquiera actividad de la misma índole dentro de la Defensoría.”


En votación las indicaciones Nos 62 bis y 62 ter, la Comisión, por cuatro votos en contra, del Honorable Senador señor Walker, don Patricio (Presidente), de las Honorables Senadoras señoras Muñoz y Van Rysselberghe, y del Honorable Senador señor Letelier, y el voto a favor del Honorable Senador señor Ossandón, las rechazó.

ARTÍCULO 13

El artículo 13 aprobado en general por el Honorable Senado, dispone que el Defensor podrá ser removido por la Corte Suprema, por inhabilidad sobreviniente en virtud de la concurrencia de alguna de las causales contenidas en los números 1°, 5°, 6°, 7° u 8° del artículo 256 del Código Orgánico de Tribunales, o por negligencia manifiesta e inexcusable en el ejercicio de sus funciones, a requerimiento del Senado mediante acuerdo adoptado por mayoría de sus miembros en ejercicio. La Corte conocerá del asunto en pleno especialmente convocado al efecto y para acordar la remoción deberá reunir el voto conforme de la mayoría de sus miembros en ejercicio (inciso primero).


Luego, se establece que, ante la remoción del Defensor, se deberá proceder en el plazo más breve posible al nombramiento de uno nuevo, de conformidad con lo establecido en el artículo 10 precedente (inciso segundo).


Asimismo, se dispone que el Defensor cesará en su cargo al cumplir setenta y cinco años de edad (inciso tercero).


Posteriormente, se establece que, una vez cesado en el cargo en virtud de cualquier causal, el Defensor no podrá optar a cargos de elección popular sino después de transcurridos dos años desde la cesación del mismo (inciso cuarto). 


Finalmente, se dispone que en, los casos de muerte o renuncia del Defensor, el Senado declarará la vacancia en cuanto tome conocimiento de la circunstancia que la motiva, y a contar de la fecha en que haya ocurrido. Declarada la vacancia regirá lo establecido en el inciso anterior (inciso quinto).

A este artículo se presentaron cuatro indicaciones signadas con los Nos 62 quáter, 62 quinquies, 62 sexies y 63.

Inciso primero

Indicación Nº 62 quáter


62 quáter.- Del Honorable Senador señor Ossandón, para reemplazar, en el inciso primero, la expresión “mayoría de sus miembros en ejercicio”, en las dos oportunidades en que aparece, por la frase “los dos tercios de sus miembros en ejercicio”.


El Honorable Senador señor Ossandón, en su calidad de autor de la presente indicación, la retiró.

Sin perjuicio de lo anterior, el Honorable Senador señor Letelier, expresó que, en su opinión, existe cierta incongruencia en disponer que el nombramiento del Defensor sea por los dos tercios de los Senadores en ejercicio, pero que se establezca que la remoción del mismo sea por la mayoría absoluta de aquéllos.

Indicación Nº 62 quinquies


62 quinquies.- De S.E. la Presidenta de la República, para intercalar, a continuación de la expresión “miembros en ejercicio” y antes del punto y aparte, la locución “, habiendo oído previamente al Defensor”.


En votación la indicación N° 62 quinquies, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorable Senador señor Walker, don Patricio (Presidente), Honorables Senadoras señoras Muñoz y Van Rysselberghe, y Honorables Senadores señores Letelier y Ossandón, la aprobó sin modificaciones.
- - - - - -

Incisos segundo, tercero, cuarto y quinto, nuevos

Indicación Nº 62 sexies


62 sexies.- Del Honorable Senador señor Ossandón, para intercalar nuevos incisos segundo, tercero, cuarto y quinto, del siguiente tenor:


“La solicitud de remoción formulada por el Senado señalará con claridad y precisión los hechos que configuraren la causal invocada y a ella se acompañarán o se ofrecerán, si fuera el caso, los medios de prueba en que se fundare. Si la solicitud de remoción no cumpliere estos requisitos, el pleno de la Corte, especialmente convocado al efecto, la declarará inadmisible en cuenta, sin más trámite.


Admitida a tramitación la solicitud, el Presidente de la Corte Suprema dará traslado de ella al Defensor inculpado, el que deberá ser evacuado dentro de los ocho días hábiles siguientes a la fecha de recepción del oficio respectivo, que le será remitido junto con sus antecedentes por la vía que se estimare más expedita.


Evacuado el traslado o transcurrido el plazo previsto en el inciso precedente, el Presidente de la Corte citará a una audiencia en que se recibirá la prueba que se hubiere ofrecido y designará el Ministro ante el cual deberá rendirse; efectuadas las diligencias o vencidos los plazos sin que se hubieren evacuado, ordenará traer los autos en relación ante el pleno de la Corte Suprema, especialmente convocado al efecto. La Corte Suprema sólo podrá decretar medidas para mejor resolver una vez terminada la vista de la causa. 


Para acordar la remoción, deberá reunirse el voto conforme de los dos tercios de los miembros de la Corte en ejercicio. Cualquiera de las partes podrá comparecer ante la Corte Suprema hasta antes de la vista de la causa, en especial para hacer valer las garantías del debido proceso en el procedimiento de remoción.”.


En discusión esta indicación, el Honorable Senador señor Ossandón, señaló que la misma responde a la recomendación que la Corte Suprema hizo en su oficio respecto de esta materia. De ahí, agregó, que se haya seguido el procedimiento que se considera para la remoción del Fiscal Nacional, en tanto la iniciativa en examen no contempla ningún proceso concreto.


La Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Antonia Urrejola, expresó que la referida recomendación de la Corte Suprema giraba en torno a las garantías del debido proceso que se deben otorgar al Defensor en su procedimiento de remoción, cuestión que, en opinión del Ejecutivo, se logra con la incorporación del deber de oír a aquél, cuestión contenida en la indicación N° 62 quinquies.


En votación la indicación N° 62 sexies, la Comisión, por tres votos en contra, del Honorable Senador señor Walker, don Patricio (Presidente), de la Honorable Senadora señora Muñoz, y del Honorable Senador señor Letelier, el voto a favor del Honorable Senador señor Ossandón y la abstención de la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, la rechazó.

- - - -  -

Inciso cuarto

Indicación Nº 63


63.- De la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, para sustituirlo por el que sigue:


"Una vez cesado en el cargo en virtud de cualquier causal, el Defensor no podrá optar a cargos de elección popular ni a cargos en los órganos de la administración del Estado sino después de transcurridos dos años desde la cesación del mismo.".


En discusión esta indicación, el Presidente Accidental de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, consultó al Ejecutivo las razones que asisten al hecho de que se prohíba, por dos años luego de haber cesado en el cargo, al Defensor para acceder a un cargo de elección popular, afectando de esa forma, ilegítimamente en su opinión, su derecho constitucional de sufragio pasivo. De ese modo, cuestionó la constitucionalidad de este precepto.



En efecto, indicó que una cosa es regular eventuales conflictos de interés en el tránsito de una función pública a labores privadas, pero otra distinta es establecer inhabilidades que no se condicen con dicha lógica en el contexto de cargos de elecciones populares, en donde existe un pronunciamiento de la ciudadanía.



La Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Antonia Urrejola, expresó que en este punto se siguió la misma regla contemplada en la ley orgánica del Instituto Nacional de Derechos Humanos, a fin de dotar coherencia a la configuración institucional de ambas entidades.


La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, expresó que el fundamento de la presente indicación reside en el hecho de que el Defensor, en el ejercicio de su cargo, debe fiscalizar a los distintos organismos del Estado en lo referente a materias de la infancia, por lo que, en su opinión, no es razonable que una vez éste haya cesado en su cargo pase inmediatamente a entidades que antes controlaba, siendo necesario fijar al menos un plazo para que pueda optar al ingreso a ellas.

El Honorable Senador señor Letelier, señaló que, en su opinión, el Defensor no ejerce labores propiamente de fiscalización o control, sino que en su calidad de magistratura de persuasión vela porque los principios y valores, en lo referente a materias de infancia, estén presentes en el proceder institucional de los diversos organismos.

Por tal razón, no considera apropiado privar por dos años los derechos civiles y políticos respectivos a la persona que cesa en el cargo de Defensor.

En la misma línea, expresó que no se configura en esta hipótesis un conflicto de intereses, en tanto no existir de por medio razones económicas que recomienden fijar un tiempo de “enfriamiento” entre la salida del cargo y el ingreso a otro, por lo que de establecer algún impedimento al respecto se estaría privando de las capacidades que sobre este ámbito haya recogido el Defensor durante el ejercicio de su cargo, lo que no le parece razonable.

La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, señaló que la indicación en examen se orienta a evitar, en concreto, que el ejercicio del cargo de Defensor sea orientado en pos de un interés particular para acceder, luego de su cesación, a otro puesto de relevancia pública.

La Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Antonia Urrejola, por su parte, expresó que la finalidad del inciso cuarto del artículo 13 de la iniciativa en examen es evitar que, en virtud de la visibilidad que pueda revistar a la figura del Defensor, dicha función sea utilizada como plataforma para acceder a otro puesto de poder, desarrollando sus labores con un interés privado más que público.

Sin perjuicio de lo anterior, manifestó la disposición del Ejecutivo de reducir dicho plazo.

El Honorable Senador señor Ossandón, expresó su desacuerdo a inhabilitar, por dos años, a quien cesa en el cargo de Defensor para acceder a otros puestos en la Administración del Estado, en tanto ello afectar gravemente sus posibilidades profesionales de trabajo.

Sin perjuicio de eso, señaló que, en su opinión, y a fin de evitar las eventuales malas prácticas descritas por quien le antecedió en el uso de la palabra, considera que es apropiado que se establezca el plazo de un año, siguiendo la regla general al respecto, para que el ex Defensor pueda optar a cargos de elección popular.

El Honorable Senador señor Quintana, señaló que el criterio a emplear para tratar estas hipótesis, en su opinión, debe ser uno similar al que se sigue en el caso de los fiscales. Siguiendo, a su vez, un parámetro equivalente respecto al utilizado con autoridades como Subsecretarios y Ministros de Estado.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, expresó que, por una parte, es razonable establecer un plazo, de uno o dos años, en el cual quien deja de ser Defensor no pueda optar a cargos de elección pública, a fin de evitar que el ejercicio de dicha magistratura pueda ser utilizado como plataforma de intereses electorales.

Sin perjuicio de eso, estimó que no es razonable que al ex Defensor se le prive, por el mismo plazo, el ingreso a la Administración del Estado, en tanto su expertise y experiencia en la materia puede ser utilizado por los diversos organismos encargados de tratar materias de infancia.

El Honorable Senador señor Letelier, manifestó que, en su opinión, el control respecto del mal ejercicio que el Defensor pueda realizar de su cargo debe estar contemplado en las causales de remoción del mismo, más que en el establecimiento de inhabilidades políticas luego de su cesación.

En efecto, indicó que, tal como sucede en el modelo de Estados Unidos, se debe permitir que las autoridades expresen libremente sus convicciones políticas, en tanto fijar un espacio institucionalizado para el libre debate de las ideas, cuestión que no se debe coartar. Por consiguiente, se mostró partidario de respaldar medidas de control público del ejercicio del cargo, mientras el Defensor se desempeñe en su calidad de tal, a fin de evitar malas prácticas.

Por último, reiteró que en tanto no existir un conflicto de intereses de carácter económico, no le parece razonable impedirle al saliente Defensor optar por un cargo de elección popular.

El Honorable Senador señor Quintana, expresó que, tal como lo señaló quien le antecedió en el uso de la palabra, no obstante no configurarse una hipótesis de conflicto de intereses de naturaleza económica, es necesario velar por que el desempeño del cargo del Defensor no sea orientado por intereses personales de este último, incluidos los electorales, en tanto tratarse de una materia especialmente sensible, como lo es la infancia, y estar de por medio recursos públicos para ello. 

De ese modo, se manifestó a favor de establecer el plazo de un año, entre la cesación en su cargo y la posibilidad de optar a cargos de elección popular, al cual el Defensor saliente debe someterse.

Por último, no consideró razonable disponer del mismo plazo para que este último se incorpore a la Administración del Estado, en tanto considerar que su experiencia en el particular puede ser una contribución en el ejercicio de las competencias de órganos públicos.  

En votación la indicación N° 63, la Comisión, por tres votos en contra, de los Honorables Senadores señores Walker, don Patricio (Presidente), Letelier y Quintana, la abstención del Honorable Senador señor Ossandón y el voto a favor de la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, la rechazó.

Sin perjuicio de lo anterior, y en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorable Senador señor Walker, don Patricio (Presidente), Honorable Senadora señora Van Rysselberghe y Honorables Senadores señores Letelier, Ossandón y Quintana, aprobó modificar, en el inciso cuarto del artículo 13 de la iniciativa en examen, la locución “transcurridos dos años” por la frase “transcurrido un año”.
ARTÍCULO 14

El artículo 14 aprobado en general por el Honorable Senado, dispone que corresponderá especialmente al Defensor: 


a) Dirigir, organizar y administrar la Defensoría, y velar por el cumplimiento de sus objetivos.


b) Ejercer las funciones que le sean entregadas a la Defensoría.


c) Representar judicial y extrajudicialmente a la Defensoría.


d) Delegar sus atribuciones y facultades dentro de la institución. Esta delegación deberá ser parcial y en materias específicas.


e) Las demás funciones y atribuciones que la ley le otorgue.

A este artículo se presentaron seis indicaciones signadas con los Nos 64, 65, 66, 67, 68 y 69.

- - - - - -

Nuevas letras

Indicaciones Nos 64 y 65

64.- Del Honorable Senador señor Navarro y 65.- del Honorable Senador señor Quintana, para consultar una nueva letra, del siguiente tenor:


“…) Responder a la contingencia relacionada con los sujetos de protección.”.


Las presentes indicaciones, en tanto incorporar una nueva función al organismo en examen, se consideran inadmisibles, por vulnerar el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 del texto constitucional, en lo concerniente a la iniciativa exclusiva presidencial.
Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, declaró a las indicaciones Nos 64 y 65 como inadmisibles.


Sin perjuicio de lo anterior, el Honorable Senador señor Letelier, expresó que es necesario contemplar algún dispositivo institucional con el que cuente el Defensor en caso de enfrentarse a una contingencia de considerable entidad en temas de su competencia, más allá de competencias ligadas al ámbito judicial.

El Honorable Senador señor Ossandón, expresó que el relacionar las atribuciones del Defensor con cuestiones relativas a la contingencia, no puede implicar que este último efectúe una vocería de los casos que lleguen a su conocimiento.

La Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Antonia Urrejola, indicó que en el artículo 4º del proyecto de ley en estudio se contemplan distintos mecanismos para que el Defensor, frente a una situación contingente, de eventual vulneración de derechos de los menores, pueda actuar.

Lo anterior, agregó, en tanto se consideran atribuciones para que este último pueda efectuar denuncias, hacer presente situaciones de tales características ante los tres poderes públicos, realizar recomendaciones, actuar como facilitador entre las partes y confeccionar informes sobre el particular.

El Honorable Senador señor Quintana, señaló que, en su opinión, dentro del listado contenido en el aludido artículo 4º, no se contemplan funciones que le permitan al Defensor disponer de algún mecanismo para hacerse cargo de situaciones de contingencia vinculados a la protección de los menores.

El Honorable Senador señor Letelier, indicó que, sin perjuicio del listado contemplado en el referido artículo 4º, sería adecuado estudiar algún mecanismo que permitiera al Defensor hacerse cargo de las situaciones de contingencia antes aludidas, por lo que sugirió al Ejecutivo analizar el punto.
El Honorable Senador señor Quintana, expresó que las indicaciones Nos 64 y 65 surgieron como respuesta frente al texto aprobado del párrafo tercero de la letra b) del mencionado artículo 4º, la cual impide al Defensor pronunciarse sobre asuntos que se encuentran en tramitación ante los Tribunales de Justicia o los órganos de la Administración del Estado. 

En esa línea, agregó, aquellas pretendían evitar que el Defensor adoptara un rol pasivo frente a casos de tal naturaleza.

La Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Antonia Urrejola, señaló que en casos que se encuentren en sede judicial o administrativa el Defensor cuenta con atribuciones para hacer presente su opinión.

En efecto, añadió, respecto a causas ante órganos jurisdiccionales, el Defensor puede actuar como amicus curiae, mientras que en procedimientos administrativos, aquél cuenta con atribuciones para hacer presente su posición a los respectivos órganos públicos.
- - - - - -  -

Indicaciones Nos 66 y 67

66.- Del Honorable Senador señor Navarro y 67.- del Honorable Senador señor Quintana, para incorporar la siguiente letra, nueva:


“…) Establecer un sistema de denuncias individuales y colectivas para los niños.”.

Las indicaciones en análisis, al incorporar una nueva atribución al Defensor, se consideran como inadmisibles, por vulnerar el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución, en lo relativo a la iniciativa exclusiva presidencial.
Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, declaró a las indicaciones Nos 66 y 67 como inadmisibles.

- - - - - - -

Indicaciones Nos 68 y 69

68.- Del Honorable Senador señor Navarro y 69.- del Honorable Senador señor Quintana, para introducir una letra, nueva, del tenor que sigue:


“…) Promover activamente la discusión de los Derechos del Niño en la agenda pública.”.


Las presentes indicaciones incorporan una nueva función al Defensor, considerándose a las mismas como inadmisibles, por infringir el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 del texto constitucional, en lo referente a la iniciativa exclusiva presidencial.


Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, declaró a las indicaciones Nos 68 y 69 como inadmisibles.

ARTÍCULO 15

El artículo 15 del proyecto de ley en estudio dispone que el Defensor debe presentar un Informe ante el Presidente de la República, el Congreso Nacional y el Presidente de la Corte Suprema, el cual debe tener ciertos contenidos básicos
.

A este artículo se presentaron cuatro indicaciones signadas con los Nos 70, 70 bis, 70 ter y 70 quáter.

Las letras b), c) y f) del artículo 15 aprobadas en general por el Honorable Senado, son del siguiente tenor:

Letra b)

La letra b) del precepto en examen dispone, como contenido del referido informe, información referente a la situación nacional en materia de derechos de los niños y niñas.
Indicación Nº 70


70.- De la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, para sustituirla por la siguiente:


"b) La situación nacional en materia de derechos de los niños y niñas, el derecho preferente y el deber de los padres de educar a sus hijos.".

En discusión esta indicación, la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, manifestó que la intención de la misma es vincular, en el contexto del informe emitido por el Defensor, los derechos de los menores con el derecho y deber preferente de sus padres de educarlos. En tanto ser dicha vinculación, agregó, la natural que se da al interior de las familias, en la mayoría de los casos en que no existen disfuncionalidades.
El Honorable Senador señor Letelier, expresó que no se debe perder de vista que las atribuciones del Defensor dicen relación con el estado en que se encuentra la protección de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, sin entrar a abordar otras temáticas como el estado de las familias, por lo que considera que la introducción en este ámbito del derecho preferente de los padres a educar a sus hijos no es pertinente.
En efecto, expresó que el aludido derecho no se encuentra en cuestionamiento en este contexto, siendo evidente que el Estado no puede interferir en el ejercicio de dicha facultad.
Sin perjuicio de lo anterior, expresó que otra discusión ideológica es la referente a la definición sobre la protección de los individuos respecto de sus familias, por lo que no se deben entremezclar ambos puntos.
El Honorable Senador señor Quintana, indicó que no se debe perder de vista que se están examinando los contenidos del informe anual que debe emitir el Defensor, el cual debe referirse a cuestiones relativas a materias de infancia, en tanto ser los menores los sujetos que dicha institución pretende proteger. En consecuencia, añadió, no considera razonable la inclusión en este contexto del aludido derecho preferente.
La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, señaló que dentro de la gama de derechos que asisten a los menores, y respecto de los cuales el Defensor debe velar por su protección, se encuentra el derecho de que aquéllos sean educados preferentemente por sus padres, de ahí, destacó, la importancia de su inclusión dentro del listado de contenidos que debe contemplar el informe anual de la Defensoría.
Así, señaló que, de no mediar alguna disfuncionalidad familiar que implique vulneración a los derechos de los menores, dicho derecho preferente se debe resguardar plenamente, en tanto formar parte de las facultades que le asisten tanto a los padres como a los niños y niñas en este contexto.
El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, indicó que, en su opinión, al existir una variedad significativa de casos en donde el derecho preferente de los padres a educar a sus hijos se ve en entredicho, especialmente en procedimientos judiciales de protección ante los Juzgados de Familia, es recomendable contemplar una postura amplia en esta materia, que priorice especialmente los derechos de los menores por sobre cualquier otra consideración.
Sin perjuicio de eso, resaltó que dicho derecho preferente es una facultad que le asiste a los padres y que merece una adecuada protección cuando ello sea adecuado.
El Honorable Senador señor Ossandón, expresó que, no obstante apoyar lo referente a la inclusión del aludido derecho preferente, no cree razonable incorporarlo como un contenido del informe anual que debe emitir el Defensor, en tanto no ser pertinente a la finalidad de dicha atribución.
En votación la indicación N° 70, la Comisión, por tres votos en contra, de los Honorables Senadores señores Walker, don Patricio (Presidente), Letelier y Quintana, la abstención del Honorable Senador señor Ossandón y el voto a favor de la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, la rechazó.
Indicación Nº 70 bis


70 bis.- Del Honorable Senador señor Espina, para intercalar entre las palabras “nacional” y “en”, la expresión “y regional”.


En discusión esta indicación, el Honorable Senador señor Letelier expresó que, del modo en que la misma se encuentra redactada, conllevaría a que el referido informe anual contenga un capítulo dedicado a cada una de las regiones del país, lo que no considera razonable.


Por tal razón, propuso reemplazar el texto de la indicación por el siguiente “, tomando en cuenta la realidad de las regiones”.


En votación la indicación N° 70 bis, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, Honorables Senadoras señoras Muñoz y Van Rysselberghe, y Honorables Senadores señores Letelier y Ossandón, la aprobó con modificaciones, sustituyendo su texto por la frase “, tomando en cuenta la realidad de las regiones”, intercalando a esta última luego de la expresión “niñas” y antes del punto aparte.
Letra c)


La letra c) del artículo 15 del presente proyecto de ley dispone, como contenido del informe anual que debe confeccionar el Defensor, información referente al cumplimiento efectivo de las obligaciones relativas a los derechos de los niños y niñas, incluyendo una opinión fundada de la conducta de los organismos públicos y privados frente a sus requerimientos.

Indicación Nº 70 ter


70 ter.- De S.E. la Presidenta de la República, para eliminar la expresión “por parte de los sujetos señalados en el artículo 2° de la presente ley”.


En discusión esta indicación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, expresó que la misma sólo dota de coherencia formal al articulado, por lo que sugirió aprobarla.


En votación la indicación N° 70 ter, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, Honorables Senadoras señoras Muñoz y Van Rysselberghe, y Honorables Senadores señores Letelier y Ossandón, la aprobó sin modificaciones.

Letra f)


La letra f) del artículo 15 de la iniciativa en examen establece, como contenido del informe anual que debe desarrollar el Defensor, información referente a las recomendaciones generales que este último estime conveniente para el resguardo de los derechos de los niños y niñas.

Indicación Nº 70 quáter


70 quáter.- De S.E. la Presidenta de la República, para intercalar, a continuación de la palabra “niñas” y antes del punto aparte, la frase “, incluyendo aquellas relativas a las adecuaciones necesarias de la legislación y reglamentos para el cumplimiento de lo dispuesto en la Convención sobre los Derechos del Niño”.


En votación esta indicación, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorable Senador señor Walker, don Patricio (Presidente), Honorables Senadoras señoras Muñoz y Van Rysselberghe, y Honorables Senadores señores Letelier y Ossandón, la aprobó sin enmiendas.

ARTÍCULO 16
Inciso cuarto


El inciso cuarto del artículo 16 aprobado en general por el Honorable Senado, dispone que, excepcionalmente, el Defensor podrá, en causas que produzcan alarma pública y exijan pronta solución por su gravedad y relevancia para los derechos de los niños y niñas, deducir querellas, siempre que se trate de aquellos delitos tipificados en el artículo 142 y en los párrafos 5° y 6° del Título VII, y 1°, 2° y 3° del Título VIII, todos del Libro Segundo del Código Penal
.


A este inciso se presentaron cuatro indicaciones signadas con los Nos 71, 72, 73 y 74.

Indicaciones Nos 71, 72 y 73

71.- Del Honorable Senador señor Navarro, 72.- del Honorable Senador señor Quintana, y 73.- de la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, para suprimirlo.

En discusión estas indicaciones, la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, expresó que con la supresión que se propone, se pretende que el Defensor no sólo de forma excepcional pueda deducir querellas penales, sino que siempre que considere que ello es oportuno para la protección de los derechos de los menores.
El Honorable Senador señor Letelier, señaló que con la eliminación del inciso en comento el Defensor simplemente no podría deducir querellas criminales en ningún caso, por lo que considera razonable que, más que proponer su supresión, se analicen las posibilidades de legitimación activa en sede jurisdiccional con las que puede contar el organismo en análisis, coherente con el modelo de magistratura de persuasión que se ha adoptado.
La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, precisó que la presente propuesta adquiría coherencia en virtud de lo dispuesto en la indicación Nº 13, de su autoría (la cual fue declarada inadmisible), que disponía la facultad del Defensor para interponer acciones y deducir querellas, de manera general, para la protección de los derechos de los menores.
La Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Antonia Urrejola, expresó que de acuerdo al modelo de magistratura de promoción y persuasión por el que se optó, la Defensoría sólo debe contar con atribuciones acotadas en materias judiciales, precisamente por no ser las funciones principales de dicho organismo bajo esa visión.
Posteriormente, señaló que al haberse declarado inadmisible la indicación Nº 13, la eliminación del inciso en análisis deja sin ninguna atribución, en materia de deducción de querellas penales, al Defensor.
Por último, indicó que la configuración actual del referido inciso, obedece a recomendaciones efectuadas por la Corte Suprema en su respectivo informe, estableciendo el parámetro de “alarma pública” (tal como lo sucede en lo concerniente a la designación de Ministros en visita) como criterio de actuación al momento de la deducción de querellas respecto de los delitos contemplados para tal efecto.
La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, manifestó que el modelo argentino de defensoría, sin perjuicio de contemplar funciones referentes a la persuasión y promoción de los derechos de la infancia, consagra, además, atribuciones judiciales, legitimando activamente al Defensor para presentar acciones y deducir querellas a fin de proteger los derechos de los menores vulnerados.
El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, señaló que de suprimirse el inciso en examen, efectivamente, el Defensor no podría deducir querellas criminales bajo ningún respecto, de lo que no se mostró partidario.
Sin perjuicio de lo mencionado, indicó que el criterio de “alarma pública” no siempre es coincidente con el interés de protección de los derechos de los menores, por lo que sugirió cambiar tal concepto por el de “interés social relevante para niños, niñas y adolescentes”.
El Honorable Senador señor Letelier, expresó que se debe fijar en este ámbito una atribución flexible, a fin de que el Defensor pueda, discrecionalmente, ejercer dicha función en un marco de excepcionalidad, por lo que sugirió analizar fórmulas que permitan reducir subjetividad, sin restar flexibilidad.

La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, expresó que, a su parecer, es razonable que el Defensor cuente con la atribución de deducir querellas en términos generales, más allá de las hipótesis de alarma pública establecidas en el inciso final del artículo 16 de la iniciativa en examen, y sin perjuicio de los recursos que se le otorguen a la Defensoría para ello.


La Secretaria Ejecutiva del Consejo Nacional de la Infancia, señora María Estela Ortiz, expresó que la decisión sobre el particular no reside en cuestiones presupuestarias, sino en el modelo de Defensoría de los Derechos de la Niñez que se adoptó.


En efecto, agregó, en tanto se siguió la visión de una magistratura de persuasión, no es razonable que dicho organismo cuente, de manera general, con la competencia para deducir querellas, precisamente por no condecirse con la naturaleza organizacional de tal entidad. De ahí, añadió, que se disponga que sólo excepcionalmente (en casos de alarma pública) y sólo respecto de determinados delitos, el Defensor pueda deducir querellas penales.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, indicó que, en su opinión, el parámetro de “alarma pública” no es lo suficientemente preciso para especificar los casos en que el Defensor quedará habilitado para ejercer la antedicha atribución.


Asimismo, añadió, dicho concepto, a su parecer, ha sido empleado, en muchas ocasiones, para generar utilidades de verdaderos abusos comunicacionales en este ámbito, ocasionando incluso más daño en los menores que se ven situados en tales contextos.


De ese modo, añadió, es que en la indicación N° 74, de su autoría, propone asumir el criterio de “interés social relevante” en vez del de “alarma pública”, en tanto orientarse a una significación distinta, que pone el acento en el sujeto afectado.


La Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Antonia Urrejola, expresó que la utilización del concepto de alarma pública se extrajo del Código de Procedimiento Penal
, a fin de dotar de un parámetro jurídico objetivo (y con cierto desarrollo institucional) al Defensor para actuar en este contexto. 


En seguida, señaló que el criterio de “interés social relevante”, en opinión del Ejecutivo, presenta una laxitud tal que no precisa adecuadamente la atribución que en este ámbito posee el Defensor.


El Honorable Senador señor Letelier, expresó que la idea de la propuesta en examen, tal como se encuentra configurado el articulado del proyecto, es suprimir la facultad excepcional del Defensor de deducir querellas criminales en ciertas hipótesis, por lo que manifestó su rechazo a las presentes indicaciones.


Sin perjuicio de lo anterior, sugirió efectuar un cambio de redacción del inciso cuarto del artículo 16 del proyecto en examen, a fin de recoger alguna de las ideas planteadas por el Honorable Senador señor Walker, don Patricio en la indicación N° 74.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, atendidas las observaciones efectuadas sobre el punto, sugirió rechazar las indicaciones en examen y, asimismo, cambiar la redacción del aludido inciso cuarto por el siguiente:


“Excepcionalmente el Defensor podrá, en causas que involucren un interés social relevante y exijan pronta solución por su gravedad e importancia para los derechos de los niños y niñas, deducir querellas, siempre que se trate de aquellos delitos tipificados en el artículo 142 y en los párrafos 5° y 6° del Título VII, y 1°, 2° y 3° del Título VIII, todos del Libro Segundo del Código Penal.”.


En votación las indicaciones Nos 71, 72 y 73, la Comisión, por cuatro votos en contra, del Honorable Senador señor Walker, don Patricio (Presidente), de la Honorable Senadora señora Muñoz y de los Honorables Senadores señores Letelier y Ossandón, y el voto a favor de la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, las rechazó.


Sin perjuicio de lo anterior, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorable Senador señor Walker, don Patricio (Presidente), Honorables Senadoras señoras Muñoz y Van Rysselberghe, y Honorables Senadores señores Letelier y Ossandón, aprobó, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, sustituir el inciso cuarto del artículo 16 del proyecto, por el siguiente:


“Excepcionalmente el Defensor podrá, en causas que involucren un interés social relevante y exijan pronta solución por su gravedad e importancia para los derechos de los niños y niñas, deducir querellas, siempre que se trate de aquellos delitos tipificados en el artículo 142 y en los párrafos 5° y 6° del Título VII, y 1°, 2° y 3° del Título VIII, todos del Libro Segundo del Código Penal.”.


El Honorable Senador señor Letelier, en este punto, solicitó dejar constancia, como precedente parlamentario, que la modificación antes descrita no genera irregularidad alguna. Lo anterior, agregó, en tanto ser cuestiones distintas la interpretación y calificación de la admisibilidad o inadmisibilidad de una indicación, por una parte, de las facultades de modificación que asisten a los Senadores otorgadas por el Reglamento de la Corporación, por otra.
Indicación Nº 74


74.- Del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, para sustituirlo por el que sigue:


“El defensor podrá en causas que involucren un interés social relevante para niños, niñas o adolescentes o afecten sus derechos colectivos, ejercer la acción penal prevista en el artículo 111 del Código Procesal Penal.”.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, en virtud de la modificación efectuada al inciso cuarto del artículo 16 de la presente iniciativa, antes descrita, en donde se recogió el elemento de “interés social relevante” incorporado en la indicación en examen, y en su calidad de autor de esta última, la retiró.
ARTÍCULO 17
Inciso tercero

El inciso tercero del artículo 17, aprobado en general por el Honorable Senado, dispone que los estatutos de la Defensoría establecerán los mecanismos y formas en que el Consejo Consultivo prestará su asesoría al Defensor, fijando, además, que los consejeros serán ad-honorem.

A este artículo se presentaron tres indicaciones signadas con los Nos 75, 76 y 77.

Indicación Nº 75


75.- Del Honorable Senador señor Chahuán, para sustituir la oración final “Los consejeros serán ad-honorem.”, por la siguiente: “Los cargos de consejeros serán ejercidos ad-honorem.”.


En discusión esta indicación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, propuso aprobarla, en tanto tratarse de una modificación de carácter formal.


En votación la indicación N° 75, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorable Senador señor Walker, don Patricio (Presidente), Honorables Senadoras señoras Muñoz y Van Rysselberghe y Honorable Senador señor Ossandón, la aprobó sin enmiendas.

- - - - - -

Indicaciones Nos 76 y 77

76.- Del Honorable Senador señor Navarro y 77.- del Honorable Senador señor Quintana, para agregar el siguiente inciso final:


“Será facultad del Consejo revisar las políticas públicas y sugerir legislación nueva.”.


Estas indicaciones sugieren incorporar un nuevo inciso final, en donde se contemple la facultad del Consejo para revisar las políticas públicas y sugerir legislación.


De este modo, tales propuestas, en tanto agregar nuevas atribuciones al Consejo, vulneran lo dispuesto en el numeral 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución, en lo concerniente a la iniciativa exclusiva presidencial.


Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, declaró a las indicaciones Nos 76 y 77 como inadmisibles.

- - - - - - - -

ARTÍCULO 18

El artículo 18, aprobado en general por el Honorable Senado, dispone que las personas que presten servicios para la Defensoría se regirán por el Código del Trabajo. Con todo, serán aplicables a este personal las normas de probidad contenidas en la ley N° 20.880 sobre Probidad en la Función Pública y Prevención de los Conflictos de Intereses y las disposiciones del Título III de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, debiendo dejarse constancia en los contratos respectivos de una cláusula que así lo disponga (inciso primero).


Luego, establece que quienes desempeñen funciones directivas en la Defensoría serán seleccionados mediante concurso público efectuado por el Servicio Civil, de conformidad con las normas que regulan los procesos de selección de la Alta Dirección Pública establecidos en el Título VI de la ley N° 19.882 que Regula Nueva Política de Personal a los Funcionarios Públicos que Indica. Su nombramiento será realizado por el Defensor (inciso segundo).


Posteriormente, dispone que al personal se le aplicará lo dispuesto en la letra k) del artículo 61  del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo (inciso tercero).


A su vez, se establece que el Defensor será sujeto pasivo de la ley Nº 20.730 que Regula el Lobby y las Gestiones que Representen Intereses Particulares ante las Autoridades y Funcionarios, y deberá realizar declaración de patrimonio e intereses conforme a lo dispuesto en la ley N° 20.880, ya referida (inciso cuarto).


Finalmente, dispone que el Defensor percibirá una remuneración bruta mensualizada equivalente a la de un Subsecretario de Estado (inciso quinto).


A este artículo se presentaron cinco indicaciones signadas con los Nos 78, 79, 79 bis, 79 ter y 80.

Inciso primero

Indicación Nº 78


78.- Del Honorable Senador señor Chahuán, para reemplazar la locución “se regirán por el Código del Trabajo” por el siguiente texto: “se regirán por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo”.


Esta indicación dispone que el personal de la Defensoría se rija por el Estatuto Administrativo, en vez del Código del Trabajo.


De ese modo, la aludida propuesta excede los márgenes presupuestarios considerados por el Ejecutivo en el Informe Financiero de la DIPRES que acompaña al Mensaje, en tanto no contemplarse en este último el impacto que tendría considerar que el referido personal se rija por el Estatuto Administrativo, vulnerándose, de ese modo, lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 del texto constitucional.


Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, declaró a la indicación No 78 como inadmisible.

Inciso segundo

Indicación Nº 79


79.- De la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, para eliminar la voz “directivas”.


La presente indicación amplía la exigencia de ingreso por concurso público, a través del Servicio Civil, respecto de todas las personas quienes desempeñan funciones en la Defensoría.


De ese modo, esta propuesta irroga mayores gastos fiscales al mencionado organismo, no comprendidos en el informe financiero que acompaña el Mensaje presidencial, por lo que se vulnera lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 del texto constitucional.


Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, declaró a la indicación No 79 como inadmisible.


Sin perjuicio de lo anterior, la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, expresó que la referida indicación pretende someter a los funcionarios de planta con los que cuente la Defensoría, especialmente a los profesionales, a un concurso público efectuado por el Servicio Civil previo a su ingreso.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, señaló que, a su parecer, es razonable establecer tal exigencia sólo a aquellos funcionarios que ejercen funciones directivas, sin perjuicio de que al resto, como es la regla en la Administración Pública, ingresen a través del respectivo concurso público.

Indicación Nº 79 bis


79 bis.- Del Honorable Senador señor Ossandón, para agregar, a continuación de la palabra “directivas” la expresión “y profesionales”.


La indicación en examen amplía la exigencia de ingreso por concurso público, a través del Servicio Civil, respecto de todas las personas que desempeñan funciones directivas o profesionales en la Defensoría.


De ese modo, esta propuesta irroga mayores gastos fiscales al mencionado organismo, no comprendidos en el informe financiero que acompaña el Mensaje presidencial, por lo que se vulnera lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política de la República.


Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, declaró a la indicación No 79 bis como inadmisible.

Indicación Nº 79 ter


79 ter.- Del Honorable Senador señor Ossandón, para agregar, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente oración:


“Con todo, los estatutos podrán otorgar a determinadas funciones directivas y profesionales la calidad de cargos de exclusiva confianza del Defensor, en virtud de lo cual aquellos funcionarios que los desempeñen podrán ser nombrados y removidos libremente por éste.”.

Esta indicación, al incidir en materias relativas a las funciones de la Defensoría, se entiende que infringe lo dispuesto en el numeral 2° del inciso cuarto del artículo 65 del texto constitucional.


Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, declaró a la indicación No 79 ter como inadmisible.

Inciso tercero

Indicación Nº 80


80.- Del Honorable Senador señor Chahuán, para suprimirlo.


En votación la indicación N° 80, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorable Senador señor Walker, don Patricio (Presidente), Honorables Senadoras señoras Muñoz y Van Rysselberghe y Honorable Senador señor Ossandón, la rechazó.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS
Artículo primero


El artículo primero aprobado en general por el Honorable Senado, dispone que la presente ley entrará en vigencia diez meses después de publicada en el Diario Oficial (inciso primero).


Luego, se establece que la primera designación del Defensor de la Niñez se hará a los sesenta días de la entrada en vigencia de la presente ley (inciso segundo).


Posteriormente, se dispone que la Defensoría de la Niñez se entenderá legalmente constituida una vez que el primer Defensor haya sido designado (inciso tercero).


Por último, se establece que el Consejo Consultivo al que se refiere el artículo 18 se constituirá de conformidad con lo que establezcan los estatutos de la Defensoría (inciso cuarto).


A este artículo se presentaron tres indicaciones signadas con los Nos 81, 81 bis y 81 ter.

Indicación Nº 81


81.- Del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo primero.- La presente ley entrará en vigencia dentro de los sesenta días después de publicada en el Diario Oficial.


La primera designación del Defensor de la Niñez la efectuara directamente el Senado, dentro de los sesenta días desde la entrada en vigencia de la presente ley.


El Consejo Consultivo se constituirá de conformidad  con lo que establezcan los estatutos de la Defensoría.”.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, en su calidad de autor de la misma, la retiró. Lo anterior, fundado en el hecho de que las indicaciones Nos 81 bis y 81 ter, de autoría del Ejecutivo, acortan los plazos de entrada en vigencia de la presente iniciativa.

Inciso primero

Indicación Nº 81 bis


81 bis.- De S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar la expresión “diez meses” por “cinco meses”.


En votación la indicación N° 81 bis, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorable Senador señor Walker, don Patricio (Presidente), Honorables Senadoras señoras Muñoz y Van Rysselberghe, y Honorables Senadores señores Letelier y Ossandón, la aprobó sin enmiendas.
Incisos segundo y tercero

Indicación Nº 81 ter


81 ter.- De S.E. la Presidenta de la República, para reemplazarlos por los siguientes:


“La primera designación del Defensor de la Niñez se hará dentro de los sesenta días de la publicación de la presente ley en el Diario Oficial, de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 10 de la presente ley, para efectos de la instalación de la Defensoría de los Derechos de la Niñez. Mientras no se encuentre constituido el Consejo Consultivo a que hace referencia el párrafo tercero del título II de esta ley, la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía del Senado deberá oír, en su lugar, a representantes de las organizaciones de la sociedad civil vinculadas a la difusión, promoción y defensa de los derechos de los niños y niñas. En tanto no inicie sus actividades dicha Defensoría, la remuneración del Defensor de la Niñez se financiará con cargo a la Asignación 50-01-03-24-03-133.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, la Defensoría de la Niñez se entenderá legalmente constituida una vez que la presente ley haya entrado en vigencia.”.


En discusión esta indicación, el Honorable Senador señor Letelier, señaló que la segunda parte del inciso primero propuesto se debe suprimir, a fin de hacer coherente este texto con el del inciso segundo del artículo 10 del presente proyecto, en lo referente al procedimiento de nombramiento del Defensor, en el cual se reemplazó al Consejo Consultivo de la Defensoría por las organizaciones de la sociedad civil del sector como partícipes en dicho proceso.


Por último, consultó al Ejecutivo sobre la necesidad de lo fijado en el nuevo inciso tercero propuesto por la presente indicación.


La Abogada del Ministerio Secretaría de la Presidencia, señora Lizzy Seaman, señaló que el referido inciso tercero propuesto define, por su parte, el comienzo de la constitución legal de la Defensoría, siendo tal momento el de la publicación del presente proyecto de ley.


Dicho inciso, a su vez, agregó, debe ser relacionado con el inciso primero, en donde se establece el período de vacancia legal de la ley (cinco meses, producto de la aprobación de la indicación N° 81 bis) y el inciso segundo propuesto, en donde se dispone el plazo en que debe ser nombrado el primer Defensor.


En votación la indicación N° 81 ter, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorable Senador señor Walker, don Patricio (Presidente), Honorables Senadoras señoras Muñoz y Van Rysselberghe, y Honorables Senadores señores Letelier y Ossandón, la aprobó con modificaciones, suprimiendo la oración “Mientras no se encuentre constituido el Consejo Consultivo a que hace referencia el párrafo tercero del título II de esta ley, la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía del Senado deberá oír, en su lugar, a representantes de las organizaciones de la sociedad civil vinculadas a la difusión, promoción y defensa de los derechos de los niños y niñas.”.

Asimismo, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorable Senador señor Walker, don Patricio (Presidente), Honorables Senadoras señoras Muñoz y Van Rysselberghe, y Honorables Senadores señores Letelier y Ossandón, aprobó reemplazar, en el inciso cuarto del artículo primero transitorio el término “18” por “17”, a fin de otorgar coherencia a las remisiones normativas del articulado. Lo anterior, en conformidad a lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado.
- - - - - - - - 
MODIFICACIONES


En mérito de las consideraciones anteriormente expuestas, vuestra Comisión Especial encargada de tramitar proyectos de ley relacionados con los niños, niñas y adolescentes, tiene el honor de proponeros las siguientes modificaciones al proyecto de ley, aprobado en general por el Honorable Senado, que consta en nuestro Primer Informe: 

ARTÍCULO 1º
Inciso segundo

- Reemplazar la expresión “ciudad de Santiago” por “Región Metropolitana” y agregar, después de aquélla, la frase “, sin perjuicio de los domicilios que pueda establecer en las distintas regiones del país”.

(Indicación N° 4, aprobada con modificaciones 5x0).

ARTÍCULO 2º


- Suprimir la frase “, respecto de los órganos del Estado y de aquellas personas jurídicas de derecho privado que tengan por objeto principal la promoción o protección de derechos de los niños y niñas”.

(Inciso final artículo 121 del Reglamento del Senado)

ARTÍCULO 3º

Inciso segundo


- Suprimirlo.

(Indicación N° 10, aprobada 4x0).

ARTÍCULO 4º
Letra a)

- Sustituir la palabra “defender” por “proteger”.

(Indicación N° 12 bis, aprobada 3x0).
Letra c)


- Suprimir la palabra “principal”.

(Indicaciones Nos 18, 19 y 19 bis, aprobadas 4x0).

Letra d)


- Reemplazar la expresión “o aquellas” por “, a”.

(Indicación N° 22, aprobada 4x0).

- Eliminar el vocablo “principal”.

(Indicaciones Nos 23 y 24, aprobadas 4x0).


- Agregar, después de la expresión “o niñas”, la siguiente frase: “y a organizaciones que puedan afectar con sus acciones tales derechos, de acuerdo a un plan que se elabore para estos efectos.

(Indicación N° 25, aprobada con modificaciones 4x0).
Letra e)

- Suprimir la frase “de derecho privado”.
(Indicación N° 25 bis, aprobada 5x0).

- Suprimir la palabra “principal”.

(Indicaciones Nos 26, 27 y 27 bis aprobadas 4x0).


- Agregar la siguiente oración final: “Para tales efectos, el requerimiento deberá establecer un plazo razonable para la entrega de la información solicitada.”.

(Indicación N° 28, aprobada con modificaciones 4x0).
Letra h)


- Intercalar, después de la expresión “tramitación del procedimiento” y antes del punto aparte, la frase “, pero el tribunal deberá considerarla en la sentencia”.

(Indicación N° 29 bis, aprobada 4x1 abstención).

Letra k)


- Suprimir la frase “, con los que deberá actuar coordinadamente” y agregar, luego de la expresión “niño”, la locución “o niña”.

(Inciso final artículo 121 del Reglamento del Senado).

- - - - - - 

Letra ñ), nueva


- Intercalar una nueva letra ñ), del siguiente tenor:


“ñ) Elaborar y presentar un informe anual de conformidad a lo establecido en el artículo 15.”.

(Indicación N° 38 bis, aprobada 5x0).
Inciso final, nuevo


- Incorporar un inciso final, nuevo, del siguiente tenor:


“La Defensoría podrá ejercer sus funciones y atribuciones de manera coordinada con otras instituciones nacionales de derechos humanos.”.

(Indicación N° 46 bis, aprobada con modificaciones 5x0).

- - - - - - -

ARTÍCULO 7º

- Suprimir la frase “señaladas en el artículo 2° de esta ley”.

(Inciso final artículo 121 del Reglamento del Senado).
ARTÍCULO 9º
- - - - - - - - 

Inciso final, nuevo


- Incorporar un inciso final, nuevo, del siguiente tenor:


“La organización de la Defensoría considerará, entre otras, las siguientes áreas: área de protección de derechos; área de promoción y difusión de derechos; y área de estudios.”.

(Indicación N° 51 bis, aprobada 5x0).
- - - - - 

ARTÍCULO 10

Inciso segundo


- Sustituirlo por el siguiente:


“El Defensor será designado por acuerdo del Senado, adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, a partir de la recomendación de una terna que deberá presentarle la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía de dicha Corporación. Para estos efectos, la Comisión deberá oír especialmente al Consejo Directivo del Instituto Nacional de Derechos Humanos y, tanto a académicos de destacada trayectoria, como a organizaciones de la sociedad civil, vinculados a la difusión, promoción y defensa de los derechos de los niños y niñas, que la Comisión estime pertinente. En caso de que el Senado no designe a alguno de los nombres sugeridos por la Comisión en el plazo de 30 días, ésta deberá presentarle una nueva terna como recomendación.”.

(Indicación No 52 bis, aprobada con modificaciones, 5x0, procedimiento de designación del Defensor, e indicación N° 54 aprobada 3x2 en contra, quórum de designación).
Inciso cuarto


- Reemplazar el término “cinco” por “ocho”.

(Indicación N° 56, aprobada 4x1 en contra).
ARTÍCULO 11

Letra c)


- Agregar luego de la expresión “niños” la locución “y niñas”.

(Inciso final artículo 121 del Reglamento del Senado).
- - - - - - -

Letra d), nueva

- Incorporar como nueva letra d) el siguiente texto:


“d) No haber sido condenado por delitos que infrinjan la Ley N° 20.609, que establece medidas contra la discriminación, o por los delitos contemplados en la Ley N° 20.066, sobre Violencia Intrafamiliar.”.
(Indicaciones Nos 60 y 61, aprobadas con modificaciones 4x0).

Letra d)


- Pasó a ser letra e), sustituyéndose en su texto la palabra “cinco” por “diez”.

(Indicaciones Nos 57 y 58, aprobadas con modificaciones 3x0).
Letra e)


- Pasó a ser letra f), reemplazándose su texto por el siguiente:

“f) Poseer una reconocida trayectoria en el ámbito de los derechos humanos o en la defensa de los derechos de los niños y niñas.
(Indicación N° 58 bis, aprobada con modificaciones 4x1 abstención).
ARTÍCULO 12

Inciso primero


- Suprimirlo.
(Indicación N° 59, aprobada 3x0).

Incisos segundo, tercero y cuarto


- Pasaron a ser incisos primero, segundo y tercero, respectivamente, sin enmiendas.
ARTÍCULO 13

Inciso primero


- Intercalar, a continuación de la expresión “miembros en ejercicio” y antes del punto aparte, la locución “, habiendo oído previamente al Defensor”.

(Indicación N° 62 quinquies, aprobada 5x0).

Inciso cuarto


- Modificar la locución “transcurridos dos años” por la frase “transcurrido un año”.

(Inciso final artículo 121 del Reglamento del Senado).
ARTÍCULO 15

Letra b)

- Intercalar, luego de la expresión “niñas” y antes del punto aparte, la frase “, tomando en cuenta la realidad de las regiones”.
(Indicación N° 70 bis, aprobada con modificaciones 5x0).
Letra c)


- Eliminar la expresión “por parte de los sujetos señalados en el artículo 2° de la presente ley”.

(Indicación N° 70 ter, aprobada 5x0).
Letra f)


- Intercalar, a continuación de la palabra “niñas” y antes del punto aparte, la frase “, incluyendo aquellas relativas a las adecuaciones necesarias de la legislación y reglamentos para el cumplimiento de lo dispuesto en la Convención sobre los Derechos del Niño”.

(Indicación N° 70 quáter, aprobada 5x0).
ARTÍCULO 16

Inciso cuarto


- Sustituirlo por el siguiente:


“Excepcionalmente el Defensor podrá, en causas que involucren un interés social relevante y exijan pronta solución por su gravedad e importancia para los derechos de los niños y niñas, deducir querellas, siempre que se trate de aquellos delitos tipificados en el artículo 142 y en los párrafos 5° y 6° del Título VII, y 1°, 2° y 3° del Título VIII, todos del Libro Segundo del Código Penal.”.

(Inciso final artículo 121 del Reglamento del Senado).

ARTÍCULO 17

Inciso tercero


- Sustituir la oración final “Los consejeros serán ad-honorem.”, por la siguiente: “Los cargos de consejeros serán ejercidos ad-honorem.”.

(Indicación N° 75, aprobada 4x0).
DISPOSICIONES TRANSITORIAS
Artículo primero

Inciso primero


- Reemplazar la expresión “diez meses” por “cinco meses”.

(Indicación N° 81 bis, aprobada 5x0).

Incisos segundo y tercero


- Reemplazarlos por los siguientes:


“La primera designación del Defensor de la Niñez se hará dentro de los sesenta días de la publicación de la presente ley en el Diario Oficial, de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 10 de la presente ley, para efectos de la instalación de la Defensoría de los Derechos de la Niñez. En tanto no inicie sus actividades dicha Defensoría, la remuneración del Defensor de la Niñez se financiará con cargo a la Asignación 50-01-03-24-03-133.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, la Defensoría de la Niñez se entenderá legalmente constituida una vez que la presente ley haya entrado en vigencia.”.

(Indicación N° 81 ter, aprobada con modificaciones 5x0).
Inciso cuarto


- Reemplazar el término “18” por “17”.

(Inciso final artículo 121 del Reglamento del Senado).
- - - - - - - - 

Como consecuencia de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley que os propone aprobar vuestra Comisión Especial encargada de tramitar proyectos de ley relacionados con los niños, niñas y adolescentes, queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:

“TITULO I

Objeto y funciones

Párrafo 1° Disposiciones Generales


Artículo 1º. Créase la “Defensoría de los Derechos de la Niñez”, en adelante también “la Defensoría” como una corporación autónoma de derecho público, con personalidad jurídica y patrimonio propio.


Su domicilio será la Región Metropolitana, sin perjuicio de los domicilios que pueda establecer en las distintas regiones del país.

Artículo 2º. La Defensoría de la Niñez tendrá por objeto la difusión, promoción y protección de los derechos de que son titulares los niños y niñas que se encuentren dentro del territorio de la República, reconocidos en la Constitución Política de la República, en la Convención sobre los Derechos del Niño y en los demás tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes, así como en la legislación nacional, velando por su interés superior.


Artículo 3º. La Defensoría desempeñará sus funciones con autonomía de las instituciones públicas.

Párrafo 2° Funciones y atribuciones


Artículo 4º. Corresponderá especialmente a la Defensoría de la Niñez:


a) Difundir, promover y proteger los derechos de los niños y niñas de acuerdo a lo que establece la presente ley.

b) Derivar al órgano competente, cuando corresponda, aquellas peticiones que reciba sobre asuntos que se le formulen, dentro del ámbito de sus competencias.

En el ejercicio de esta atribución, podrá realizar recomendaciones específicas sobre las materias objeto de las peticiones que reciba, de conformidad a lo dispuesto por el literal f) de este artículo.

La Defensoría de la Niñez no podrá pronunciarse sobre un asunto que se encuentre en trámite ante los Tribunales de Justicia o ante el órgano de la Administración del Estado competente. Sin embargo, podrá efectuar propuestas sobre aspectos generales y realizar informes o emitir opiniones en relación con la materia de que se trate, de conformidad con las letras f) y h) de este artículo.

c) Intermediar o servir de facilitador entre los niños y niñas y los órganos de la Administración del Estado o aquellas personas jurídicas de derecho privado que tengan por objeto la promoción o protección de derechos de los niños y niñas, cuando haya tomado conocimiento, de oficio o a petición de parte de actos u omisiones que pudieren vulnerar los derechos de los niños y niñas.

d) Observar y hacer seguimiento a la actuación de los órganos de la administración del Estado, a personas jurídicas de derecho privado que tengan por objeto la promoción o protección de derechos de los niños o niñas y a organizaciones que puedan afectar con sus acciones tales derechos, de acuerdo a un plan que se elabore para estos efectos.
e) Requerir antecedentes o informes a los órganos de la Administración del Estado o aquellas personas jurídicas que tengan por objeto la promoción o protección de los derechos de los niños y niñas, cuando, dentro del ámbito de sus competencias, tome conocimiento, de oficio o a petición de parte, de posibles vulneraciones a los derechos de niños y niñas por actos u omisiones de las entidades. Para tales efectos, el requerimiento deberá establecer un plazo razonable para la entrega de la información solicitada.
f) Emitir informes y recomendaciones que tengan por objeto la promoción o protección de derechos de los niños y niñas.

g) Denunciar vulneraciones a los derechos de los niños y niñas ante el órgano administrativo o judicial competente, según corresponda, remitiendo los antecedentes que funden dicha denuncia.

h) Actuar como amicus curiae ante los tribunales de justicia, pudiendo realizar presentaciones por escrito que contengan su opinión con comentarios, observaciones o sugerencias en los casos y las materias relativas a su competencia. La presentación de la opinión escrita no conferirá a la Defensoría la calidad de parte ni suspenderá o alterará la tramitación del procedimiento, pero el tribunal deberá considerarla en la sentencia.

i) Promover el cumplimiento de la Convención sobre los Derechos del Niño y los demás tratados internacionales relativos a los derechos de los niños y niñas ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, en la legislación, reglamentos y prácticas nacionales.

j) Promover la adhesión o ratificación de tratados e instrumentos internacionales de derechos humanos de niños y niñas.

k) Visitar los centros de privación de libertad, centros residenciales de protección y cualquier lugar en que un niño o niña permanezca privado de libertad, reciban o no recursos por parte del Estado, sin perjuicio de las facultades de los demás organismos públicos competentes en la materia.

l) Recoger, facilitar y difundir la opinión de los niños y niñas, promoviendo su respeto y consideración. 

m) Colaborar con el Instituto Nacional de Derechos Humanos, en el ámbito de sus competencias, en la elaboración de los informes que deba presentar a los órganos y comités especializados de las Naciones Unidas y de la Organización de Estados Americanos, así como ante otras organizaciones internacionales.

n) Celebrar convenios de colaboración y cooperación con organismos públicos y privados nacionales o internacionales.

ñ) Elaborar y presentar un informe anual de conformidad a lo establecido en el artículo 15.

o) Las demás funciones y atribuciones que la ley le otorgue.

La Defensoría podrá ejercer sus funciones y atribuciones de manera coordinada con otras instituciones nacionales de derechos humanos.


Artículo 5°. El interés superior del niño o niña, su derecho a ser oído y la autonomía progresiva, son principios rectores que la Defensoría tendrá siempre en consideración al conocer y pronunciarse respecto de cualquier petición que se le formule.


Artículo 6°. La presentación de las peticiones a que se refiere la letra b) del artículo 4° de la presente ley, no obstará el ejercicio de las acciones legales contempladas por el ordenamiento jurídico, ni suspenderá o interrumpirá sus términos de prescripción o caducidad.


Artículo 7°. Las derivaciones o recomendaciones que la Defensoría realice, se comunicarán al jefe superior del respectivo servicio del Órgano del Estado o al representante legal de las personas jurídicas de derecho privado, según corresponda, sin perjuicio de que podrán además ser incorporadas en el Informe Anual de la Defensoría.


Artículo 8°. La información y antecedentes recibidos por la Defensoría no podrán ser empleados para fines ajenos al ámbito de sus competencias. Su tratamiento deberá siempre respetar los derechos y las garantías constitucionales y legales, especialmente lo dispuesto en la ley N° 19.628 sobre Protección de la Vida Privada.


Todos los actos y resoluciones de la Defensoría, así como sus fundamentos y los procedimientos que se utilicen, serán públicos, exceptuando aquella información que, en virtud del artículo 8º de la Constitución Política de la República, tenga el carácter de reservado o secreto. En lo demás, la Defensoría estará sujeta a las normas de la ley N° 20.285 sobre Acceso a la Información Pública.

TÍTULO II ORGANIZACIÓN

Párrafo 1° Organización interna


Artículo 9°. En su organización interna, la Defensoría se regirá por las disposiciones de esta ley y lo que señalen sus estatutos, los que establecerán sus normas de funcionamiento. Los estatutos y sus modificaciones serán propuestos por el Defensor de la Niñez al Presidente de la República y su aprobación se dispondrá mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio Secretaría General de la Presidencia. Con todo, los estatutos deberán ajustarse a los principios internacionales que rigen a las instituciones nacionales de promoción y protección de los derechos humanos.


La organización de la Defensoría considerará, entre otras, las siguientes áreas: área de protección de derechos; área de promoción y difusión de derechos; y área de estudios.

Párrafo 2° Del Defensor


Artículo 10. El Defensor de la Niñez, en adelante “el Defensor”, será el Director y representante legal de la Defensoría y estará encargado de dirigirla y administrarla. Asimismo, le corresponderán todas las atribuciones entregadas a la Defensoría de la Niñez.


El Defensor será designado por acuerdo del Senado, adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, a partir de la recomendación de una terna que deberá presentarle la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía de dicha Corporación. Para estos efectos, la Comisión deberá oír especialmente al Consejo Directivo del Instituto Nacional de Derechos Humanos y, tanto a académicos de destacada trayectoria, como a organizaciones de la sociedad civil, vinculados a la difusión, promoción y defensa de los derechos de los niños y niñas, que la Comisión estime pertinente. En caso de que el Senado no designe a alguno de los nombres sugeridos por la Comisión en el plazo de 30 días, ésta deberá presentarle una nueva terna como recomendación.


El nombramiento del Defensor será formalizado mediante Decreto Supremo expedido a través del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.


El Defensor durará ocho años en su cargo y no podrá ser designado por un nuevo período.


Los estatutos de la Defensoría fijarán la forma en que el defensor designará a su subrogante y las normas que rijan dicha subrogancia.

Artículo 11. Para ser nombrado Defensor se requiere:


a) Ser ciudadano con derecho a sufragio.


b) No encontrarse sujeto a alguna de las inhabilidades para ingresar a la Administración del Estado.


c) No encontrarse inhabilitado para trabajar con niños y niñas ni figurar en el registro de inhabilitaciones para ejercer funciones en ámbitos educacionales o con menores de edad, que lleva el Servicio de Registro Civil e Identificación, en conformidad a la ley N° 20.594 que crea inhabilidades para condenados por delitos sexuales contra menores y establece registro de dichas inhabilidades.


d) No haber sido condenado por delitos que infrinjan la Ley N° 20.609, que establece medidas contra la discriminación, o por los delitos contemplados en la Ley N° 20.066, sobre Violencia Intrafamiliar.

e) Encontrarse en posesión de un título profesional y tener a lo menos diez años de experiencia profesional.


f) Poseer una reconocida trayectoria en el ámbito de los derechos humanos o en la defensa de los derechos de los niños y niñas.


Artículo 12. El cargo de Defensor será de dedicación exclusiva. El ejercicio de cualquier actividad profesional, comercial o laboral será incompatible con el cargo de Defensor, con la excepción de los cargos docentes según lo dispuesto en la letra a) del artículo 87 del decreto con fuerza de ley N° 29 de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, Sobre Estatuto Administrativo; el ejercicio de los derechos que le atañen personalmente; la percepción de los beneficios de seguridad social de carácter irrenunciable y los emolumentos que provengan de la administración de su patrimonio.


El Defensor no podrá tomar, en las elecciones populares o en los actos que las preceden, más parte que la de emitir su voto personal; ni participar en reuniones, manifestaciones u otros actos de carácter político, o efectuar cualquiera actividad de la misma índole dentro de la Defensoría.


El Defensor deberá cesar en cualquiera de las actividades incompatibles, de conformidad a los incisos anteriores, antes de asumir el cargo. Si incurre en incompatibilidad, cesará en el cargo por el solo ministerio de la ley.


Artículo 13. El Defensor podrá ser removido por la Corte Suprema, por inhabilidad sobreviniente en virtud de la concurrencia de alguna de las causales contenidas en los números 1°, 5°, 6°, 7° u 8° del artículo 256 del Código Orgánico de Tribunales, o por negligencia manifiesta e inexcusable en el ejercicio de sus funciones, a requerimiento del Senado mediante acuerdo adoptado por mayoría de sus miembros en ejercicio. La Corte conocerá del asunto en pleno especialmente convocado al efecto y para acordar la remoción deberá reunir el voto conforme de la mayoría de sus miembros en ejercicio, habiendo oído previamente al Defensor.


Removido el Defensor, se deberá proceder en el plazo más breve posible al nombramiento del nuevo Defensor, de conformidad con lo establecido en el artículo 10 precedente.


Asimismo, el Defensor cesará en su cargo al cumplir setenta y cinco años de edad.


Una vez cesado en el cargo en virtud de cualquier causal, el Defensor no podrá optar a cargos de elección popular sino después de transcurrido un año desde la cesación del mismo. 


En los casos de muerte o renuncia del Defensor, el Senado declarará la vacancia en cuanto tome conocimiento de la circunstancia que la motiva, y a contar de la fecha en que haya ocurrido. Declarada la vacancia regirá lo establecido en el inciso anterior.


Artículo 14. Corresponderá especialmente al Defensor: 


a) Dirigir, organizar y administrar la Defensoría, y velar por el cumplimiento de sus objetivos.


b) Ejercer las funciones que le sean entregadas a la Defensoría.


c) Representar judicial y extrajudicialmente a la Defensoría.


d) Delegar sus atribuciones y facultades dentro de la institución. Esta delegación deberá ser parcial y en materias específicas.


e) Las demás funciones y atribuciones que la ley le otorgue.


Artículo 15. El Defensor deberá presentar anualmente un Informe ante el Presidente de la República, el Congreso Nacional y el Presidente de la Corte Suprema, el que deberá contener, a lo menos, lo siguiente:


a) Las actividades desarrolladas, relacionadas al cumplimiento de su mandato legal.


b) La situación nacional en materia de derechos de los niños y niñas, tomando en cuenta la realidad de las regiones.

c) El cumplimiento efectivo de las obligaciones relativas a los derechos de los niños y niñas, incluyendo una opinión fundada de la conducta de los organismos públicos y privados frente a sus requerimientos.


d) El estado de cumplimiento de las solicitudes que se realicen conforme a lo dispuesto en la letra e) del artículo 4° de la presente ley; especialmente su omisión o retardo.


e) La situación de los niños y niñas que se encuentran en centros de privación de libertad y centros residenciales de protección, sea que reciban o no recursos por parte del Estado.


f) Las recomendaciones generales que estime convenientes para el resguardo de los derechos de los niños y niñas, incluyendo aquellas relativas a las adecuaciones necesarias de la legislación y reglamentos para el cumplimiento de lo dispuesto en la Convención sobre los Derechos del Niño.

El informe será público y deberá difundirse a través de mecanismos idóneos que permitan su conocimiento por la ciudadanía y, en especial, por parte de los niños y niñas.


Artículo 16. En el ejercicio de sus funciones, el Defensor no podrá intervenir en calidad de parte o perito en procedimientos judiciales o administrativos, sin perjuicio de lo dispuesto en la letra h) del artículo 4° de la presente ley. 


En caso que, en el ejercicio de sus funciones, conozca cualquier crimen o simple delito cometido contra niños o niñas, deberá denunciarlo ante el órgano competente.


En el caso de hechos que revisten carácter de crímenes de genocidio, de lesa humanidad o de guerra, tortura, desaparición forzada de personas, tráfico ilícito de migrantes o trata de personas, el Defensor deberá, además, poner los antecedentes a disposición del Instituto Nacional de Derechos Humanos, para los fines previstos en el artículo 3°, número 5, de la ley N° 20.405.


Excepcionalmente el Defensor podrá, en causas que involucren un interés social relevante y exijan pronta solución por su gravedad e importancia para los derechos de los niños y niñas, deducir querellas, siempre que se trate de aquellos delitos tipificados en el artículo 142 y en los párrafos 5° y 6° del Título VII, y 1°, 2° y 3° del Título VIII, todos del Libro Segundo del Código Penal.

Párrafo 3°

Del Consejo Consultivo

Artículo 17. El Consejo Consultivo, en adelante también “el Consejo”, será un órgano colegiado asesor del Defensor que se conformará con representantes de la sociedad civil, de organizaciones de niños y niñas y de las Universidades reconocidas por el Estado y acreditadas. Para estos efectos, la Defensoría deberá llevar un registro de las  organizaciones señaladas. Los estatutos de la Defensoría establecerán los requisitos para la inscripción en el registro, y la manera de proceder a la elección e integración de los representantes del Consejo. 


El Consejo tendrá dentro de sus funciones la de asesorar al Defensor en todas aquellas cuestiones de su competencia que requieran del pronunciamiento de la sociedad civil para su adecuada resolución. Además, recibirá y canalizará las opiniones y las propuestas de la sociedad civil en torno a la Defensoría y su rol, dentro del ámbito de sus competencias.


Los estatutos de la Defensoría establecerán los mecanismos y formas en que el Consejo prestará su asesoría al Defensor. Los cargos de consejeros serán ejercidos ad-honorem.
TÍTULO III

PERSONAL Y PATRIMONIO


Artículo 18. Las personas que presten servicios para la Defensoría se regirán por el Código del Trabajo. Con todo, serán aplicables a este personal las normas de probidad contenidas en la ley N° 20.880 sobre Probidad en la Función Pública y Prevención de los Conflictos de Intereses y las disposiciones del Título III de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, debiendo dejarse constancia en los contratos respectivos de una cláusula que así lo disponga.


Quienes desempeñen funciones directivas en la Defensoría serán seleccionados mediante concurso público efectuado por el Servicio Civil, de conformidad con las normas que regulan los procesos de selección de la Alta Dirección Pública establecidos en el Título VI de la ley N° 19.882 que Regula Nueva Política de Personal a los Funcionarios Públicos que Indica. Su nombramiento será realizado por el Defensor.


Al personal se le aplicará lo dispuesto en la letra k) del artículo 61  del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo.


El Defensor será sujeto pasivo de la ley Nº 20.730 que Regula el Lobby y las Gestiones que Representen Intereses Particulares ante las Autoridades y Funcionarios, y deberá realizar declaración de patrimonio e intereses conforme a lo dispuesto en la ley N° 20.880, ya referida.


El Defensor percibirá una remuneración bruta mensualizada equivalente a la de un Subsecretario de Estado.


Artículo 19. La Defensoría deberá cumplir con las normas establecidas en el decreto ley Nº 1.263, de 1975, sobre Administración Financiera del Estado. Adicionalmente, el estado de ingresos y gastos deberá estar disponible en la página web de la Defensoría.


Asimismo, la Defensoría estará sometida a la fiscalización de la Contraloría General de la República, en lo que concierne a su personal y al examen y juzgamiento de sus cuentas.


Las resoluciones del Defensor de la Niñez estarán exentas del trámite de toma de razón por la Contraloría General de la República.


Artículo 20. El patrimonio de la Defensoría estará formado por:


a) Los aportes que anualmente le destine la Ley de Presupuestos del Sector Público.


b) Los bienes muebles e inmuebles que se transfieran a la Defensoría o que ésta adquiera a cualquier título, y los frutos de dichos bienes.


c) Las donaciones, herencias o legados que le hagan, las que estarán exentas del trámite de la insinuación a que se refiere el artículo 1401 del Código Civil y del impuesto a las herencias, asignaciones y donaciones establecido en la ley N°16.271 sobre Impuesto a la Herencia, Asignaciones y Donaciones.


d) Los aportes de la cooperación internacional que reciba a cualquier título para el cumplimiento de sus objetivos.


Artículo 21. Los actos del Defensor de la Niñez que requieran para su aprobación de decreto supremo se dictarán a través del Ministerio Secretaría  General de la Presidencia.
DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero. La presente ley entrará en vigencia cinco meses después de publicada en el Diario Oficial.

La primera designación del Defensor de la Niñez se hará dentro de los sesenta días de la publicación de la presente ley en el Diario Oficial, de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 10 de la presente ley, para efectos de la instalación de la Defensoría de los Derechos de la Niñez. En tanto no inicie sus actividades dicha Defensoría, la remuneración del Defensor de la Niñez se financiará con cargo a la Asignación 50-01-03-24-03-133.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, la Defensoría de la Niñez se entenderá legalmente constituida una vez que la presente ley haya entrado en vigencia.

El Consejo Consultivo al que se refiere el artículo 17 se constituirá de conformidad con lo que establezcan los estatutos de la Defensoría.

Artículo segundo. El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de su vigencia, se financiará mediante transferencias del ítem 50-01-03-24-03-104 de la Partida Presupuestaria Tesoro Público de la Ley de Presupuestos del año respectivo.”.
- - - - - - - 


Acordado en sesiones celebradas los días 6 de septiembre; 15 y 22 de noviembre de 2016, con asistencia de los Honorables Senadores señor Patricio Walker Prieto (Presidente), señora Jacqueline Van Rysselberghe Herrera y señores Juan Pablo Letelier Morel, Manuel José Ossandón Irarrázabal y Jaime Quintana Leal; 13 de diciembre de 2016, con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Pablo Letelier Morel (Presidente accidental), Manuel José Ossandón Irarrázabal, Jaime Quintana Leal y Patricio Walker Prieto; 20 de diciembre de 2016, con asistencia de los Honorables Senadores señor Patricio Walker Prieto (Presidente), señora Jacqueline Van Rysselberghe Herrera y señores Juan Pablo Letelier Morel, Manuel José Ossandón Irarrázabal y Jaime Quintana Leal; 10 de enero de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señor Patricio Walker Prieto (Presidente), señoras Adriana Muñoz D’Albora (Jaime Quintana Leal) y Jacqueline Van Rysselberghe Herrera y señores Juan Pablo Letelier Morel y Manuel José Ossandón Irarrázabal y 17 de enero de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señor Patricio Walker Prieto (Presidente), señoras Adriana Muñoz D’Albora (Jaime Quintana Leal) y Jacqueline Van Rysselberghe Herrera y señores Juan Pablo Letelier Morel y Manuel José Ossandón Irarrázabal.

Sala de la Comisión, a 20 de enero de 2017.

ANA MARÍA JARAMILLO FUENZALIDA

Abogado Secretario de la Comisión

RESUMEN EJECUTIVO

SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN ESPECIAL ENCARGADA DE TRAMITAR PROYECTOS DE LEY RELACIONADOS CON LOS NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CREA LA DEFENSORÍA DE LOS DERECHOS DE LA NIÑEZ.
BOLETÍN Nº 10.584-07
I. OBJETIVOS DEL PROYECTO PROPUESTO POR LA COMISIÓN: crear la Defensoría de los Derechos de la Niñez, como una corporación autónoma de derecho público, con personalidad jurídica y patrimonio propio, cuya finalidad sea la difusión, promoción y protección de los derechos de los niños y niñas, a fin de que su rol de persuasión sea fundamental para cumplir con los objetivos del sistema de garantías de tales derechos, velando siempre por el interés superior de la niñez.
II. ACUERDOS: 
Indicación Nº 1, primera votación 2x1x2 abstenciones (por el rechazo, segunda votación rechazada 3x1x1 abstención. Artículo 178 del Reglamento del Senado.
Indicaciones Nos 2 y 3, inadmisibles.
Indicación Nº 4, aprobada con modificaciones 5x0.
Indicaciones Nos 5 y 6, rechazadas 5x0.
Indicación Nº 7, retirada.
Indicaciones Nos 8 y 9, inadmisibles.
Indicación Nº 10, aprobada 4x0.
Indicaciones Nos 11 y 12, rechazadas 4x0.
Indicación Nº 12 bis, aprobada 3x0.
Indicación Nº 13, inadmisible.
Indicación Nº 14, retirada.
Indicación Nº 15, primera votación 2x2, segunda votación rechazada 3x1 a favor.
Indicaciones Nos 16 y 17, inadmisibles.
Indicaciones Nos 18, 19 y 19 bis, aprobadas 4x0.
Indicaciones Nos 20 y 21, inadmisibles.
Indicación Nº 22, aprobada 4x0.
Indicaciones Nos 23 y 24, aprobadas 4x0.
Indicación Nº 25, aprobada con modificaciones 4x0.
Indicación Nº 25 bis, aprobada 5x0.
Indicaciones Nos 26, 27 y 27 bis, aprobadas 4x0.
Indicación Nº 28, aprobada con modificaciones 4x0.
Indicación Nº 29, rechazada 4x0.
Indicación Nº 29 bis, aprobada 4x1 abstención.
Indicaciones Nos 30 y 31, inadmisibles.
Indicaciones Nos 32 y 33, inadmisibles.
Indicación Nº 34, rechazada 4x0.
Indicaciones Nos 35 y 36, inadmisibles.
Indicación Nº 37, inadmisible.
Indicación Nº 38, inadmisible.
Indicación Nº 38 bis, aprobada 5x0.
Indicaciones Nos 39 y 40, inadmisibles.
Indicaciones Nos 41 y 42, inadmisibles.
Indicaciones Nos 43 y 44, inadmisibles.
Indicación Nº 45, inadmisible.
Indicación Nº 46, inadmisible.
Indicación Nº 46 bis, aprobada con modificaciones 5x0.
Indicación Nº 47, rechazada 3x1 a favor.
Indicación Nº 47 bis, rechazada 3x1x1 abstención.
Indicación Nº 47 ter, rechazada 3x1x1 abstención.
Indicación Nº 47 quáter, rechazada 3x2 a favor.
Indicaciones No 48, rechazada 3x1 abstención.

Indicación N° 49, retirada.
Indicación Nº 50, retirada.
Indicación Nº 51, primera votación 2x1x1 abstención (por el rechazo), segunda votación idéntico pronunciamiento, se entiende la indicación rechazada. Artículo 178 del Reglamento del Senado.
Indicación Nº 51 bis, aprobada 5x0.
Indicación Nº 52, retirada.
Indicación Nº 52 bis, aprobada con modificaciones, 5x0 (procedimiento de designación del Defensor) y 3x2 (quórum de designación).
Indicación Nº 52 ter, retirada.
Indicación Nº 53, rechazada 5x0.
Indicación Nº 54, aprobada 3x2 en contra.
Indicación Nº 55, retirada.
Indicación Nº 56, aprobada 4x1 en contra.
Indicaciones Nos 57 y 58, aprobadas con modificaciones 3x0.
Indicación Nº 58 bis, aprobada con modificaciones 4x1 abstención.
Indicación Nº 58 ter, retirada.
Indicación Nº 58 quáter, inadmisible.
Indicación Nº 59, aprobada 3x0.
Indicaciones Nos 60 y 61, aprobadas con modificaciones 4x0.
Indicación Nº 62, retirada.
Indicaciones Nos 62 bis y 62 ter, rechazadas 4x1 a favor.
Indicación Nº 62 quáter, retirada.
Indicación Nº 62 quinquies, aprobada 5x0.
Indicación Nº 62 sexies, rechazada 3x1x1 abstención.
Indicación Nº 63, rechazada 3x1x1 abstención.
Indicaciones Nos 64 y 65, inadmisibles.
Indicaciones Nos 66 y 67, inadmisibles.
Indicaciones Nos 68 y 69, inadmisibles.
Indicación Nº 70, rechazada 3x1x1 abstención.
Indicación Nº 70 bis, aprobada con modificaciones 5x0.
Indicación Nº 70 ter, aprobada 5x0.
Indicación Nº 70 quáter, aprobada 5x0.
Indicaciones Nos 71, 72 y 73, rechazadas 4x1 a favor.
Indicación Nº 74, retirada.
Indicación Nº 75, aprobada 4x0.
Indicaciones Nos 76 y 77, inadmisibles.
Indicación Nº 78, inadmisible.
Indicación Nº 79, inadmisible.
Indicación Nº 79 bis, inadmisible.
Indicación Nº 79 ter, inadmisible.
Indicación Nº 80, rechazada 4x0.
Indicación Nº 81, retirada.
Indicación Nº 81 bis, aprobada 5x0.
Indicación Nº 81 ter, aprobada con modificaciones 5x0.
III. ESTRUCTURA DEL PROYECTO APROBADO POR LA COMISIÓN: el proyecto de ley en referencia está estructurado sobre la base de veintiún artículos permanentes y dos transitorios.
IV. NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL: El inciso segundo del artículo 8° del proyecto reviste el carácter de ley de quórum calificado, en tanto asume los criterios establecidos en el inciso segundo del artículo 8° de la Constitución Política de la República para fijar la reserva o secreto de los actos y resoluciones de la Defensoría de los Derechos de la Niñez, así como sus fundamentos y procedimientos. Tales criterios son el debido cumplimiento de las funciones del órgano, los derechos de las personas, la seguridad de la Nación o el interés nacional.

Por su parte, el inciso primero del artículo 13, reviste el carácter de orgánico constitucional, en tanto atribuir a la Corte Suprema el conocimiento del procedimiento de remoción del Defensor de la Niñez. Ello, en coherencia con lo dispuesto en el inciso primero del artículo 77 de la Constitución Política de la República.

Por último, los incisos segundo y tercero del artículo 19 de la iniciativa tienen el carácter de orgánicos constitucionales, en tanto se relacionan directamente con las funciones y atribuciones de la Contraloría General de la República, en los términos del inciso primero del artículo 98 y del inciso final del artículo 99 del texto constitucional. 

Lo anterior, en virtud de que el referido inciso segundo explicita que el órgano contralor fiscalizará a la Defensoría en lo que concierne a su personal y al examen y juzgamiento de sus cuentas, mientras que el aludido inciso tercero, a su turno, excluye del trámite de toma de razón a las resoluciones del Defensor de la Niñez. Ello, además, en concordancia con lo resuelto por el Tribunal Constitucional en sus sentencias roles Nos 45 (considerandos 5° y 6°), 63 (considerando 4°), 384 (considerando 11°), 2.619 (considerando 26°) y 2.672 (considerando 7°), entre otras.
V. URGENCIA: no presenta.
VI. ORIGEN E INICIATIVA: Mensaje de S.E. la Presidenta de la República.
VII. TRÁMITE CONSTITUCIONAL: primer trámite.

VIII. INICIO TRAMITACIÓN EN EL SENADO: ingresó al Senado con fecha 22 de marzo de 2016, dándose cuenta en la sesión 3ª ordinaria, de la misma fecha, pasando a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. Sin perjuicio de lo anterior, en la sesión 25ª ordinaria, de fecha 21 de junio de 2016, la Sala del Senado acordó que la iniciativa en estudio sea informada por la Comisión Especial encargada de tramitar proyectos de ley relacionados con niños, niñas y adolescentes.
IX. TRÁMITE REGLAMENTARIO: segundo informe.
X. LEYES QUE SE MODIFICAN O QUE SE RELACIONAN CON LA MATERIA: 


a. Derecho Interno


1. Constitución Política de la República. Artículo 8°.


2.- Ley N° 19.628, sobre protección de la vida privada.


3. Ley N° 20.285, sobre acceso a la información pública.


4. Ley N° 20.594, que crea inhabilidades para condenados por delitos sexuales contra menores y establece registro de dichas inhabilidades.


5. Decreto con Fuerza de Ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo. Artículos 61 y 87, letra a).


6. Código Orgánico de Tribunales. Artículo 256, números 1°, 5°, 6°, 7° y 8°.


7. Ley N° 20.405, del Instituto Nacional de Derechos Humanos. Artículo 3, número 5.


8. Código Penal. Artículo 142 y párrafos 5° y 6° del Título VII, y 1°, 2° y 3° del Título VIII, ambos del Libro Segundo.


9. Ley N° 20.880, sobre probidad de la función pública y prevención de los conflictos de intereses.


10. Decreto con Fuerza de Ley N° 1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija texto, refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado. Título III.


11. Ley N° 19.882, que regula la nueva política de personal a los funcionarios públicos que indica. Título VI.


12. Ley N° 20.730, que regula el lobby y las gestiones que representen intereses particulares y ante las autoridades y funcionarios.


13. Decreto Ley N° 1.263, de 1975, del Ministerio de Hacienda, sobre Administración Financiera del Estado.


14. Código Civil. Artículo 1.401.


15. Ley N° 16.271, sobre impuesto a la herencia, asignaciones y donaciones.

b. Derecho Internacional


1.- Convención de Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño, de 1989, incorporada a nuestra normativa interna mediante decreto supremo N° 830, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 27 de septiembre de 1990.

2.- Observaciones Generales del Comité de Derechos del Niño de las Naciones Unidas a Chile de los años 2002 (considerando N° 13), 2007 (considerando N° 15) y 2014 (recomendación N° 19).

Sala de la Comisión, a 20 de enero de 2017.

ANA MARÍA JARAMILLO FUENZALIDA

Abogado Secretario 

� Artículo 4º. Corresponderá especialmente a la Defensoría de la Niñez:


f) Emitir informes y recomendaciones que tengan por objeto la promoción o protección de derechos de los niños y niñas.


g) Denunciar vulneraciones a los derechos de los niños y niñas ante el órgano administrativo o judicial competente, según corresponda, remitiendo los antecedentes que funden dicha denuncia.


h) Actuar como amicus curiae ante los tribunales de justicia, pudiendo realizar presentaciones por escrito que contengan su opinión con comentarios, observaciones o sugerencias en los casos y las materias relativas a su competencia. La presentación de la opinión escrita no conferirá a la Defensoría la calidad de parte ni suspenderá o alterará la tramitación del procedimiento.


� A saber:


a) Las actividades desarrolladas, relacionadas al cumplimiento de su  mandato legal.


b) La situación nacional en materia de derechos de los niños y niñas.


c) El cumplimiento efectivo de las obligaciones relativas a los derechos de los niños y niñas por parte de los sujetos señalados en el artículo 2° de la presente ley, incluyendo una opinión fundada de la conducta de los organismos públicos y privados frente a sus requerimientos.


d) El estado de cumplimiento de las solicitudes que se realicen conforme a lo dispuesto en la letra e) del artículo 4° de la presente ley; especialmente su omisión o retardo.


e) La situación de los niños y niñas que se encuentran en centros de privación de libertad y centros residenciales de protección, sea que reciban o no recursos por parte del Estado.


f) Las recomendaciones generales que estime convenientes para el resguardo de los derechos de los niños y niñas.





� Los párrafos 5° y 6° del Título VII (“Crímenes y delitos contra el orden de las familias, contra la moralidad pública y contra la integridad sexual), corresponden a los referentes a la violación, y al estupro y otros delitos sexuales, respectivamente. Por su parte, los párrafos 1°, 2° y 3° del Título VIII (“Crímenes y delitos contra las personas”), aluden a los concernientes al homicidio, al infanticidio y a las lesiones corporales, respectivamente.





� En concreto, del inciso primero de su artículo 66 ter, el que dispone:


“Artículo 66 ter.- Sin perjuicio de lo previsto en los artículos 559 y 560 del Código Orgánico de Tribunales, las Cortes de Apelaciones podrán ordenar que los jueces que ejercen jurisdicción en materia penal en su territorio jurisdiccional se aboquen exclusiva y extraordinariamente a la tramitación de las causas, de competencia de su tribunal, relativas a la investigación y juzgamiento de uno o más delitos en los que se encontrare comprometido un interés social relevante o que produzcan alarma pública.”.





